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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:15, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 76ª y 77ª, ordinarias, en 3 y 4 de diciembre del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto que modifica la ley Nº 19.803, que establece una asignación de mejoramiento de la gestión municipal, para homologarla con la dispuesta en la ley Nº 19.553, que concede una asignación de modernización a la Administración Pública (boletín N° 9.159-05).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (boletín Nº 8.643-02).



2.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



3.- Proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (boletín Nº 7.975-25).



4.- Proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



5.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a farmacias (boletines Nos. 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).



Con los dos últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (boletín Nº 8.829-01).



2.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).



3.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (boletín Nº 8.874-05).



4.- Proyecto que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (boletín N° 9.113-05).



5.- Proyecto que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (boletín Nº 8.767-06).



6.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



7.- Proyecto que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (boletín N° 9.036-07).



8.- Proyecto que modifica la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación (boletín N° 9.166-07).



9.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, que otorga al Subsecretario de Relaciones Exteriores atribución para transigir en conflictos jurídicos laborales o previsionales surgidos en el extranjero, que afecten al Estado de Chile (boletín N° 8.853-10).



10.- Proyecto que modifica la ley N° 17.635, de 1972, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica (boletín Nº 9.018-14).



11.- Proyecto que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (boletín Nº 8.329-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República: 



Solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares fuera del territorio de la República, en Bosnia y Herzegovina (boletín Nº S 1.624-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que dio su aprobación al proyecto que modifica la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación (boletín N° 9.166-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo comunica que aprobó la enmienda propuesta por esta Corporación al proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, y concede otros beneficios que indica (boletín N° 9.177-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Envía copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley sobre interés máximo convencional (boletines Nos. 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 25, inciso primero, del Código del Trabajo. 



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:


Responde solicitud de información, cursada en nombre de los Senadores señores Horvath y Muñoz Aburto, relativa a la aplicación del subsidio a la contratación de mano de obra, contemplado en las leyes Nos. 19.853 y 20.655, en las Regiones de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Contesta petición, remitida en nombre del Senador señor Escalona, referente al refuerzo de la dotación policial y a la habilitación de comisarías en las comunas de Talcahuano (sector Medio Camino) y Chiguayante.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:


Comunica la tramitación total del decreto supremo N° 335, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2013, que autoriza salida de tropas de las Fuerzas Armadas del territorio nacional, con el objeto de integrar las Fuerzas de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH).  



Del señor Director Regional Tesorero de Valparaíso:


Responde solicitud de información, hecha en nombre del Senador señor Chahuán, respecto del informe que fue recabado a ese Servicio por la Contraloría Regional de Valparaíso en un asunto del interés de la señora Edith Rebolledo Díaz, exfuncionaria del Hospital Carlos Van Buren de esta ciudad.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.



De la señora Directora Nacional de Fronteras y Límites del Estado:


Contesta, mediante oficio secreto, consulta efectuada en nombre del Senador señor Prokurica, respecto de los avances alcanzados y trabajos realizados en Campo de Hielo Sur.



--Queda a disposición de Sus Señorías para su consulta en Secretaría.

Informes



De la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 70 de la Constitución Política de la República, con el que propone la forma y el modo de resolver la divergencia suscitada entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación del proyecto de reforma constitucional en materia de integración de la Cámara de Diputados (boletín Nº 9.078-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


Segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (boletín N° 2.357-09) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (boletín Nº 8.874-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (boletín Nº 8.329-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Prokurica, Frei, Horvath, Kuschel y Larraín Peña, con la que inician un proyecto de ley que modifica la destinación de las multas que sean aplicadas por la Superintendencia del Medio Ambiente.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.
)----------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.



El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, con relación al proyecto que sustituye las leyes N° 19.039, sobre Propiedad Industrial, y N° 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial, la Comisión de Economía solicita fijar un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta el viernes 13 de diciembre, a fin de realizar algunos ajustes. 
El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Hasta este viernes?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Sí. O hasta el lunes 16, a las 12.
El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto señalado, hasta el mediodía del lunes 16 de diciembre.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, solicito recabar la anuencia de la Sala respecto de dos asuntos:



1.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos: hasta mañana, miércoles 9 de diciembre, y



2.- Enviar un oficio a Su Excelencia el Presidente de la República requiriéndole su patrocinio para el proyecto que presentamos los Senadores Horvath, Frei, Larraín Peña y quien habla, que fue declarado inadmisible, cuyo objeto es que las multas por infracciones a la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente queden en beneficio de las regiones.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo, primero, para extender el plazo de recepción de indicaciones al proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos?

El señor PROKURICA.- Hasta mañana.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Propongo que sea hasta el lunes, a las 12, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- A mí me bastaría hasta mañana. Pero no tengo inconveniente en que sea hasta el próximo lunes.



--Se acuerda ampliar el plazo para formular indicaciones a la iniciativa mencionada, hasta el lunes 16 de diciembre, a las 12.
El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio solicitando el patrocinio del Ejecutivo para el proyecto señalado.



--Así se acuerda.
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.
El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones pide que se la autorice para sesionar paralelamente con la Sala mañana, entre 11 y 11:30. 
El señor PIZARRO (Presidente).- Le sugiero hacer mañana esa petición, Su Señoría.
El señor CHAHUÁN.- Es que mañana el Senado sesionará a partir de las 10 y media, señor Presidente.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es. Se citó a sesión extraordinaria para la mañana, señor Presidente.
El señor CHAHUÁN.- Es para sacar adelante el proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos. 
La señora ALLENDE.- Me opongo, señor Presidente.



Necesitamos quórum.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo.
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, solicito recabar el asentimiento de la Sala para abrir un nuevo plazo, hasta el lunes 16 de diciembre, para presentar indicaciones al proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades, crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (boletín N° 8.210-06).

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?

El señor BIANCHI.- Sí.


--Se fija un nuevo plazo para formular indicaciones a dicho proyecto, hasta el lunes 16 de diciembre, a las 12.
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, respecto al proyecto que modifica la destinación de las multas que sean aplicadas por la Superintendencia del Medio Ambiente, que presentamos algunos Senadores, al cual aludió el colega Prokurica y que fue declarado inadmisible, solicito que se revise esta situación. 



Hago esa petición, porque son de larga data las diferencias con que se tratan las iniciativas de esta naturaleza en la Cámara de Diputados y en el Senado. Y el disponer un destino para las multas, que no constituyen un ingreso asegurado de antemano para del Fisco chileno, no puede ser considerado un asunto de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.



Por lo tanto, insisto en que se revise el punto, pues eso ha sido una constante en 24 años. Efectivamente, en la Cámara Baja (donde en su minuto fuimos colegas, señor Presidente) y en esta Corporación se da un tratamiento distinto a las multas, y ha habido algunas indicaciones que sí han prosperado aquí.


Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien. 


Se tendrá en cuenta su punto de vista, señor Senador, pero en esta oportunidad el criterio es distinto al que se ha aplicado anteriormente.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero consultar si en la reunión de Comités se analizó el tema de la avalancha de urgencias con que el Senado está siendo bombardeado: 5 asuntos con “discusión inmediata”, 11 con “suma urgencia”.


Cualquier persona sabe que, razonablemente, eso es imposible de abordar.



En consecuencia, yo manifiesto mi inquietud al respecto, porque luego el Ejecutivo -el propio Presidente de la República así lo ha hecho- expresa que los parlamentarios no llevamos a cabo nuestras tareas como debiese ser. Incluso, se nos ha acusado de flojos.



Entonces, esa me parece una maniobra que lesiona severamente el prestigio del Parlamento. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente, en la reunión de Comités se tomó conocimiento de las urgencias de “discusión inmediata” formuladas por el Ejecutivo a varios proyectos. Ello va a significar un posible cambio en la tabla de la sesión de mañana o de la próxima semana. 



Tenemos varios acuerdos de Comités que dar a conocer. 


Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar, respecto a la Cuenta. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo también quiero reforzar lo manifestado por el Honorable señor Escalona. 



Y pongo el caso de la Comisión de Hacienda: se ha pedido “discusión inmediata” para dos iniciativas que se encuentran radicadas en ella. Una tiene plazo para presentar indicaciones, conforme a lo aprobado por la Sala, hasta el lunes próximo; y la otra, relativa a la regionalización, a la transferencia de competencias, recién se recibió la semana pasada en dicho órgano técnico. 



Este último proyecto lleva tres años en el Senado y otro tanto estuvo en la Cámara de Diputados. Hablé con el Subsecretario hoy en la mañana y le hice presente que citaríamos a dicha Comisión los días martes y miércoles de la próxima semana, y quedamos de acuerdo en darle ese tratamiento a la mencionada normativa. 



Sería bueno que el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, quien parece estar interesado más en otras cosas que en la parte legislativa estos últimos días, tomara nota al respecto. El Parlamento no puede ser forzado a debatir las iniciativas en la forma como se ha solicitado, menos cuando es algo irrealista. 



Por lo tanto, reclamo como Presidente de la Comisión de Hacienda acerca de esa situación, pues no es dable que haya dos proyectos en ella calificados con “discusión inmediata”. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Le haremos ver a dicho Secretario de Estado lo que aquí se ha planteado. 

El señor FREI (don Eduardo).- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, me sumo a las expresiones de los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra. 



Hoy en la mañana nos reunimos en la Comisión Mixta para analizar el famoso proyecto sobre el “lobby”, al que la semana pasada se le formularon una serie de indicaciones. Y ahora llegaron cuatro páginas -¡cuatro páginas!- con observaciones del Ejecutivo, que no recogió lo planteado para resolver las discrepancias, con la pretensión de que hoy se despacharan en su totalidad. Y observo que de nuevo se lo ha calificado de “discusión inmediata”. 



Hay seis iniciativas con esa urgencia. Se lo hemos hecho ver al Ministro reiteradamente en la Comisión de Gobierno. Incluso el 8 de noviembre recién pasado dicho Secretario de Estado publicó un extenso artículo en El Mercurio donde acusaba a la Comisión de Hacienda de no haberse reunido en tres meses: agosto, septiembre y octubre. Sin embargo, resulta que en ese lapso sostuvimos más de once sesiones. Lo que pasa es que no avanzamos porque se plantean modificaciones y mejoramientos a los proyectos, pero el Gobierno no acoge ninguna de esas indicaciones. Ese ha sido el problema. 



Ahora observo que también la iniciativa que fortalece la regionalización figura con “discusión inmediata”. Hemos señalado hasta el cansancio que ella resultará un desastre al establecerse dicha urgencia. No obstante, parece que la idea es sacarla a troche y moche, como se dice. 



Hoy día tuvimos otra conversación con el Ministro sobre el particular, pero parece que no le entran balas; él dispara siempre “discusión inmediata”. Esa es su afición. Y también hace otros disparos, pero…

El señor LAGOS.- ¡Se podría pedir un permiso administrativo!

El señor FREI (don Eduardo).- Así es. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra la Senadora señora Allende. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, aparte de sumarme a lo que han dicho mis colegas, me gustaría que ojalá esta fuera una petición unánime de la Sala, porque la verdad es que queremos trabajar con responsabilidad. Pero este Gobierno está abusando de sus atribuciones, haciendo gala -o intentándolo- de una imagen comunicacional. No es razonable que ponga cinco proyectos con  “discusión inmediata” y once con “suma” urgencia, sabiendo que tenemos esta semana y la siguiente para despachar las iniciativas. 



Por eso, considero que sería bueno que la Mesa representara con mucha energía tal situación. 



Por otro lado, deseo saber si quedó estipulado en los acuerdos de Comités el plazo para formular indicaciones al proyecto sobre jardines infantiles. 



El señor Secretario me confirma que fue fijado. 



Nada más, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en el sentido exactamente inverso a todos los que me han antecedido en el uso de la palabra y pidiendo un mínimo de coherencia a los parlamentarios que se hallan en la Sala, debo señalar que yo planteé una materia similar al término de los Gobiernos del Presidente Aylwin; del Presidente Frei -aquí presente-, que fijó urgencias hasta el último minuto, incluso una de ellas vinculada a temas laborales, lo cual fue decisivo en el resultado de la elección presidencial siguiente; del Presidente Lagos, y de la Presidenta Bachelet. Y así se encuentra registrado en las Versiones Oficiales. 



En su momento, al final de dichas Administraciones, tuvimos más de 30 urgencias. Cuestión que yo reclamé. Y las bancas de enfrente me hicieron presente que esa era, conforme a la Constitución, la forma en que ellos gobernaban. 



Entonces, lo único que quiero, señor Presidente, dado que se instaló esta especie de unanimidad, aparte de pedir coherencia, es solicitar que, si a la Mesa le parece, se haga un estudio respecto de cómo actuaron los Gobiernos anteriores. Porque uno podrá siempre alegar prudencia. Yo no tengo inconveniente en eso y coincido en que de repente puede ser más o menos imprudente fijar tantas urgencias simultáneas. 



Sin embargo, ello no es un problema de la actual Administración, sino de los Gobiernos de la Concertación en particular. E invito a que revisen, si tienen alguna duda, las actas respectivas y cuáles fueron las urgencias que utilizaron. 



Por lo tanto, se podrá reclamar respecto de la conveniencia política, pero no se puede ser incoherente en cuanto a reclamar ahora lo que hicieron durante cuatro Gobiernos anteriores. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ.- ¡Lo coherente sería cambiar la Constitución! 

El señor FREI (don Eduardo).- Pido la palabra, señor Presidente, porque he sido aludido.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Quiero aprovechar de saludar al Colegio Ramón Ángel Jara, de Los Muermos, que se halla en las tribunas.



¡Muchas gracias por acompañarnos! 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Y asimismo al Colegio Buen Pastor, de Copiapó, que también se encuentra con nosotros. 



¡Bienvenidos! 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, no vamos a hacer un debate sobre el tema, ya está claramente establecido el punto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- El Senador Frei fue personalmente aludido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei. 

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, en la Cuenta de hoy figuran cinco proyectos con “discusión inmediata” y once con urgencia “suma”. 



Yo desafío al Senador Coloma a que revisemos todas las Versiones Oficiales de los años 1999 y 2000, porque en ellas aparece exactamente lo contrario. Él habló de 30. Aquí llevamos cuatro meses diciendo lo mismo -¡cuatro meses!- y no hemos sido escuchados. 



En cuanto al proyecto sobre materias laborales, le puedo decir que llevaba varios años en tramitación porque que no lo querían tratar. 

El señor COLOMA.- ¡Vamos a revisarlo!

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos: 


1.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión ordinaria el proyecto de reforma constitucional signado con el número 4, que establece que el Estado debe eliminar los obstáculos que, de hecho, impidan el pleno desarrollo de las personas (boletín N° 8.871-07); en el segundo lugar, el proyecto de ley signado con el número 3, que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos (boletín N° 7.036-11); y en el tercer lugar, el proyecto de ley, cuyo informe se acaba de dar cuenta en la presente sesión, que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (boletín Nº 8.329-15).



2.- Poner en el primer lugar del Orden del Día de la sesión extraordinaria de mañana el proyecto de reforma constitucional signado con el número 1 de la tabla de hoy, que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país (boletín N° 9.069-07).



3.- Fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04), hasta el lunes 13 de enero de 2014, a las 12.



4.- Ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín N° 8.493-14), hasta el lunes 13 de enero de 2014, a las 12.



5.- Fijar las semanas regionales para el año 2014 y enero de 2015, de acuerdo al siguiente calendario:


-Marzo: Desde el lunes 24 hasta el viernes 28.


-Abril: Desde el lunes 28 hasta el viernes 2.


-Mayo: Desde el lunes 26 hasta el viernes 30.


-Junio: Desde el lunes 23 hasta el viernes 27.


-Julio: Desde el lunes 28 hasta el viernes 1° de agosto.


-Agosto: Desde el lunes 25 hasta el viernes 29.


-Septiembre: Desde el lunes 15 hasta el viernes 19.


-Octubre: Desde el lunes 27 hasta el viernes 31.


-Noviembre: No hay.



-Diciembre: Desde el lunes 1° hasta el viernes 5 y desde el lunes 22 hasta el viernes 2 de enero de 2015, y



-Enero de 2015: desde el lunes 26 hasta el viernes 30.

El señor LAGOS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Su Señoría desea referirse a los acuerdos de Comités? 

El señor LAGOS.- No necesariamente, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, quiero pedir que, de ser factible, se oficie al Presidente de la República para que le conceda un permiso administrativo al Ministro Larroulet al objeto de que pueda dedicarse cien por ciento a la campaña electoral y se lo desligue de sus responsabilidades políticas.



Muchas gracias.

El señor COLOMA.- ¿Eso es punto de Reglamento o qué...?

El señor LAGOS.- Es una sugerencia, señor Senador.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, pido que, si es factible, se coloque en la tabla de hoy el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de reforma que elimina el número “120” en el artículo 47 de la Carta Fundamental.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo de la Sala.

El señor CHAHUÁN.- Entonces, rectifico mi solicitud: pido que se trate en la sesión de mañana, en primer lugar.

El señor PIZARRO (Presidente).- El informe de que hace mención Su Señoría se incluyó en la Cuenta de hoy y quedó para tabla.



Ahora, los Comités acordaron discutir en el primer lugar del Orden del Día de la sesión extraordinaria de mañana el proyecto de reforma constitucional que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país. De manera que en segundo término veríamos el informe de Comisión Mixta a que se refirió Su Señoría.



--Así se acuerda.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE NELSON MANDELA

El señor PIZARRO (Presidente).- Pido a la Sala guardar un minuto de silencio en memoria de Nelson Mandela, ex Presidente de Sudáfrica y Premio Nobel de la Paz.



Asimismo, con el acuerdo de Sus Señorías, se enviará un oficio en nombre del Senado para expresar nuestra solidaridad y condolencias al Gobierno y al pueblo sudafricanos.



--La Sala guarda un minuto de silencio.
V. ORDEN DEL DÍA

OBLIGACIÓN DEL ESTADO DE ELIMINAR OBSTÁCULOS AL PLENO DESARROLLO PERSONAL
El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo resuelto por los Comités, corresponde ocuparse en el proyecto de reforma de la Carta, iniciado en moción de los Senadores señores Letelier, Gómez y Patricio Walker, en primer trámite constitucional, que establece que el Estado debe eliminar los obstáculos que de hecho impidan el pleno desarrollo de las personas, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8871-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de reforma constitucional (moción de los Senadores señores Letelier, Gómez y Walker, don Patricio):



En primer trámite, sesión 9ª, en 9 de abril de 2013.



Informe de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 53ª, en 4 de septiembre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de este proyecto es consagrar en la Carta Fundamental la obligación del Estado de eliminar los obstáculos que limiten de hecho la igualdad y la libertad e impidan el pleno desarrollo de la persona. Para ello deberá promover medidas que garanticen el goce y el ejercicio de los derechos reconocidos en los tratados internacionales ratificados por Chile. 



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió esta iniciativa en general y en particular, por ser de artículo único, y la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Pérez San Martín y señores Letelier y Orpis. No obstante lo anterior, propone a la Sala aprobarla solo en general.



Cabe recordar que durante la discusión particular el proyecto deberá ser informado también por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Hago presente que esta iniciativa tiene que ser aprobada por dos tercios de los Senadores en ejercicio, esto es, 25 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se transcribe en la página 42 del primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, la Carta Fundamental, en sus orígenes en la Comisión Constituyente, se gestó en un período más bien de poco debate público. Pero sí hubo entre los integrantes de dicho órgano discusión sobre los alcances de los numerales 1° y 2° del artículo 19, en particular acerca de los derechos consagrados para las personas.



En el número 1° se parte de un supuesto: el de que el Texto Fundamental asegura a todas las personas el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica.



Los hechos demuestran que aquello no es efectivo: no todas las personas nacen con iguales derechos, ni menos con la misma integridad física y psíquica.



Por eso, hace ya muchos años se generó un debate en la comunidad mundial, y existen convenciones internacionales para tratar de modificar el criterio que equívocamente se consagra en nuestra Constitución.



Aun más: en los diversos convenios contemporáneos, particularmente en los vinculados a las personas con discapacidad, se ha indicado que el Estado tiene la responsabilidad de reconocer acciones afirmativas para quienes no pueden ejercer en plenitud sus derechos.



Inspirados en tal propósito y en la experiencia comparada de otros países de América Latina, especialmente en la de Ecuador -quiero recordar que el año pasado estuvo en esta Sala el Vicepresidente de dicha nación, don Lenin Moreno-, sobre la base de lo hecho por el mencionado país respecto a las personas con capacidades distintas, un grupo de Senadores impulsamos esta enmienda constitucional.



¿Cuál es el propósito de la reforma planteada, que en el texto original era más amplio y luego, conforme a lo acordado por la Comisión, se acotó?



Nosotros creemos que debe consagrarse en el numeral 2° del artículo 19 de la Carta que es “una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando los derechos humanos y libertades fundamentales, impidan el desarrollo de la persona.”.



Esa es una afirmación de principios, que todos compartimos, por cierto.



Pero lo adicional que se ha planteado para el numeral 2° del artículo 19 es que “el Estado deberá adoptar las medidas de acción afirmativa” -este es el lenguaje contemporáneo, no aquel que hace referencia a “discriminación afirmativa”- “que permitan el pleno goce y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, garantizados por esta Constitución y por los tratados internacionales...”.



¿Cuál es el objetivo que se persigue, señor Presidente?



Dada la redacción de nuestra Carta, conforme a la cual se piensa que todos somos iguales, hoy no es factible impulsar, sin la reforma constitucional que nos ocupa esta tarde, acciones afirmativas para personas con discapacidad.



Podríamos poner medidas de acción afirmativa para otros grupos de la sociedad. Sin embargo, en el seno de la Comisión de Derechos Humanos acordamos acotar la reforma al mundo de la discapacidad.



Hoy día no resulta factible impulsar acciones afirmativas a favor de una persona discapacitada para insertarla, por ejemplo -y, en primera instancia, este era para mí el propósito-, en el ámbito del empleo, pues hacerlo envuelve una discriminación inconstitucional.



La Carta supone la igualdad de todos. Por tanto, el Estado no puede -y por ende, las leyes tampoco- impulsar una acción que, ante determinada situación, privilegie a discapacitados por sobre otras personas.



La imposibilidad de promover acciones afirmativas dificulta sobremanera el cumplimiento de los tratados internacionales, e incluso, una ley sobre incorporación plena de los discapacitados al quehacer de nuestra comunidad.



Señor Presidente, el objetivo de esta reforma constitucional es poner a Chile a la altura de sus convenios y compromisos internacionales y, a la luz de la experiencia comparada, generar los instrumentos necesarios para que en nuestro país sea factible impulsar, en otros marcos legales, acciones afirmativas para el pleno desarrollo de todas las personas.



Reitero que la obligación del Estado que explicité se limitó solo al mundo de la discapacidad. Y eso fue lo que generó el consenso.



Por cierto, podrían haberse ampliado los alcances del proyecto en debate para incluir a personas de diferentes etnias, de condiciones de género distintas, en fin. Pero -insisto- se optó en esta etapa únicamente por el mundo de la discapacidad.



El Senado tuvo una experiencia concreta en la materia: hubo un concurso para llenar una vacante, y se quiso privilegiar a una persona no vidente; empero, ello fue imposible, pues otro postulante cuestionó tal acción positiva.



Señor Presidente, Ecuador, que tiene un desarrollo económico bastante menor que el nuestro, es el primer país de América Latina -y probablemente del mundo- donde hay pleno empleo para los discapacitados. Ello, porque se impulsó en la Constitución el deber del Estado de promover acciones afirmativas y, para su contratación tanto en el sector público cuanto en el privado, se fijaron cuotas que, aunque muy bajas, permitieron la integración absoluta del mundo de la discapacidad.



Muchas personas con problemas motrices, o auditivos, o visuales, en fin, están en condiciones de trabajar con total eficacia, pero no pueden hacerlo debido a la discriminación cultural existente en nuestras sociedades.



Ecuador es, sin duda, la nación que más ha avanzado en la materia en nuestro continente.



La reforma que nos ocupa esta tarde, señor Presidente, apunta a hacernos cargo de uno de los vacíos de origen de que adolece la Constitución.



Estoy seguro de que nadie se opone al criterio que mediante el proyecto en debate se plantea para el mundo de la discapacidad, que no significa sino hacer justicia a un porcentaje de chilenas y chilenos que, hallándose habilitados para trabajar e integrarse plenamente, requieren que el Estado impulse medidas de acción afirmativa que les permitan el pleno goce y ejercicio de los derechos que les asisten.



Señor Presidente, la Constitución consagra derechos que algunas personas no pueden ejercer. Eso llevó a que en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, encabezada por el Senador Orpis, aprobáramos por unanimidad la iniciativa pertinente.



Invito a sumarse a la reforma que planteamos.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, todavía no logro formarme opinión concreta acerca de este proyecto de reforma, que se inserta en el Capítulo III de nuestra Carta Fundamental, el cual habla “De los derechos y deberes constitucionales”, y que, específicamente, busca agregar al numeral 2° del artículo 19 un inciso tercero, precepto que, en principio, me merece las siguientes reflexiones.



El referido inciso tercero dice: “Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando los derechos humanos y libertades fundamentales, impidan el desarrollo de la persona. Para ello, el Estado deberá adoptar las medidas de acción afirmativa que permitan el pleno goce y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, garantizados por esta Constitución y por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.



En primer lugar, llamo la atención en el sentido de que el referido inciso, en su parte inicial, hasta el punto seguido, establece una norma de carácter general, amplia, cuando dice que el Estado debe “eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando los derechos humanos y libertades fundamentales, impidan el desarrollo de la persona”.



O sea, eso es todo lo imaginable y lo inimaginable.



Sin embargo, luego viene un punto seguido, tras el cual se expresa: “Para ello, el Estado deberá adoptar las medidas de acción afirmativa que permitan el pleno goce y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad”. Por lo tanto, se focaliza en “las personas con discapacidad”.



La reflexión que yo hago, sin ser abogado, es que por un lado hay un precepto de carácter general, amplio, y por otro, no en un inciso distinto, sino dentro del mismo inciso tercero que se pretende incluir, se focaliza estrictamente en las personas con discapacidad.



Señor Presidente, percibo que, antes de votar la idea de legislar -y esta es mi petición concreta-, debiéramos enviar el proyecto en debate a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



Una Carta Fundamental debe guardar gran coherencia y, además, ser muy armónica. Sus disposiciones tienen que relacionarse entre sí, máxime cuando hablamos de derechos y deberes constitucionales.



Contamos con la opinión de los integrantes de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: me parece muy bien. Pero sería muy bueno que la Sala conociera también el parecer de los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



Más aún, señor Presidente, la Comisión de Derechos Humanos recibió las opiniones de dos profesores expertos en derecho constitucional.



Uno de ellos, el señor Miguel Ángel Fernández, expresó -leo su conclusión en el informe elaborado por la Secretaría-: “Hoy la Constitución admite las acciones afirmativas. Más todavía, las exige, conforme a sus artículos 1° inciso 5º, 5º inciso 2º y 19 Nº 2º, sin que el suscrito visualice la necesidad de incorporar una cláusula como la propuesta en la moción. Máxime si las normas constitucionales vigentes son amplias, flexibles y han sido modeladas acertadamente por la doctrina y la jurisprudencia para admitir, entre otras, esa especie de acciones.”.



O sea, el señor Fernández nos ha manifestado que la iniciativa que nos ocupa no es necesaria, por decir relación con algo ya permitido por la Carta Fundamental.



Pero también consignó su parecer la Doctora en Derecho señora Alejandra Zúñiga, quien, luego de hacer un análisis principalmente respecto de la desigualdad que se registra entre hombres y mujeres, y básicamente de cómo distintas Constituciones en el mundo intentan corregirla, concluyó que “Por todo lo anterior, considero que se trata de un buen proyecto que debiera recibir el apoyo del congreso nacional”.



En definitiva, un constitucionalista emite un juicio a favor, y el otro, uno en contra.



Le solicito a la Mesa, entonces, recabar el acuerdo de la Sala para que asimismo contemos con la opinión de la Comisión de Constitución antes de tener que pronunciarnos.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para ello se requiere unanimidad.
El señor LETELIER.- Corresponde votar en general.
El señor PROKURICA.- ¡Quién se va a oponer!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay acuerdo.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente, para plantear una cuestión de Reglamento?
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No es necesario.



Saludo, en nombre de la Corporación, a alumnos y profesores de la Escuela República de Italia, de Capitán Pastene, que asisten invitados por el Honorable señor Quintana.



Bienvenidos.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que esta es una materia que a todos nos interesa, y con mucho agrado tratamos de acoger el texto en análisis; pero resulta evidente que existen opiniones diversas, sobre todo de constitucionalistas, y a mí me parece importante, naturalmente, la idea de que pudiera también conocerla la Comisión de Legislación.



No obstante, la iniciativa fue aprobada en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes del órgano técnico.



Como se ha señalado, se persigue el propósito de consagrar en la Carta la obligación del Estado de eliminar obstáculos de cualquier índole que, al limitar derechos humanos y libertades fundamentales, impidan el desarrollo del individuo, para lo cual deberá adoptar medidas de acción afirmativa que permitan el pleno goce y ejercicio de los derechos de personas con capacidades diferentes que se encuentren garantizados por la Constitución y los tratados internacionales.



En el curso del debate en la Comisión de Derechos Humanos se planteó la duda respecto de la posibilidad de que el proyecto fuera interpretado en múltiples ámbitos de la vida social, así como acerca de su utilidad, ya que la Ley Fundamental establece, en su primer artículo, que las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos. Sin perjuicio de ello, es preciso destacar que la legislación internacional va en la línea de hacer aún más explícitas estas garantías.



La tramitación en el órgano técnico permitió reemplazar la referencia original de la moción, “limitando de hecho la igualdad y la libertad”, por “limitando los derechos humanos y libertades fundamentales”. Del mismo modo, se dejó expresa constancia de que el concepto dice relación con el caso de personas con capacidades diferentes y no, en forma genérica, con todos los derechos y libertades.



Desde luego, estoy en la disposición de aprobar la iniciativa, sin perjuicio de que quisiera también conocer el parecer de la Comisión de Legislación.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, señores Senadores, creo que esta modificación constitucional se tiene que abordar con mucha transparencia.


Deseo ocuparme en el asunto de fondo planteado en la norma. Lo que han pretendido los autores, apoyado por la Comisión de manera unánime, es que en la Carta se inicie un camino para reconocer, a través de acciones afirmativas, la discriminación positiva. Esa es la cuestión en debate.



Al respecto, tal como lo expresó mi colega García, se manifestaron dos opiniones en el seno del órgano técnico.



En efecto, el constitucionalista Miguel Ángel Fernández estima que la Ley Fundamental, en los artículos 1°, inciso quinto; 5º, inciso segundo, y 19, Nº 2º, contempla normas amplias, flexibles y modeladas acertadamente por la doctrina y la jurisprudencia para admitir, entre otras, esta especie de acciones.



A su vez, otra especialista, María Soledad Cisternas, considera pertinente la incorporación. Es decir, la discriminación positiva y las acciones afirmativas que deriven de ella no están garantizadas en el texto constitucional, y, por lo tanto, se pretenden incluir a través de la reforma en estudio.



¿Cuál es el problema, señor Presidente, para que exista mucha transparencia en el asunto? La redacción original era completamente amplia, como se observaba en su primera parte, y ello no suscitaba consenso en el seno de la Comisión, porque, a partir de la definición, se podía incorporar el concepto de cuota, de matrimonio de personas del mismo sexo, de derechos reproductivos. O sea, había un aspecto valórico de por medio. Y, por lo tanto, el punto carecía de piso político.



¿Qué es lo que sí lo tenía, en cambio? Lo relativo a la discapacidad. Por eso, la norma, que originalmente fue en extremo amplia, terminó acotada a dicha materia. Porque ahí no media un factor valórico, sino que evidentemente se requieren acciones positivas del Estado para garantizar la plena incorporación de las personas que se encuentren en ese caso a la sociedad.



Por lo tanto, la Comisión ha decidido aprobar la idea de legislar, a pesar de tratarse de un artículo único, para que el texto vuelva a ella, y acotar únicamente la discriminación positiva y las acciones afirmativas a la discapacidad. Si es necesario precisar alguna norma de carácter más amplio, la discusión particular dará la oportunidad de hacerlo. Pero solo existe consenso político para iniciar el tratamiento de las acciones positivas afirmativas acotado -repito- a la discapacidad.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, no voy a dudar del ánimo de los señores Senadores que han planteado la enmienda constitucional que nos ocupa. Ello, comprendiendo, sobre todo, el trabajo del colega Letelier y de otros, en el cual me incluyo, que hemos estado pendientes en forma permanente -creo que como todos- de cómo poder mejorar las condiciones de vida, o la vida, en sí, de personas con capacidades distintas. Entonces, la reforma exhibe un completo sentido, a mi juicio.


Pero tengo algunas dudas y comentarios por exponer.



Se me viene de inmediato a la memoria el incumplimiento de los Gobiernos, del Estado y de la comunidad, en general, con respecto, por ejemplo, a la normativa sobre accesos. En algún momento -no sé cuántos años atrás- se dictó la ley que hace obligatorias medidas tendientes a que quienes enfrenten dificultad de desplazamiento puedan ingresar con mayor facilidad a edificios públicos, a locales comerciales. Y de eso no se ha cumplido nada. Sigue registrándose en ese caso una discriminación brutal.



La reforma constitucional en debate establece que el Estado debe eliminar los obstáculos que, de hecho, impidan el pleno desarrollo de aquellos cuyas capacidades son distintas. La pregunta que uno se hace es qué pasa, por poner un ejemplo, con miles de personas que reciben pensiones por discapacidad de 70 mil u 80 mil pesos. A mi juicio, uno de los factores que permiten el desarrollo de un ser humano es precisamente la posibilidad de contar con lo mínimo para la sobrevivencia. Entonces, la idea del proyecto me choca inmediatamente con la imposibilidad de disponer de ello.



Si bien en la modificación en examen sigo la sugerencia del Honorable señor García, ya que me parece de toda lógica que ojalá el proyecto pase a la Comisión de Constitución para que se analicen sus alcances, no tengo ningún problema en votarla en general. Me parece que es una idea que apunta a lo que todos queremos.



Mas quiero señalar, con insistencia y fuerza, que llegó la hora de que el Estado cumpla, en esta materia, todo lo que ha comprometido, todo lo que ha venido exponiendo durante los últimos años, en la medida en que miles y miles de personas se encuentran, no solo en una condición precaria, sino también casi ante un impedimento absoluto para sostenerse, para lograr una calidad de vida básica.



Y ahora se podrá avanzar a pasos mucho más agigantados.



Existe una cuota, por ejemplo, para que los afectados de discapacidad o con capacidad distinta puedan integrarse a organismos públicos, etcétera. Hay muchos proyectos en esta línea, pero nada se materializa. Por ahí aparecen unas cuantas personas que han podido hacerlo en municipios o servicios, o en el mundo privado, que es curiosamente donde más se les ha abierto la posibilidad de incorporarse al mundo laboral. Aquí nos encontramos completamente al debe.



Quiero poner el mayor énfasis, sin embargo, en la urgencia de corregir la brutalidad en la forma como hoy día se pensiona alguien con discapacidad. Ello no tiene lugar de acuerdo con la gradualidad de la situación. Alguien totalmente postrado, completamente dependiente y que puede generar gastos altísimos recibe exactamente lo mismo que quien padece una discapacidad en la mano, en la pierna, etcétera. Entonces, pienso que falta una política de Estado orientada a buscar una proporcionalidad en la materia y a generar pensiones que dignifiquen mucho más a ese ser humano que hoy día, si no es por el auxilio de un familiar o la generosidad de alguien que contribuye a su sustento, no podría mantenerse.



Insisto en que no tengo ningún problema en votar en general el proyecto. Si se desea enviarlo a la Comisión de Constitución, ello también me parece acertado. Pero me gustaría que empezáramos a hablar con mucha más fuerza acerca de cómo mejorar las condiciones reales de vida de personas con discapacidad o con capacidades distintas.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, antes de entrar en el asunto de fondo deseo consignar que comparto lo planteado por el señor Senador que me ha antecedido en el uso de la palabra, en el sentido de que la discapacidad, con mayúscula, ha de ser abordada a través de políticas de Estado más consistentes en el tiempo. No es que no se hayan hecho esfuerzos, pero quienes ejercemos labores parlamentarias nos damos cuenta de que la situación real de la gente en esa situación es muy dramática y exige efectivamente considerar la diferencia de gradualidad que se mencionó.



Pero deseo referirme al aspecto de fondo involucrado en la moción. Porque, al tratarse de una reforma constitucional, además, se requieren estados de reflexión y observación especialmente exigentes. Es obvio que cualquier cambio de este tipo arrastra toda una modificación en la estructura que se plantea, desde un punto de vista legal y normativo.



¿Qué nos dice el proyecto? Dos cosas.



La primera idea principal es que “Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando los derechos humanos y libertades fundamentales, impidan el desarrollo de la persona”.



Se trata de una declaración. Nadie puede sostener que una formulación semejante, en sí misma, es errada. Pero claramente la generalidad de la frase “eliminar los obstáculos de cualquier índole que (...) impidan el desarrollo de la persona”, en función de libertades fundamentales, por ejemplo, a mi juicio significa instalar un eje de constante variabilidad legislativa en el Estado de Derecho. Porque lo que ocurre aquí -y va más allá de la intención de los autores- es que se confiere una facultad de interpretación permanente y cambiante en el tiempo respecto de lo que es una “libertad fundamental” o un “obstáculo de cualquier índole”. Y lo que para alguno puede ser el día de mañana un obstáculo que afecta una libertad, para otro puede no serlo.



Entonces, considero que se presenta una génesis de inseguridad normativa, en circunstancias de que lo contrario debería ser una de las bases de cualquier disposición constitucional, más allá de aquella que nos ocupa.



Se podrá valorar el sentido último del significado de esta primera idea, pero admitamos que darle al Estado tal generalidad en su obligación permite cualquier cosa, porque no vamos a ponernos de acuerdo entre nosotros mismos en cuanto a qué es el desarrollo de la persona. ¿Ello se vincula a la salud? ¿Al trabajo? ¿A las oportunidades? ¿A la familia? ¿Cuál es el contexto y la arquitectura en que se funda?



Y si discrepamos sobre el particular, con mucho mayor razón lo haremos respecto a qué es una libertad fundamental. Porque estas pueden ser completamente contrapuestas entre sí. Lo que para algunos es un requisito, para otros puede representar un obstáculo.



En consecuencia, estimo que el punto merece una reflexión mucho más profunda.



Y lo mismo dice relación con el segundo elemento, en orden a que “el Estado deberá adoptar las medidas de acción afirmativa” -este es el concepto- “que permitan el pleno goce y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad”.



La pregunta que uno tiene que plantearse es si ello se puede hacer o no hoy en Chile. Imagino que ese es el sentido de la discusión.



Hace un momento se hizo referencia a la intervención del señor Miguel Ángel Fernández, experto en Derecho Constitucional. Tiendo a coincidir con este en que, por la forma de definir la actual Constitución nociones vitales como la de igualdad ante la ley, se trata de algo perfectamente permitido. Y, más aún, constantemente se están contemplando, a través de leyes, acciones afirmativas respecto de distintos sectores. 



Esa es mi visión, por lo menos. Se podrá discutir.



La igualdad ante la ley prohíbe todo tipo de discriminaciones arbitrarias. ¿Y cuándo se incurre en una de ellas? Cuando son injustas, carentes de razón, motivadas, prejuiciadas, excesivas, desproporcionadas o cuando obedecen al capricho y al favoritismo.



Pero también quedan vedadas las igualaciones irracionales.



Tal es el sentido de la igualdad.



Entonces, el derecho a la igualdad no se reduce a ampliar enunciados generales -como dice aquel autor-, salvo solo factores sociológicos. El concepto es mucho más profundo: tiene que ver con el respeto sustantivo a la igualdad, es decir, a la igualdad que admite diferencias.



En efecto, la igualdad sustantiva es la que acepta diferencias, pero siempre que se encuentren fundadas en consideraciones razonadas y proporcionadas a los fines perseguidos; o sea, cuando tengan una motivación.



A eso apunta el principio de la igualdad. Este no significa que diez dividido por cinco sea igual a dos. ¡No! Se trata de una igualdad sustantiva, jurídica, que busca precisamente que se tomen en cuenta distintas situaciones. No es un enunciado general, sino que dice relación con -repito- una igualdad que admite diferencias.



Por tanto, el principio de la igualdad exige evaluar caso a caso las circunstancias, las normas, los estatutos, porque la igualdad entre ellos debe ser, a veces, tratada en forma desigual. 



Lo anterior se vincula con el tema abordado por un parlamentario que me antecedió en el uso de la palabra.



Las acciones positivas permiten cumplir los deberes impuestos por el Estado en el artículo 1° de la Carta, al asegurar el derecho a las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional, y en el artículo 5°, al promover los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana.



O sea, desde mi perspectiva por lo menos, señor Presidente, la actual normativa constitucional es más precisa que lo propuesto en la iniciativa con referencia a la libertad o al desarrollo de la persona y permite la aplicación de acciones positivas en favor de determinado sector, como ya se ha hecho en materia de discapacidad. Es perfectamente legítimo discutir si lo realizado es suficiente o no. Yo tiendo a pensar que no lo es.



A este respecto, aprovecho de contar que formo parte de una fundación que tiene por objetivo precisamente disminuir en mi Región los espacios de desigualdad frente a la discapacidad. Ahí se llevan a cabo muchas acciones positivas; en algunas oportunidades con ayuda del Estado, y en otras sin ella. 



¡Y ese problema viene de hace cuatro, ocho, veinte o treinta años!



De ahí que yo no haría un cambio copernicano, en cuanto a la forma de ver los derechos de las personas a partir de la problemática de cómo podemos favorecer a cierto sector. Porque, desde mi perspectiva a lo menos, la situación de uno u otro sector en condiciones de desigualdad es perfectamente mejorable mediante la actual Constitución.



En consecuencia, estamos en presencia de un tema muy de fondo, más allá de lo que uno busque finalmente. 



Por consiguiente, me parece muy razonable lo planteado por el Senador García al inicio de su intervención. Porque, desde mi punto de vista, es de la esencia que un asunto de esta naturaleza sea analizado por la Comisión de Constitución, pues es justamente ahí donde tratamos -somos un cuerpo colegiado- de ir dando cierto ordenamiento a las distintas visiones existentes de la sociedad, a fin de alcanzar una unidad susceptible de ser interpretada de una sola forma, y no que cada cual, a partir del carácter general de una normativa, pueda entender cosas diferentes, como a mí me sugiere lo planteado en esta ocasión.



Por eso, señor Presidente, me sumo a la petición formulada. Y entiendo que, reglamentariamente, es posible votar si el proyecto va o no a la Comisión de Constitución. 



En consecuencia, le pido que, antes de pronunciarnos sobre la idea de legislar, se vote el traspaso de esta iniciativa a dicho órgano técnico. Porque estimo esencial que una Comisión como la de Constitución nos entregue un informe preciso sobre esta materia, pues, de otra manera, buscando un bien -no dudo que sea la finalidad-, se puede terminar administrando una gran dosis de incertidumbre al Derecho.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Le aclaro, señor Senador, que el Honorable señor Letelier ha solicitado que, una vez aprobada la iniciativa en general, sea remitida a la de Constitución.

El señor COLOMA.- Que se vote ahora.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entiendo, Su Señoría. Lo que usted ha pedido es que se vote antes la idea de que el proyecto vaya a la Comisión de Constitución.



Está en su derecho, y así procederemos.

)---------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Quiero saludar a los alumnos y profesores del Colegio Interamericano, de Rancagua, quienes nos acompañan hoy día en las tribunas.



¡Bienvenidos al Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, las intervenciones de algunos Senadores que me antecedieron ahorran parte de mi intervención, porque esta va un poco en la misma línea de reflexión.



A mi juicio, este proyecto reviste bastante trascendencia y viene a terminar con una interpretación que no debería ser posible. 



En lo referente a la discriminación positiva, estoy más con aquellos constitucionalistas que creen que ella es factible dentro del Texto Constitucional actual.



Pero se ha producido esta discusión, y para avanzar debemos corregir el punto.



Por eso, lo lógico sería que esta iniciativa fuera a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento no porque desconfíe de la de Derechos Humanos, sino porque considero que la Comisión de Constitución es la instancia legislativa especializada en materias de orden constitucional, y sus decisiones pueden perfectamente complementarse con los estudios y las propuestas de la Comisión de Derechos Humanos.



Por tanto, estoy de acuerdo en que se apruebe el proyecto en general y en que después sea enviado a la Comisión de Constitución, para que efectúe las precisiones que correspondan a fin de que el principio de la discriminación positiva tenga pleno efecto dentro de las normas constitucionales chilenas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, el curso de la discusión desarrollada en esta Sala va reafirmando lo útil que fue el trabajo previo realizado en la Comisión de Derechos Humanos, en el sentido de poder incorporar una norma constitucional que establezca la acción afirmativa del Estado hacia las personas que presentan diferentes tipos de discapacidad (o capacidades distintas, como señalan los especialistas en el uso del lenguaje).



Ello, en mi opinión, es una contribución importante al Texto Constitucional, que se justifica ampliamente. Además, en este mismo Senado hemos conocido situaciones que indican con claridad que es aconsejable adoptar esta decisión.



En efecto, sostuvimos un diálogo respecto de la incorporación al trabajo de la Cámara Alta de una persona que utilizara el lenguaje de señas. Al final ello no ocurrió. No se tomaron las decisiones correspondientes. Sin embargo, era evidente y claro que esa decisión se justificaba ampliamente. De hecho, el Consejo Nacional de Televisión ha ido avanzando en esa dirección.



Hay un conjunto de circunstancias que indican que el resguardo del Estado hacia estas personas es débil e insuficiente, especialmente en lo relativo a la protección de sus derechos laborales. 



Todos sabemos que los economistas han realizado múltiples estudios sobre la directa relación existente entre ocupación o empleo y pobreza. Y las personas que padecen algún tipo de discapacidad son las que más severamente sufren dificultades para encontrar un trabajo permanente, estable, bien remunerado, que se lleve adelante en condiciones dignas.



Por lo tanto, el hecho de situar en el Texto Constitucional la reforma que se nos propone posibilitaría que la ley fuera mucho más efectiva de lo que ha sido hasta ahora.



Yo comparto lo señalado por algunos colegas en orden a que no es cierto que el Estado no haya hecho nada. Pero su acción ha sido débil y no se ha traducido de manera efectiva en una cultura que permanentemente esté creando en los servicios públicos y en las empresas privadas las condiciones suficientes para responder a las numerosas necesidades de quienes presentan capacidades diferentes.



En tal sentido, la humanidad ha progresado bastante en los últimos años. Se observa, por ejemplo, el caso de las olimpiadas en que participan personas con distintos tipos de discapacidad. Son situaciones que hablan de un esfuerzo humano formidable para hacer frente a los diversos problemas que las aquejan, de forma que puedan ser aceptadas en la convivencia civilizada en condiciones dignas, de normalidad, de equidad, y que no sean objeto simplemente de compasión, que es uno de los riesgos más severos y difíciles que deben enfrentar quienes se encuentran en ese estado.



En consecuencia, en el ámbito deportivo se ha logrado avanzar de manera formidable. Y hay ejemplos que incluso se han trasladado al ámbito de la literatura, a través de algunas novelas impresionantes desde el punto de vista de la situación que transmiten y de los logros alcanzados por el ser humano en cortos años.



Por lo tanto, lo normal sería que nuestro Estado se modernizara, se actualizara, se renovara, y que ello permitiera llegar a un acuerdo para incorporar este texto a la Constitución, independientemente de que en el trabajo en particular se modifique su redacción.



Es efectivo que las primeras tres líneas del inciso tercero, nuevo, son de alcance general y hacen ambigua y discutible la frase en cuestión. Pero respecto a la incorporación del texto que señala: “Para ello, el Estado deberá adoptar las medidas de acción afirmativa que permitan el pleno goce y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, garantizados por esta Constitución y por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”, creo que no hay ninguna duda de su corrección, de su necesidad y de la contribución que ello significará para nuestra Carta Fundamental.



En consecuencia, me sumo a quienes respaldan la iniciativa y valoro el esfuerzo de los Senadores que la presentaron.



He dicho.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Saludamos a los alumnos del octavo año básico de la Escuela Víctor Sánchez, de la comuna de Tierra Amarilla, que se encuentran presentes en las tribunas.



¡Bienvenidos sean los profesores, los apoderados y los estudiantes!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en primer lugar, me sumo al saludo de la Mesa a quienes nos acompañan en las tribunas. 



Me encanta que nos visiten.



De otra parte, estoy muy de acuerdo con que necesitamos reafirmar la posibilidad de hacer, conscientemente, discriminaciones positivas cuando cumplen un objetivo esencial, por ejemplo, en este caso, asegurar el ejercicio de todos los derechos y el respeto a la dignidad del mundo de la discapacidad, con el cual lamentablemente estamos al debe desde hace muchos años.



Existen algunas excepciones de otra connotación, como la llamada “Teletón”, que asegura la atención de niños y jóvenes entre cero y dieciocho años. Sin embargo, hay un tremendo vacío que da cuenta de la forma en que el Estado ha abordado -y continuará haciéndolo en el futuro- el tema de la discapacidad.



Creo importante y necesario realizar esta reforma constitucional para asegurar algo que aparentemente y de modo genérico garantiza la Constitución, pero que en realidad no hace.



Y está bien aprobar la iniciativa en general, porque durante su discusión en particular podremos ver algunos detalles. 



En segundo lugar, no puedo dejar de mencionar que resulta lamentable que la ley N° 20.422 no se cumpla a cabalidad. ¿Hemos mejorado? Sí. ¿Los edificios nuevos tienen acceso universal, hay mayor preocupación en ese aspecto? Sí. Pero también recibimos numerosas denuncias.



Cuando estuve en la Cámara de Diputados integré de manera permanente, durante todos los años que funcionó, la Comisión Especial para Discapacitados. Y había personas que denunciaban que por el hecho de tener un perro guía se les negaba el acceso a diversos medios de transporte colectivo, pese a que estos se hallan obligados a permitirlo por ley. Se daba además el caso de restoranes que les cerraban las puertas aduciendo que no admitían perros, sin considerar la excepción que significa un animal guía.



Como país, en términos de cultura, en términos cívicos, en términos de políticas públicas, todavía registramos un tremendo déficit.



Y quiero referirme particularmente al tema laboral.



Si hay un instrumento, una herramienta que permite que la persona discapacitada se pueda integrar, salir adelante con sus desafíos y sentirse digna, con todos sus derechos, este es el trabajo.



Señor Presidente, creo que lo mencioné alguna vez en la Sala. Hace numerosos años que pertenezco a la Fundación ONCE, financiada por la Fundación ONCE para América Latina (FOAL), que impulsa un movimiento de solidaridad con las personas ciegas de estos países, la cual a su vez recibe recursos de una institución de ese tipo en España. Y la verdad es que resulta notable el trabajo que se ha venido haciendo en América Latina desde bastante tiempo atrás. Solamente voy a dar un ejemplo. 



Desde hace ya muchos años, uno de sus proyectos, quizás el más relevante tanto por la significación cuanto por sus consecuencias, ha sido el capacitar a personas ciegas o con discapacidad visual en distintas áreas para que luego se puedan integrar al plano laboral. 



El resultado concreto de la aplicación de ese programa en Chile -el proyecto se ha implementado en una decena de naciones en Latinoamérica- es que 700 personas han ingresado al mundo del trabajo, con contratos regulares -como debe ser, por supuesto-, con previsión, etcétera.



Ello ha sido posible gracias a la capacitación previa que se les brinda y a la ayuda del Banco Mundial (y luego de otro tipo de financiamiento), junto con el importante apoyo que le ha otorgado la fundación de ciegos de España a que me referí.



Quise señalar lo anterior pues da cuenta de un resultado concreto. Sin embargo, fue difícil lograrlo. La contraparte chilena no siempre respondió de la mejor manera. Recuerdo que hace dos años tuve que hablar con algunas autoridades, porque el Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS) debía aportar 12 millones de pesos. Y costó mucho que lo hiciera, lo cual, en verdad, era absurdo, considerando que nosotros les decíamos: “Proyecten lo que significa que 700 personas hayan logrado entrar al mundo del trabajo gracias a esta inserción laboral”.



Señor Presidente, estoy completamente de acuerdo con la moción presentada y felicito a sus autores.



La ley en proyecto me parece necesaria. La experiencia nos demuestra que solo con políticas muy activas y proactivas, cuando se hace una discriminación positiva, se logran reforzar y desplegar políticas afirmativas para compensar a las personas que nacen con alguna discapacidad o que debido a algún accidente, o lo que fuere que les sucediera en la vida, se encuentran afectadas por un grado de incapacidad que les impide ejercer en plenitud sus derechos.



Por eso es tremendamente importante que nos comprometamos más como país.



Me alegra que uno de los temas planteados por la candidata Bachelet -espero que gane la elección del próximo domingo- apunte a la creación de una Subsecretaría de la Discapacidad. Creo que debemos elevar el rango del SENADIS, coordinar mejor las políticas, hacer mayor fiscalización para que se cumpla la ley N° 20.422 y generar más recursos, además de implementar políticas focalizadas por la vía de la capacitación para asimilar a las personas al mundo laboral.



Considero que esta es la mejor respuesta: insertar a las personas en el mundo laboral, a través de la capacitación, para que ejerzan a plenitud sus derechos, con respeto a su dignidad como personas.



Nosotros firmamos un convenio internacional sobre el particular, y pienso que tenemos bastante más que aprender.



No puedo dejar de mencionar, señor Presidente, algo que se ha dicho poco, pero que nos enorgullece.



La abogada María Soledad Cisternas, magíster en Ciencias Políticas, profesora de Derecho, hoy día es la Presidenta del Comité de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas.



Fue elegida entre varias candidaturas y constituye un tremendo honor para Chile que dicho Comité sea presidido por María Soledad Cisternas. Aprovecho esta oportunidad para felicitarla por su trayectoria y su trabajo. Esta es una demostración creciente de cómo una persona ciega es capaz de superar su adversidad, al punto de llegar a asumir este importantísimo cargo en Naciones Unidas, que reúne a todos los países que trabajan en el tema de la discapacidad.



Me dice el Senador Letelier que ella contribuyó a elaborar la iniciativa que nos ocupa.



Es una persona de vastísima trayectoria, con una gran formación jurídica, especializada en estas materias, y que debido a su propia vivencia ha debido enfrentar muchas adversidades y discriminaciones.



Me alegra enterarme hoy de que ella fuera una de las promotoras de este proyecto, porque claramente tiene una tremenda trayectoria, una gran formación y una enorme solidez, aparte de ser un ejemplo de superación ante su propia discapacidad.



He dicho.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Me parece que el Senador Bianchi quiere hacer una solicitud.

El señor BIANCHI.- Sí, señor Presidente. 



El proyecto relativo al fortalecimiento de la regionalización del país ya se votó y pasó a la Comisión de Hacienda. Hablé con el Presidente de ella sobre el plazo para indicaciones para verlo de nuevo en la Comisión de Gobierno, para después volver a la de Hacienda. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Como la urgencia fue calificada de “discusión inmediata”, el plazo tendría que ser brevísimo, señor Senador.

El señor BIANCHI.- Efectivamente. Ocurre que este es uno de los tantos proyectos con ese tipo de urgencia, razón por la cual tenemos que verlo. Por eso hice la petición.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Pero no lo vamos a resolver en este minuto. Consultaré con la Secretaría…

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente,…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, no se va a abrir debate sobre el tema. Estamos en otro asunto.

El señor LARRAÍN.- No es debate.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme, pero, dada la urgencia, no es admisible tramitar el proyecto a la mencionada Comisión; y, además, el plazo para indicaciones debe ser muy corto. Pero déjenme ver el problema con la Secretaría.

El señor BIANCHI.- ¡Por supuesto…!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como hay “discusión inmediata”, las indicaciones se pueden presentar en la Sala. Por lo tanto, no es necesario el plazo. Eso quería agregar. De manera que la cuestión está salvada.

)---------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Hernán Larraín para referirse a la materia en debate.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, al entrar al análisis de la reforma constitucional que nos convoca, que busca establecer un reconocimiento especial a las personas con discapacidades o con capacidades diferentes, en primer lugar, debo decir que comparto las premisas del proyecto. Por una parte, se hace un llamado a “eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando los derechos humanos y libertades fundamentales, impidan el desarrollo de la persona”. Como dijo uno de sus autores, el Senador señor Letelier, esta es una de esas ideas que, por supuesto, no podemos sino compartir.



La otra conceptualización presente en la norma es la conveniencia de que el Estado adopte “medidas de acción afirmativa que permitan el pleno goce y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad”.



Esta también es una noción compartida; y probablemente alguien podría decir que está subentendida de alguna forma en la Constitución. Yo no le veo inconveniente alguno. Por el contrario, consideraría positivo incorporar algún concepto de esta naturaleza en la Carta Política. 



Sin embargo, creo que la construcción que se nos presenta para modificar el artículo 19, número 2°, de la Constitución, el cual consagra el derecho a la igualdad ante la ley, no está bien concebida y desconoce, a mi juicio, la manera de funcionar del Texto Fundamental.



No está bien concebida, en primer término, porque contiene una idea contradictoria en sí misma, en su formulación. Ello, porque establece en su primera oración la obligación del Estado de eliminar los obstáculos que impidan el desarrollo de la persona humana, para a continuación señalar una excepción precisa: para ello -es decir, para que el Estado elimine esos obstáculos- debe adoptar medidas que les permitan el pleno ejercicio de sus derechos a las personas con discapacidad. No hay una relación de carácter lógico en la forma como está planteada la excepción o la particularización que se hace.



¿Por qué solamente para las personas con discapacidad? ¿Por qué no para otras minorías que también puedan sentirse afectadas?



En consecuencia, al proponerlo en la forma citada, en realidad se estaría logrando un objetivo distinto: hacer que la excepción termine siendo discriminatoria, porque la Carta Fundamental estaría preocupándose solo de los discapacitados y no de otros grupos minoritarios -como las comunidades indígenas, las personas más vulnerables socialmente o los ancianos abandonados- con miras a tener el pleno respeto y apoyo del Estado para adoptar las medidas que permitan el desarrollo de la persona.



La norma propuesta, al estar mal construida, termina siendo contradictoria, porque al final lo que logra es generar discriminación respecto de aquellos grupos que no se encuentran incorporados en esa limitación.



Por otro lado, el texto no está bien concebido, al hallarse basado en que las acciones afirmativas no son compatibles con la Constitución. Eso es completamente falso; no es así. Desde luego, el artículo 19, número 2°, señala, en su último inciso: “Ni ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.”. Por supuesto, se refiere a aquellas diferencias arbitrarias, injustas, que no tengan ninguna justificación racional, las que  no pueden ser impuestas. Pero, a contrario sensu, sí pueden serlo todas las que no constituyen diferencias arbitrarias. Y, por lo tanto, sobre ellas se pueden desarrollar acciones positivas. Nuestra legislación conoce cientos de casos en donde se ha hecho discriminación positiva o acciones afirmativas en pro de algún grupo humano, de alguna región, de algún tipo de actividad productiva. ¡Cientos de acciones positivas!



A mí me sorprende que ese sea el fundamento.



En lo específico, la propia Constitución contiene ciertas normas que permiten desprender que hay una obligación muy concreta en lo que plantea el texto propuesto. Así, el artículo 1°, inciso final, establece: “Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación”. Y específicamente termina diciendo: “… y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.”.



Es evidente que muchas personas que sufren discapacidades o que tienen capacidades diferentes no disponen siempre de igualdad de oportunidades. Así que solo sobre la base de esa disposición el Estado tiene el deber de actuar para garantizar la igualdad de oportunidades a aquellos grupos humanos que, por razones distintas, estén limitados en ese objetivo.



Por si lo anterior fuese poco, el artículo 5°, inciso segundo, dice: “El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana”. Y agrega: “Es deber de los órganos del Estado” -otra vez se les establece la obligación de desarrollar acciones afirmativas- “respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.



En varias oportunidades, me he reunido con Soledad Cisternas, mujer muy notable que merece todo nuestro respaldo y reconocimiento. Y quiero decir que ella ha llevado adelante su trabajo internacional con muy poca ayuda del Estado. Lo hace con su fuerza, y fue nominada Presidenta del Comité Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU más por un reconocimiento a ella que a nuestro país, para ser justos, lo cual demuestra que merece todo nuestro respeto y valoración. 



Quiero recordar que el Honorable señor Novoa, como  Presidente del Senado, le entregó una medalla de distinción de la Corporación, precisamente por su dedicación a estas materias en Chile.



Dicho eso, creo que los tratados internacionales nos obligan a actuar en forma positiva. De manera que alguien podría decir: “Bueno, entonces, esta norma no se justifica”. En cierto sentido eso es así. Porque podría argumentarse que está subentendida. Pero, por el contrario, creo que el tema de la discapacidad o de las personas con capacidades diferentes justifica un reconocimiento constitucional. Y debiéramos asumirlo en forma muy especial, por ser un problema muchísimo más extendido de lo que nadie piensa: afecta a una cantidad enorme de personas que deben estar, en muchas circunstancias y actividades, a lo largo de todo el territorio, luchando por su condición y situación. 



Por tanto, ese reconocimiento lo podemos hacer y regular. Pero no creo que el lugar ni la forma de hacerlo sean los que plantea el proyecto. No me parece que sea una cuestión de igualdad ante la ley. Esta norma debería estar en el capítulo De los Derechos y Deberes Constitucionales, o sea, en las garantías mismas, pero en una numeración probablemente distinta y no en la ubicación propuesta. Y creo que debería ser regulada, también, en una aproximación diferente.



Por estas consideraciones, agradeciendo y felicitando a los autores por haber puesto el dedo en la llaga en un tema en que Chile se encuentra en deuda con el mundo de las personas con capacidades diferentes, y permitirnos ver la necesidad de que lo destaquemos y lo hagamos nuestro a nivel constitucional, considero razonable buscar una forma distinta de incluirlo en la Carta Fundamental.



Si la Comisión de Constitución puede colaborar en ese propósito, yo, feliz compartiría la idea de que se envíe a ella -así se ha planteado- a fin de cooperar en el despacho de la iniciativa, pero dándole una forma adecuada y compatible con el tenor y el espíritu de la Constitución.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, en general, mi reflexión discurre en el mismo sentido planteado por diversos señores Senadores. Me parece que, en el fondo, tiene toda la fuerza y la coherencia que se hallan en el marco de nuestros principios constitucionales y en la inspiración que ha orientado el quehacer parlamentario.



Tengo serias dudas, sí, respecto de la redacción.



Me llaman la atención estos enfoques positivos y negativos en el texto propuesto. Y generan en mí cierta dificultad, porque podrían tener consecuencias que, por lo menos, resultan preocupantes.



La primera parte de este inciso tercero que se agrega al artículo 19, numeral 2°, de la Carta es meramente declarativa: “Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando los derechos humanos y libertades fundamentales, impidan el desarrollo de la persona.”.



Como dije, resulta declarativa y posee carácter general, es decir, de aplicación ilimitada.



Luego viene la segunda parte, tras un punto seguido: “Para ello, el Estado deberá adoptar las medidas de acción afirmativa que permitan el pleno goce y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad,”.



Tal texto se refiere a lo particular. O sea, el trozo declarativo es de carácter general. Reconoce falencias, pues, aunque manifiesta que están vigentes esos derechos humanos y libertades fundamentales, en definitiva, se refiere a los obstáculos que impiden al ciudadano gozarlos en plenitud.



Entonces, en mi opinión, debería haber mayor coherencia semántica en la redacción, ya que esta puede llevar a errores y a efectos contradictorios.



A mi juicio, hay un problema de semántica, de lógica, en el sentido de que primero se habla en general -los derechos humanos y las libertades fundamentales, que tienen aplicación en toda la dimensión del quehacer humano, de la persona, de todas las personas e individuos que conforman la humanidad- y después, en un efecto muy disruptivo, solo se dirige a un aspecto específico: “las personas con discapacidad”.



¿Los derechos políticos, laborales, educativos y religiosos no tienen ese “roce” incluido en los obstáculos a los que se hace referencia? Yo creo que sí.



Por eso, la redacción debe tener un enfoque distinto, mucho más amplio.



En cuanto a las diferencias arbitrarias y las discriminaciones -me parece el punto más relevante de la discusión que aflora aquí-, soy partidario de entender que las discriminaciones buscan efectos positivos. Son discriminaciones positivas que pretenden eliminar diferencias precisamente arbitrarias, antojadizas.



A veces una discriminación positiva pone en plano de igualdad a las personas. Permite que puedan enfrentar en condiciones mucho más justas cualquier evento que se produzca.



De manera que me preocupa esa dicotomía, esa falta de lógica o de coherencia y ese enfoque semántico. Me suena a algo así como: “Son derechos declarativos; sabemos que hay obstáculos, y le hacemos un llamado al Estado para que, en el caso de los discapacitados, se dedique a superarlos”.



Estimo que ese enfoque es errado. No se trata solo de obstáculos para los discapacitados, sino para la persona humana y para toda la gente que se halla a nuestro alrededor. 



Esa precisión debe hacerse.



A pesar de encontrarse vigentes esos derechos humanos y esas libertades fundamentales, parece paradójica la necesidad de agregar este inciso, porque se expresa: “Sí, pero, aun cuando se cuenta con una ley vigente, no hay acceso”. Sobre el particular, es tarea del Parlamento y del Senado en especial hacer que la normativa legal se cumpla.



Estimo que por la vía de efectuar modificaciones a la Constitución más bien se lleva a cabo un remedo en tal sentido, ya que se debe cambiar la cultura, el compromiso, la sensibilidad, la vocación y el deseo de actuar de la ciudadanía y de la institucionalidad nacional en lo referente al espíritu de la ley.



Eso me genera algún ruido. El mejor ejemplo -bastante recurrente en la sesión de hoy- lo constituye la Teletón.



Todos sabemos el problema de las personas para ejercer sus derechos y para contar con libertades fundamentales. Sin embargo, el Estado chileno no se hace cargo de esa realidad y sigue dejando la responsabilidad, hipócritamente, al -llamémoslo así- espíritu altruista de algunos, porque otros que más bien son ególatras buscan figurar en ese espacio. Pero asumamos que un alma altruista está presente para hacer cumplir lo que esta iniciativa pretende.



Me parece que la Teletón representa un buen ejemplo de la incoherencia entre lo que se dice y lo que se hace. Porque al final todos sabemos que el financiamiento requerido para esa obra debería provenir del Tesoro Público y no del esfuerzo de personas de buena voluntad que han tenido una inspiración francamente magistral -es el caso de la mencionada cruzada solidaria-, que dan respuestas maravillosas, que cambian vidas y tocan corazones en Chile, pero por una vía del todo distinta a la correspondiente al ámbito de la obligación del Parlamento, que forma parte fundamental de la institucionalidad y por donde pasa la tramitación de la Ley de Presupuestos.



¿Cuántas veces nos hemos preguntado sobre la real voluntad de destinar recursos en el Presupuesto a la Teletón, respecto de la cual se ha hecho tanta gárgara en el día de hoy?



Estimo que no solo se trata de llevar a cabo reformas en tal sentido, sino también de efectuar un llamado al cambio cultural. A mi entender, el problema fundamental de Chile es que resulta necesario analizar sus efectos conductuales.



Vuelvo al caso de la Teletón, aunque podríamos nombrar muchos otros: no se vislumbra coherencia entre una necesidad que es conciencia de todos y de nuestro actuar. Se requiere un cambio cultural y que se trabaje en la línea de generar igualdades.



Un ejemplo que me llama la atención es la necesidad del sistema educativo de generar igualdades. Hemos hecho tantos discursos en esa línea, pero los resultados son verdaderamente desastrosos a nivel nacional.



En lo tocante al sistema de educación pública, ¿está dentro de esos derechos humanos, de esas libertades fundamentales?



Por eso digo que, a mi parecer, debiera haber una separación entre los derechos y las libertades fundamentales, en general, y lo relacionado con las acciones por efectuar, en particular, sobre los discapacitados.



Se podría enfatizar en esa línea, aun cuando todos esos principios ya se hallan en la Constitución; pero ocurre que todavía no hemos tenido la capacidad de generar conciencia y producir el cambio cultural que Chile necesita.



Con todo, anuncio mi voto a favor de la idea de legislar. Y soy partidario de que el proyecto vaya a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Varios señores Senadores han solicitado abrir la votación. 



Entiendo que el ánimo mayoritario es enviarlo a esa Comisión.



En cuanto a los Senadores señores Letelier, Patricio Walker y quien habla, no tenemos problemas en enviarlo a la Comisión de Constitución, sin perjuicio de continuar ofreciendo la palabra ahora. 


Entonces, si no hubiera objeción, se acordaría remitir el proyecto al mencionado órgano técnico.

El señor PROKURICA.- Conforme.

El señor LETELIER.- ¡Punto de reglamento, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir, señor Senador.

El señor LETELIER.- Deseo precisar el acuerdo.



No tengo inconveniente en que la iniciativa sea vista por la Comisión de Constitución, pero -y que no me malentienda su Presidente- pido que ello se haga en un plazo que permita discutirla de nuevo en la Sala la primera quincena de enero. Sin querer amarrarme a una fecha específica, la idea es que podamos aprobarla en general en esta legislatura.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Presidente de esa Comisión es uno de los autores del proyecto, así que, de seguro, pondrá el esfuerzo necesario en ello.



Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, no hay ningún problema en analizar el proyecto dentro de esta legislatura. Ese es mi interés personal y el compromiso de la Comisión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en el día de hoy el Senado rindió homenaje a uno de los líderes mundiales más notables y destacados de la época contemporánea en la defensa de los derechos humanos y las libertades individuales: a Nelson Mandela. 



Ello coincide, felizmente, con el debate que estamos efectuando a raíz de una reforma constitucional -aprovecho de felicitar a sus autores, los Senadores Gómez, Letelier y Patricio Walker- cuyo propósito es establecer en nuestra norma legislativa más importante (la Carta Fundamental) una definición taxativa, categórica, de cómo el Estado debe eliminar todos los obstáculos que impidan el pleno desarrollo de las personas.



Nelson Mandela involucró y movilizó en cierto momento a la sociedad sudafricana para lograr garantizar los derechos de las personas. Lo notable fue que luchó por los derechos integrales. Y, sin lugar a duda, el espíritu de los autores de la iniciativa que nos ocupa es garantizar en la Constitución, como deber del Estado, el desarrollo pleno de todas las personas, que nacen iguales en dignidad y con los mismos derechos. En el fondo, se puede materializar en Chile lo que Mandela hizo en Sudáfrica para evitar un conjunto muy grande de discriminaciones, de la que son objeto en alguna medida muchísimas personas que integran sectores minoritarios en nuestra sociedad.



Sin embargo, leyendo el texto de la moción y considerando el debate que se originó en la Comisión de Derechos Humanos, me doy cuenta de que el proyecto derivó en una conclusión distinta: que, a la luz de la exposición de los invitados y de la convicción existente en el país, los más vulnerables de los vulnerables son -¡qué duda cabe!- los discapacitados y, dentro de ellos, los que se encuentran postrados. Hoy estos últimos reciben una ayuda simbólica de parte del Estado que ni siquiera permite pensar en que se les está dando el tratamiento adecuado para dejarlos en condiciones de igualdad con las personas que carecen de limitaciones.



Al final, el proyecto busca obligar al Estado a crear condiciones de oportunidades para el desarrollo de los discapacitados. 



Pero, en mi opinión, en nuestra sociedad son discriminados no solo los discapacitados, sino también otros sectores. Estoy pensando en los pueblos originarios, respecto de los cuales se efectúa una discriminación positiva por haber estado en los territorios de Chile desde antes de la formación del Estado y para compensar el daño que este les infligió en determinado momento.



Seguramente, la intención de los autores de la moción que dio origen a esta iniciativa era buscar una redacción que obligara al Estado a crear las circunstancias para que todos los seres humanos pudieran gozar del desarrollo en igualdad de condiciones. No obstante, el texto final propuesto se refiere nada más que a las personas con capacidades diferentes. 



Yo soy muy partidario de que el Estado se la juegue por dar señales. Y no solo eso. Este asunto debería generar, además de un debate en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, una discusión, año a año, en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos en torno a las medidas que se requieren para que los discapacitados tengan, en la práctica, las mismas oportunidades que el resto. Se necesitan acciones, y estas, recursos para ser llevadas a cabo. No por incorporarlas en la Constitución estará garantizada su implementación. Una cosa es lo que disponga la Carta Fundamental y otra, lo que ocurra en la realidad. Aquí se requiere gatillar un cambio cultural.



El texto planteado por los autores de la propuesta ha culminado en una redacción que no guarda relación con la idea original del proyecto, y por esa razón, este debería pasar a la Comisión de Constitución, a objeto de que la norma obligue al Estado a crear condiciones de igualdad de oportunidades no solo para los discapacitados, con los cuales estamos en deuda -¡y en mucha deuda!-, sino también para una serie de personas que se sienten y son discriminadas por el actuar del Estado y del conjunto de la sociedad. Como digo, se necesita impulsar un cambio cultural; pero este supone la implementación de políticas públicas que lo hagan realidad.



En definitiva, señor Presidente, felicito a los autores de la moción y a los Senadores que han sugerido no votar hoy la iniciativa y, en lugar de ello, enviarla a la Comisión de Constitución para su perfeccionamiento, a fin de que se garantice una verdadera igualdad de oportunidades en una sociedad que precisa evolucionar a través de estas normativas, pero también de cambios culturales.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Después de una larga espera, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Gracias, señor Presidente.



Ahora no podré saludar a los alumnos de la Escuela Víctor Sánchez Cabañas, de Tierra Amarilla, pues ya no están en las tribunas.



En verdad, uno no puede sino coincidir con el diagnóstico que se deriva de este proyecto de ley, refrendado por las intervenciones de los colegas que me han antecedido en el uso de la palabra. 



El Estado de Chile es, quizás, uno de los peores en el trato con los discapacitados. Y justamente la iniciativa en análisis tiene por objeto consagrar en la Carta Fundamental la obligación del Estado de eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando los derechos humanos y las libertades fundamentales, impidan el desarrollo de la persona.



Señor Presidente, en la Cámara de Diputados me tocó participar, junto a otros parlamentarios, en la creación de una comisión especial de la discapacidad, que logró sacar adelante una norma que modificó integralmente la legislación existente en la materia en aquella época y que daba cuenta de la realidad que viven los discapacitados en Chile.



Lo curioso es que, precisamente, es el Estado el que más discrimina a ese grupo de personas. 



Por eso un proyecto de ley que presenté tiempo atrás sobre el particular chocó contra una muralla frontal. Es que hoy en día, según la normativa vigente, para poder ingresar a la Administración Pública se requiere tener salud compatible con el cargo. Ahí hay un dique que los discapacitados no pueden pasar. Quienes hemos estado en la Administración Pública sabemos que ese es un problema serio que a los discapacitados les cuesta mucho sortear.



Es curioso, señor Presidente, pero el sector privado -restoranes, hoteles- y una pequeña parte del sector público -las Fuerzas Armadas, Carabineros- sí han incorporado a los discapacitados. Algunos de ellos trabajan, por ejemplo, como telefonistas en Carabineros o en el área administrativa de las Fuerzas Armadas. Y en supermercados y restoranes también laboran discapacitados. 



Sin embargo, el Estado no los contrata.



¿Por qué digo esto? Porque ellos mismos no quieren ser carga de sus familias. Y la mejor forma de integrarlos en la sociedad es, justamente, dándoles una oportunidad de trabajo.



Mi idea era que, en los llamados a concurso para llenar vacantes en la Administración Pública, se reservara un 2 por ciento de esos cupos para los discapacitados, quienes competirían entre ellos para obtenerlos. Así, se les habría asegurado un espacio en los servicios del Estado.


Lamentablemente, dicha iniciativa no se ha podido concretar. He conversado con los distintos encargados en la materia, antes con el FONADIS y ahora con los otros organismos que se preocupan de la discapacidad, y ese paso no se ha dado. Creo que debemos intentar darlo.



Si bien el proyecto de reforma constitucional que nos ocupa recoge, de alguna manera, el sentir de la opinión pública nacional, a mi juicio -y coincidiendo con la solicitud de varios señores Senadores-, habría que perfeccionarlo: si la norma va a quedar en la Carta Fundamental, debe orientarse más bien a la discapacidad y a la labor que le cabe al Estado al respecto.



Si comparamos la realidad de los discapacitados de Chile con la que se observa en los demás países de la OCDE, con los que nos gusta tanto compararnos en materia económica, francamente nos debería dar vergüenza. Al parecer, la disposición constitucional en análisis está inspirada en las normas que rigen en España y otros países europeos. En esas naciones, un discapacitado que recurre a un servicio público por ayuda encuentra rampas de acceso y oficinas que le permiten utilizar todos los beneficios que entrega el Estado. Ahí, realmente, no existen limitaciones ni barreras para esas personas.



Por eso, este proyecto es positivo, aunque no comparto la forma como enfrenta el problema.


Siento que debiéramos avanzar en el estudio de esta iniciativa. Para ello, es necesario enviarla a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, a fin de mejorar ciertos aspectos que han sido planteados aquí por los señores Senadores.



Señor Presidente, me parece que en Chile no hay una cultura de respeto hacia el mundo de los discapacitados. Basta ver los estacionamientos destinados a ellos ocupados por otras personas; basta ver cómo en los nuevos edificios -no me refiero a los antiguos ni al Metro, donde esto ya no fue considerado-, incluso los construidos por el Estado, muchas veces no se toman en cuenta elementos mínimos para atender las necesidades de personas con capacidades distintas.



Por eso estimo que lo planteado forma parte de una cultura que no ha podido asumir la realidad de la discapacidad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay más inscritos.



Conforme al acuerdo unánime de la Sala, el proyecto será enviado a la Comisión de Constitución.



--El proyecto pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para un nuevo informe.

PROHIBICIÓN Y ELIMINACIÓN DE VACUNAS MULTIDOSIS CON TIMEROSAL O COMPUESTOS ORGANOMERCÚRICOS
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos, con segundo informe, nuevo segundo informe e informe complementario del nuevo segundo informe de la Comisión de Salud.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7036-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 16ª, en 10 de mayo de 2011.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 40ª, en 3 de agosto de 2011.



Salud (segundo): sesión 71ª, en 23 de noviembre de 2011.



Salud (nuevo segundo): sesión 93ª, en 31 de enero de 2012.



Salud (complementario del nuevo segundo): sesión 76ª, en 3 de diciembre de 2013.


Discusión:



Sesión 41ª, en 9 de agosto de 2011 (se aprueba en general).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el informe complementario del nuevo segundo informe, la Comisión de Salud hace presente que, en sesión de 7 de mayo de 2013, la Sala acordó volver el proyecto al órgano técnico para un nuevo estudio, abriéndose un nuevo plazo para presentar indicaciones, período en el cual se presentó una sola, que reemplaza íntegramente el texto de la iniciativa.



En el mismo informe, la Comisión deja constancia, para efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Asimismo, informa que aprobó la indicación sustitutiva del proyecto por la mayoría de los miembros de la Comisión: 3 votos afirmativos, de los Senadores señora Rincón y señores Girardi y Rossi, y 2 abstenciones, de los Senadores señores Chahuán y Uriarte.



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado que consigna, en la tercera columna, las modificaciones efectuadas por la Comisión de Salud en el segundo informe; en la cuarta, la enmienda introducida en el informe complementario del nuevo segundo informe, y en la quinta, el texto resultante si las propuestas fueran aprobadas.



Si los señores Senadores se dirigen al boletín comparado, encontrarán la única modificación que corresponde debatir, la cual sustituye todo el texto de la iniciativa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión particular.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente, plantear una cuestión de Reglamento? 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, solicito que el proyecto de ley pase también por la Comisión de Hacienda.



¿Por qué lo pido? Porque el Ejecutivo nos planteó que, de aprobarse la iniciativa, se incrementará el costo de la vacunación en tres veces el valor actual. Por consiguiente, es necesario que vaya a la Comisión de Hacienda con la finalidad de que lo relativo al mayor gasto fiscal sea informado por dicho órgano.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, estamos en la discusión en particular. Una vez terminado el debate, tomaremos la decisión de si el proyecto va o no a esa Comisión.

El señor KUSCHEL.- ¡Qué vaya a la de Hacienda nomás, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.

El señor PROKURICA.- Insisto en mi petición.

El señor GIRARDI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, voy a pedir segunda discusión para el proyecto.



Esta materia es muy importante, porque a nivel mundial el mercurio está considerado uno de los tóxicos más potentes, más dañinos, y el causante de un conjunto de patologías, que espero que nunca padezca ninguno de mis colegas. Enfermedades como el Parkinson y el Alzheimer están relacionadas, según todos los estudios científicos, precisamente con la exposición a contaminantes como el mercurio.



En el mundo entero se ha tratado de erradicar el uso de este elemento, en particular de algunas vías de ingreso que eran evitables y que la tecnología ha resuelto, como eran las vacunas. 



Con respecto a estas, hay una controversia mundial por el uso de un derivado del mercurio como preservante: el timerosal. Algunos estudios señalan que habría una relación entre daños neuronales en los niños (autismo, hiperactividad) y el timerosal.



Esta controversia no se ha resuelto hasta ahora: investigaciones serias indican que no existe relación alguna y otras dicen lo contrario.



En salud, cuando hay dudas, se establecen criterios precautorios. Es decir, frente a la incertidumbre, conviene abstenerse del uso de medicamentos con dicho compuesto mientras no se demuestre su absoluta inocuidad.



¿Qué ha generado este debate en los países que usan vacunas con timerosal? Que la población, asustada por ello, justa o injustamente, ha dejado de vacunar a sus niños. 



Ese es el mayor problema que ha provocado hoy día el timerosal. Muchas mamás, como consecuencia de esta controversia no resuelta, no quieren que sus hijos sean vacunados. Y Chile, que fue un ejemplo en el mundo por su cobertura de vacunas, ha experimentado una regresión catastrófica.



Para mí sería muy simple decir que esto es producto de la negligencia, inobservancia, impericia del Ministro de Salud y de su Cartera. Pero no es así. Pienso que el problema de fondo es que, como hay una sospecha ciudadana concreta, la gente no está vacunando a sus hijos; se resiste a hacerlo. Y, de hecho, ha habido acciones legales para intentar que las mamás vacunen a sus niños.



En el mundo entero, todos los países desarrollados han erradicado las vacunas con timerosal. Ello, porque la seguridad ciento por ciento involucra un costo económico. 



En Chile, las clínicas privadas están ofreciendo vacunas sin timerosal. ¿Cuál es el punto? Que las madres que tienen dinero pueden vacunar a sus hijos con la certeza absoluta de que, más allá de la controversia, nunca van a enfrentar un problema de autismo, daño neuronal u otras complicaciones derivadas del timerosal, porque no lo usan. 



Esta situación es tremendamente inequitativa, porque en los programas de vacunación de los consultorios siguen existiendo las vacunas con timerosal. 



Entre las vacunas con timerosal y las que no lo contienen no hay diferencias económicas tan sustantivas. Sin embargo, el costo-país de la incertidumbre, de la falta de cobertura es mucho mayor que lo que costaría adquirir vacunas sin timerosal.



Por eso, el debate ha sido largo. Se precisa una mirada de salud pública más compleja y no la visión reduccionista que a veces se tiene, en el sentido de que primariamente es más barato, pero después es mucho más caro. 



Yo creo que esto sería una gran contribución a la equidad, a la seguridad, a la tranquilidad, pero sobre todo, a volver a contar con programas de vacunación con los estándares que Chile tuvo, que eran de los mejores del mundo, y que se han perdido. Ello, porque frente a esta controversia, dado que el Estado no se abstiene de usar vacunas con timerosal y no procede con un criterio precautorio, la ciudadanía toma en sus manos las políticas y actúa de manera precautoria.



Por eso, pido segunda discusión para esta iniciativa.



Creo que muchas veces los planes en salud, cuando se miran en el corto plazo de solo poner por delante los recursos económicos, están totalmente errados. Pero acá, si se analiza en serio el costo y la eficiencia de los recursos, yo diría que Chile debe actuar como lo han hecho los países desarrollados: erradicar, de una vez por todas, las vacunas con timerosal.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dado que se solicitó segunda discusión, que es un derecho de cada Comité, continuaré ofreciendo la palabra en la primera discusión.



Puede intervenir el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, el Comité Consultivo de la Organización Mundial de la Salud sobre Seguridad en las Vacunas, en resoluciones de los meses de octubre y diciembre del año 2012, señaló que la cantidad de timerosal utilizada en las vacunas no representa un riesgo para la salud de las personas. 



A la misma conclusión han llegado en sus resoluciones el Instituto de Medicina de los Estados Unidos y la Academia Americana de Pediatría, el Comité del Reino Unido sobre Seguridad de la Medicina y la Agencia Europea para la Evaluación de Medicamentos.



Efectivamente, acá hay una controversia científica, con muy buenos argumentos a favor y muy buenos argumentos en contra del uso del timerosal en las vacunas.



He querido intervenir, señor Presidente, para el solo efecto de señalar que, así como nuestra Constitución Política prohíbe en forma expresa al Congreso avocarse causas pendientes en los tribunales de justicia, o inmiscuirse en resolver contiendas comerciales, tampoco debiera resolver controversias científicas. 



¡El Parlamento no debe resolver controversias de esta magnitud!



Por esa razón, en la votación efectuada en la Comisión de Salud me abstuve, porque habiendo visto, analizado y estudiado muy buenos argumentos a favor y en contra, entendí que no era tarea del legislador dirimir esta controversia, sino de la academia, del mundo científico, de la Organización Mundial de la Salud o del Instituto de Salud Pública, pero no del Congreso Nacional.



Por lo expuesto, me parece bien que la iniciativa pase también a la Comisión de Hacienda y que después de un mejor análisis la Sala pueda resolver con mayor propiedad qué actitud tomar.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay más oradores inscritos.



--El proyecto queda para segunda discusión.
MODIFICACIÓN DE NORMATIVA SOBRE CREACIÓN DE REGISTRO NACIONAL DE SERVICIOS DE TRANSPORTE REMUNERADO DE ESCOLARES
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.831, que creó el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8329-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 53ª, en 9 de octubre de 2012.



Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2013.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es modificar los artículos 3° y 4° de la ley N° 19.831, que creó el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, con el propósito de establecer que no podrán ejercer la actividad de conductor y acompañante en el transporte remunerado de escolares aquellas personas que presenten un certificado de antecedentes en que conste que hayan sido condenadas por cometer delitos de índole sexual contra menores de edad.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia de que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, lo discutió solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Girardi y Letelier.



El texto que se propone aprobar se transcribe en la parte pertinente del primer informe de la Comisión. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pido segunda discusión para esta iniciativa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se ha solicitado segunda discusión.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.


HABILITACIÓN A JUNTAS DE VECINOS PARA OTORGAMIENTO DE CERTIFICADOS DE RESIDENCIA
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.418, a fin de habilitar a las juntas de vecinos para otorgar certificados de residencia, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8377-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 58ª, en 31 de octubre de 2012.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 55ª, en 10 de septiembre de 2013.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es autorizar a las juntas de vecinos para extender certificados de residencia directamente, sin intervención de otras autoridades.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto en general y en particular, por constar de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes -Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag-, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.



El texto que se propone aprobar se consigna en el informe.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular la iniciativa.



Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, me voy a referir a este proyecto, independientemente de que como Comité de Renovación Nacional hayamos pedido -si le parece a la Mesa- retirar la solicitud de segunda discusión respecto de la iniciativa que modifica la ley que creó el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Veremos con la Secretaría si ello es posible.


Sobre el texto en debate, tiene la palabra Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, este proyecto de ley, de estructura muy simple, viene a solucionar una falencia que existía desde que se modificó la ley y estableció que Carabineros ya no emitiría certificados de residencia, pudiendo hacerlo las juntas de vecinos, pero solo si contaran con autorización de dicha institución policial, de acuerdo a la interpretación de la Contraloría General de la República.



Mediante la presente iniciativa, iniciada en moción suscrita por diversos Diputados, se soluciona tal situación al permitir que las juntas de vecinos otorguen dichos certificados sin que medie la intervención de otras autoridades o instituciones.



Se había generado una situación bastante confusa, según lo que muchas organizaciones vecinales de distintas comunas me expusieron en varias oportunidades, en el sentido de que por no tener la autorización policial -esta muchas veces se dejaba al arbitrio de las jefaturas de las respectivas unidades-, las personas que por diversos motivos requerían ese documento, no podían obtenerlo.



En los municipios tampoco se otorgaba una solución al problema, de manera que quienes necesitaban ese certificado veían frustradas sus pretensiones y quedaban en tierra de nadie.



A través de este proyecto las juntas de vecinos, que son entidades registradas en las respectivas secretarías municipales, quedan facultadas para emitir certificados de residencia, y se han adoptado los resguardos pertinentes al establecerse una sanción penal para quienes proporcionen datos falsos sobre sus domicilios, que sirvan para la emisión de los correspondientes certificados.



Por eso, y dada la necesidad de solucionar esta falencia legal, se hace necesario aprobar en general y en particular la moción, al igual como lo hizo la Comisión, de modo que se transforme en ley a la mayor brevedad, satisfaciendo así el clamor que en tal sentido han expresado muchas juntas de vecinos de mi circunscripción, entre ellas las de Viña del Mar, Concón, Valparaíso, Casablanca, San Antonio, El Tabo, El Quisco, Algarrobo. 



En virtud de lo anterior, voto a favor de este proyecto de ley. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, en la Comisión de Gobierno, que integro, aprobamos por la unanimidad de sus miembros esta iniciativa, originada en una moción de varios señores Diputados, que la Cámara Baja acogió por 89 votos a favor, 4 en contra y una abstención. 



Este proyecto en análisis tiene como fin autorizar a las juntas de vecinos para otorgar certificados de residencia directamente, sin intervención de otras autoridades, luego de que esta función dejó de ser cumplida por Carabineros de Chile el 1° de junio del año 2012, a partir de un dictamen de la Contraloría General de la República, que determinó que la policía uniformada no estaba obligada a asumir esa responsabilidad y que, por otra parte, las juntas de vecinos requerían la autorización de dicha institución policial para extender estos certificados. 



La moción originalmente contemplaba que la acreditación del domicilio podría ser realizada también por las Direcciones de Desarrollo Comunal de las municipalidades. Sin embargo, aunque eso fue descartado en la Cámara de Diputados, valdría la pena estudiar la posibilidad de reponer este aspecto, ya que otorgaría un cariz de autoridad a los certificados de residencia. Del mismo modo, no se ve la razón para no ampliar dicha facultad a las uniones comunales de juntas de vecinos u otras organizaciones territoriales y funcionales. 



Como es sabido, los certificados de residencia tienen múltiples usos en operaciones crediticias, por ejemplo, y en el caso de las mudanzas, por lo que tampoco bastaría con la simple buena fe para su otorgamiento. 



En ese sentido, junto con la aprobación del proyecto, habría que incorporar alguna disposición que obligue a la entidad que acredita el domicilio de las personas a comprobar la efectividad de la información que se entrega al momento de solicitar el documento. 



Tales certificados -como ya señalé- tienen mucha utilidad. Y las juntas de vecinos, que realizan labores muy importantes en su territorio, son grandes colaboradoras. Es preciso destacar que sus autoridades, cuyas funciones se rigen por ley, también pueden manejar recursos públicos a través de diversos programas existentes en nuestra normativa. 



Por lo tanto, al entregarles dicha facultad les estamos reconociendo la autoridad que poseen como organizaciones funcionales, las que, por lo demás, se han desempeñado muy bien. 



Además, cuentan con otras atribuciones, por ejemplo, para la aprobación de alguna patente que tenga que otorgar una municipalidad, se debe requerir el visto bueno de las juntas de vecinos. 



En consecuencia, la Comisión de Gobierno solicita aprobar este proyecto solo en general y dar un plazo para formular indicaciones. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Senador señor Bianchi, tiene la palabra. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en la misma línea de lo señalado por el Senador Sabag, quiero llamar, como Presidente de la Comisión de Gobierno, a votar favorablemente en general este proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.418, con el objeto de habilitar a las juntas de vecinos para otorgar certificados de residencia, función que anteriormente desempeñaba Carabineros. 



Hasta aquí, bien, pues les estamos endosando o entregando otra responsabilidad a los dirigentes vecinales. 



A ellos, precisamente, que realizan una enorme labor de servicio público -tal como señaló el Senador que me antecedió en el uso de la palabra-, se les debe reconocer la importante actividad que desarrollan, a la que hoy se agregará la responsabilidad de entregar certificados de residencia. 



No obstante, el año pasado traté de avanzar en un proyecto de ley que siento como una necesidad urgente para las juntas de vecinos. Si bien hoy les estamos transfiriendo esta responsabilidad, no es menos cierto que tales organizaciones en la actualidad, más allá de las iniciativas en las que participan, como las relativas a mejoramiento del entorno u otras, requieren urgentemente que el Estado y el Gobierno -este y el que venga- entiendan que debe haber una compensación económica para el financiamiento de los gastos comunes que deben solventar. 



Los vecinos se reúnen para apoyar obras sociales, para obtener mejoramientos en su calidad de vida; se reúnen cuando en su vecindad hay conflictos, y buscan soluciones; se reúnen para tener mejores espacios, para que haya mejor convivencia, y el Estado solo mira, pero no aporta directamente al financiamiento de los gastos comunes que precisa una junta de vecinos. 



En el caso de la Región de Magallanes, la luz, el gas -cuyo precio es altísimo-, el agua -que es carísima, creo que la más cara del país-…

El señor PROKURICA.- ¡La más cara está en Atacama, señor Senador…!

El señor BIANCHI.- De acuerdo. 



Entonces, le seguiría Magallanes, como uno de los lugares donde se paga el agua más cara. 



No obstante, dichas organizaciones comunitarias tienen que pedirles a los mismos vecinos el dinero para poder financiar sus gastos, mantener sus sedes, etcétera. 



Por eso, si bien hoy día les estamos entregando la responsabilidad -que sabemos van a cumplir bien- de otorgar certificados de residencia, mediante la modificación de la ley N° 19.418, siento que el Gobierno debiera entender que se requiere financiamiento -los municipios no tienen los recursos- para las unidades vecinales, y también un reconocimiento a los dirigentes vecinales, ya sea a través de un seguro en materia de salud, de transporte, que tanta falta les hace. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En cuanto al retiro de la petición de segunda discusión que hizo el Comité Renovación Nacional respecto al proyecto anterior, debo señalar que tal situación ya la resolvimos la vez pasada, en el sentido de que, por tratarse de un derecho, es posible hacerlo, pero se requiere la unanimidad de la Sala para volver a tratar y votar de inmediato dicha iniciativa. 



No hay unanimidad, por lo tanto, quedará para ser vista en la sesión de mañana. 



Ahora, corresponde votar en general el proyecto que nos ocupa. 



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (19 votos a favor y 2 pareos); por no haberse formulado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).


No votaron, por estar pareados, los señores Coloma y Novoa.

OBLIGACIÓN DE PAGO DE PROPINA EN LOCALES DE ATENCIÓN DE PÚBLICO
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A continuación, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece obligaciones relativas a la propina en restaurantes, bares, pubs, clubes, discotecas y similares, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8932-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 47ª, en 13 de agosto de 2013.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 55ª, en 10 de septiembre de 2013.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es establecer la obligación del empleador de sugerir una propina a favor del trabajador o trabajadora que ejerza de garzón o garzona, equivalente al 10 por ciento del total de la cuenta de consumo en los establecimientos que atiendan público, tales como restaurantes, pubs, bares, cafeterías, discotecas, fondas y similares, la que deberá ser pagada por el cliente, salvo que manifieste su voluntad en contrario.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia de que durante el análisis de los fundamentos del proyecto tuvo en consideración la moción de los Senadores señores Bianchi y Orpis destinada a eximir las propinas del trámite de insinuación en las donaciones y a establecer la obligación de incluir en la liquidación de remuneraciones, a título informativo, las que percibe el trabajador, posibilitando con ello la acreditación de tales ingresos.



Asimismo, hace presente que, no obstante tratarse de una iniciativa de artículo único, la discutió solo en general y acordó proponer a la Sala que adopte igual decisión, con el propósito de introducirle los perfeccionamientos necesarios durante la discusión particular.



Dicho órgano técnico aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Rincón y señores Bianchi, García y Muñoz Aburto.



El texto que se propone aprobar se transcribe en la página 6 del primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, esta iniciativa es de origen parlamentario. De modo que quiero felicitar a los Diputados autores de la moción respectiva.



Ahora bien, se ha debatido durante mucho tiempo en torno a si debiéramos volver -porque en un momento de nuestra historia así ocurría- al establecimiento de un porcentaje obligatorio de propina para los garzones que atienden en los locales que otorgan servicio de alimentación.



Antes se incluía un porcentaje en la cuenta, pero en cierto momento eso se eliminó y la propina quedó con carácter voluntario.



En nuestro concepto, la voluntariedad debe expresarse también en una normativa que les brinde alguna seguridad económica a quienes laboran en el referido sector.



La asociación de garzones y el empresariado del turismo ven con muy buenos ojos este proyecto -la Comisión de Trabajo lo discutió largamente-, en virtud del cual se le permite al cliente expresar su voluntad en cuanto a que no se incluya en su cuenta el 10 por ciento de propina.



En todo caso, si bien se mantiene la voluntariedad, conforme a esta iniciativa los empleadores deberán sugerirles a los clientes el pago de una propina equivalente a por lo menos 10 por ciento del consumo.



Por cierto, queda abierta la posibilidad de dejar un monto mayor o menor, y también, la de hacer abstracción del pago de propina.



Yo voy a aprobar la idea de legislar, pues creo que, esencialmente, se trata de permitir que el cliente otorgue una justa retribución si es objeto de un buen servicio.



Ahora bien, señor Presidente, no puedo dejar de pensar que a otros trabajadores que también prestan servicios no se les aplicará la medida explicitada. Es el caso de los bomberos de las estaciones de bencina.



Empero, creo que estaríamos en el peor de los mundos si por aquel motivo nos negáramos a darles la posibilidad en comento a los trabajadores a que se refiere el proyecto en discusión, el que, en todo caso, debería abrir la puerta para proceder de igual manera con otros sectores de la economía nacional.



En tal sentido, anuncio que aprobaré la idea de legislar.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, no hay ningún problema -me dirijo al Senador que habló recién- en que un bombero reciba una propina cuando coloca bencina en un vehículo. Nada lo impide.



Entonces, es necesario avanzar a ese y otros respectos.



Ahora bien, lo importante de la ley en proyecto es que estamos legislando en torno al mayor ingreso que percibe una persona que se dedica a determinadas labores.



A modo de ejemplo, cito el caso de las Fiestas Patrias: a los fonderos -las ramadas más grandes están en Santiago- se les cobra arriendo; y lo pagan, pues saben que habrá una retribución buena para ellos y sus trabajadores.



La gran mayoría de los restaurantes y negocios afines pagan el salario mínimo a sus garzones, quienes vía propinas aumentan sus ingresos, los que muchas veces se cuadruplican, quintuplican o sextuplican, dependiendo del establecimiento.



Por desgracia, varios locales, por tener cierto prestigio y ser muy concurridos, cobran un derecho de piso y no pagan el salario mínimo; entonces, la única posibilidad de recursos para los garzones es la propina.



En consecuencia, la propina pasa a ser, sin duda alguna, la mayor entrada que garzonas y garzones perciben por realizar su importante labor.



Ahora, tal situación se halla un tanto amarrada a la estacionalidad. En efecto, durante el verano se produce la mayor afluencia de turistas, de personas que salen a comer, etcétera. Y de allí emana el ingreso más elevado de los trabajadores en comento.



Entonces, estimo que lo mínimo que corresponde es establecer la obligación del empleador de sugerir que se les pague a los garzones una propina equivalente a por lo menos 10 por ciento del consumo.



En todo caso, hoy día está ocurriendo aquello. Y muchas veces se hace una pillería, con la que hay que tener cuidado -varios de nosotros hemos sido víctimas de ella-: al cancelar la cuenta en un restaurante agregamos el 10 por ciento sin darnos cuenta de que ya está incluida una sugerencia en tal sentido. Entonces, ¡pagamos propina dos veces!



Y hay otra pillería: algunos empresarios cancelan a fin de mes la suma de las propinas a los garzones.



Hicimos ver esa situación, que obviamente es inaceptable.



Si el cliente paga la propina al momento de cancelar su cuenta (10, 15, 20 por ciento), lo justo es que el garzón perciba su importe en el mismo momento, o por último, al cierre de la jornada, pero no al mes siguiente o 15 días después, porque ello provoca un efecto negativo en los trabajadores.



Señor Presidente, voy a señalar otro hecho significativo.



Elaboramos un proyecto, y se lo comentamos al Ministro del Trabajo, señor Juan Carlos Jobet, a quien le pareció interesante la idea allí contenida, al punto de que a pocos días la anunció.

El señor LAGOS.- ¡Habrá dado las gracias…!

El señor BIANCHI.- No, señor Senador. Pero las dará, con toda seguridad.



Se trata de lo siguiente.



Como hemos señalado, muchos garzones reciben el salario mínimo, pero incrementan sus ingresos con las propinas.



Entonces, ¿qué hacer para que esos trabajadores accedan a un préstamo hipotecario, o bien, a un crédito para estudios, si un hijo cursa una carrera universitaria o técnica y la institución pertinente les exige justificar determinados ingresos?



Hemos indicado que es perfectamente posible que el empleador, sin que le signifique una carga tributaria adicional, extienda un certificado con el promedio de los ingresos percibidos por un trabajador, documento que será factible presentar en la institución que lo requiera a los efectos de conceder un crédito.



Además, si la persona es seria, generalmente labora durante muchos años en el mismo establecimiento -salvo cuando se trata de un trabajo solo por la temporada de verano- y tiene entradas permanentes.



Entonces, la certificación de entradas por concepto de propinas ayuda directamente a quienes desarrollan la actividad de modo continuo.



Por lo tanto, llamo a votar favorablemente este proyecto de ley, en el entendido de que podríamos elaborar un texto que apuntara a satisfacer las necesidades de otros trabajadores que laboran también en el rubro servicios.



Aprobaré la iniciativa que nos convoca hoy, pero dejando en claro que es urgente que los trabajadores en comento reciban una certificación de sus ingresos mensuales por concepto de propinas, fundamentalmente para tener la oportunidad de postular a créditos habitacionales, lo que de otra manera les resulta imposible.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, esta materia es de singular importancia para un número importante de chilenos y chilenas que se desempeñan en el sector de los servicios.



Como dijo el colega Tuma, en el año 41 se estableció por ley la obligación de pagar un 10 por ciento por concepto de propina. Sin embargo, ello quedó sin efecto a partir de 1981.



Ahora, el pago de una propina legal obligatoria de 10 por ciento puede no guardar ninguna relación con la calidad del servicio otorgado. En cambio, el monto de la propina voluntaria se vincula estrechamente con la atención que se recibe.



Entre paréntesis, en países desarrollados la propina alcanza a 15 por ciento. Pero no es obligatoria, sino voluntaria.



La ley en proyecto incentiva el pago de la propina al determinar que el empleador deberá sugerirla en la boleta.



Ahora, señor Presidente, cuestiones que vienen a colación.



Yo comparto todo lo que se ha dicho aquí.



Entiendo que el Senador Bianchi presentó en el pasado una moción -creo que ahora hizo referencia a ella- vinculada con la composición del ingreso de los trabajadores.



Voy a contar una anécdota a propósito de las expectativas que hay en Chile sobre lo que puede ocurrir en el futuro. 



Esto me sucedió hace dos años, pero demuestra cómo el progreso de nuestro país, que es significativo, no logra resolver un problema de esta naturaleza. Y no deja de ser entretenido.



Fui a colocar bencina a mi auto, y el bombero que me atendió, quien me reconoció como actor político, me dijo -imagino que también les ha ocurrido a Sus Señorías-:



“Con usted quería hablar, Senador. Aquí yo gano el salario mínimo,” (en tales casos el cerebro de uno, para anteponerse a la situación que se va a plantear, empieza a buscar rápidamente en el disco duro: aquí hay un asunto de legislación laboral) “y con propinas hago bastante más. Pero tengo que pagar la universidad a mi hija y, cuando pido un crédito que me permita hacerlo, no me reconocen ese ingreso adicional”.



Sin embargo, la cuita de ese trabajador no derivaba solo de la falta de reconocimiento a sus propinas (considero posible establecer un mecanismo para reconocerlas, mientras no se coludan las partes), sino de lo siguiente -y esto me superó-: “Ello significa, Senador, que voy a tener que trabajar durante el verano para pagar la universidad a mi hija”.



En definitiva, mi propósito es llamar la atención -y esto no se relaciona directamente con las propinas-, por un lado, en el sentido de que hace treinta, cuarenta años en Chile difícilmente la hija de un bombero de una bencinera accedía a la universidad, y por otro, en cuanto a que el reclamo de aquel trabajador fuera: “Tengo un problema, pues debo acreditar todos mis ingresos para obtener un crédito que me permita pagar la universidad a mi hija; si no puedo hacerlo, estaré obligado a trabajar en el verano”.



Señor Presidente, el proyecto en debate incorpora algo muy importante. No lo he leído en detalle, pero entiendo que, al sugerirse en la boleta, la propina podrá imputarse como parte del ingreso del trabajador.



Es difícil, porque hay consecuencias de otro tipo.

El señor PROKURICA.- Tributarias.

El señor LAGOS.- Por ejemplo -Su Señoría tiene razón-, tributarias.



De lo contrario...

El señor PROKURICA.- Es un engaño.

El señor LAGOS.- Por cierto, también podrá engañarse al sistema.



Entonces, si la idea es permitir que accedan a préstamos personas que son sujetos de crédito, ¿cómo hacemos para transparentar la situación de trabajadores que no ganan 210 mil pesos, sino, por ejemplo, 500 mil?



Sin duda, quien negocia prestando dinero procura entregar sus recursos a gente con buenos ingresos.



En consecuencia, ¿cómo hacemos para ayudar a aquel respecto?



Y me refiero no solo a los trabajadores de restoranes, sino también a los de otros servicios. Por ejemplo, a los bomberos de bencineras, en torno a los cuales podemos diseñar un sistema que no defraude al Fisco; porque sería factible una colusión entre los empleadores y los dependientes para hacer figurar propinas por cantidades superiores a las recibidas.



Entonces, aquello debe quedar acreditado de alguna forma.



Señor Presidente, concluyo sosteniendo que la solución prevista por el proyecto en debate está bien planteada: la propina sigue siendo voluntaria. Y me gusta la idea de que la boleta diga “10 por ciento”. Al final uno evaluará si el servicio vale ese porcentaje, o más, o menos.



Por supuesto, votaré favorablemente.

El señor ORPIS.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este proyecto, que se inició en una moción de varios señores Diputados, fue aprobado en la Cámara Baja por 51 votos a favor y 2 abstenciones.



Pese a tratarse de una iniciativa de artículo único, nuestra Comisión de Trabajo la aprobó solo en general y pide que la Sala haga lo propio.



El propósito es establecer la obligación del empleador de sugerir una propina equivalente al 10 por ciento del total de la cuenta, a favor del garzón o de la garzona, en los establecimientos que atiendan público, como restoranes, pubs, bares, cafeterías, discotecas, fondas y similares, para que sea pagada por el cliente, a menos que manifieste su voluntad en contrario.



Este proyecto busca recuperar el sentido de la ley N° 7.388, de 1942, que disponía con carácter obligatorio una propina equivalente a 10 por ciento del consumo. Sin embargo, dicha normativa fue derogada en 1981 a través de la ley Nº 18.018, con lo cual la propina pasó a ser un acto voluntario.



En tal sentido, cabe enfatizar que la iniciativa en debate no repone la obligatoriedad de la propina, pero avanza en la dirección de que se reconozca la calidad del servicio con independencia de los productos adquiridos y constituye, desde otro punto de vista, un incentivo para el buen trato a los clientes.



Aparte la justicia que envuelve esta iniciativa, es del caso consignar que se requiere regular otros aspectos, como la distribución de las propinas entre todos los trabajadores de un mismo local y la forma de definir el pago de ellas en la liquidación del trabajador, tal cual se ha planteado de hecho mediante mociones similares a la que estamos considerando en esta oportunidad.



Votaré favorablemente, pero solo la idea de legislar, pues la misma Comisión de Trabajo nos pide mejorar el texto de la iniciativa a través de indicaciones.



He dicho.

El señor BIANCHI.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor ORPIS.- Sí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Le parece a la Sala abrir la votación?



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación general.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, trabajamos este proyecto con las asociaciones de garzones tanto de San Antonio cuanto de Viña del Mar. Se trata de una sentida aspiración de las personas dedicadas al rubro prestación de servicios vinculados con el turismo y la alimentación.



En aquel sentido, consideramos de toda justicia la aprobación de la idea de legislar, tal como lo pidió la Comisión de Trabajo y Previsión Social, a los efectos de poder ir abordando diversas temáticas.



Sin perjuicio de ello, deseo hacer presentes algunos puntos que han planteado los propios garzones.



Primero, las propinas no siempre llegan a los trabajadores. 



Por otra parte, algunos forman una especie de fondo común para repartirlo. Pero hay quejas de las asociaciones de garzones en orden a que los dineros finalmente no llegan en tiempo, forma y cantidad a quienes prestan este tipo de servicio.



A mi juicio, nos hallamos ante una antigua aspiración, en cuya satisfacción es preciso avanzar. Por tanto, pido aprobar en general el proyecto y que en el plazo para formular indicaciones se puedan abordar todas y cada una de las temáticas involucradas, entre ellas la de establecer que las propinas que se paguen vía tarjeta de crédito, cheque u otros instrumentos financieros distintos del efectivo finalmente sean recibidas por los garzones.



También soy partidario de que, en lo posible, el pago de que se trata, que tan bien les hace a los ingresos de estos trabajadores, sea una obligación legal, no solo una sugerencia.


Comparto lo expresado por el Honorable señor Lagos respecto de quienes prestan servicios en bombas de bencina y ganan el mínimo, que obtienen fundamentalmente de la propina parte importante de sus entradas. Diría que ahí es preciso seguir avanzando en establecer algún tipo de incentivo, cuestión no incorporada en el proyecto.



El aseguramiento del acceso al crédito asimismo es un aspecto relevante. Como la propina es hoy día voluntaria y no hay ningún tipo de registro de los ingresos finales de un trabajador, este queda desbancarizado y no puede acceder al crédito formal.



Por lo tanto, es preciso avanzar en la materia. Aprobemos la iniciativa en general y luego busquemos, en la discusión en particular, las medidas que permitan resguardar los aspectos planteados.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar anuncio mi voto favorable. A mí me parece correcto mantener la voluntariedad de la propina y que esta sea un incentivo para la buena atención, la amabilidad, el trato cordial, el buen servicio, de manera que el cliente, por lo tanto, cuando se trate de un restaurante o de otros rubros similares, quiera premiar con un monto que puede ascender a 10 por ciento, pero también a más.



Manteniendo la voluntariedad y, en consecuencia, el incentivo para que los servicios entregados por los garzones sean cada día mejores, igualmente quisiera -sé que no vamos a conseguirlo en el proyecto- que en algún momento la propina fuese imponible.



Varios señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra lo han señalado: se requiere justificar ingresos al obtener un crédito, particularmente en lo habitacional; pero también es necesario registrarlos cuando el trabajador se va de vacaciones, de manera que el cálculo de la remuneración sea vinculante con lo que ha recibido vía propina. Para qué decir cuando se trata de una licencia médica y, más aún, del cálculo de una pensión. Poco pensamos en el momento de la jubilación. Y, muchas veces, solo cuando estamos cerca de esa fecha lamentamos no haber sido más previsores, no contar con un mayor ahorro previsional.



Insisto en que no vamos a conseguirlo con la iniciativa en debate, pero el día en que todos los ingresos de los trabajadores, en general, sean imponibles vamos a estar facilitando el acceso al crédito y habrá más protección social y mejores pensiones.



Sin embargo, señor Presidente, el asunto implica algunas complicaciones. Lo mencionó el Honorable señor Sabag.



Muchas veces, la propina del cliente bien atendido no necesariamente incrementa de manera directa los ingresos del garzón. Con frecuencia se forma un pozo común, que se distribuye, en distintas proporciones, entre los que trabajan en la cocina, los que realizan otro tipo de actividades y los que finalmente atienden al público. Y eso obviamente genera complejidades.



Además, como alguien lo expuso aquí, tenemos el problema de aquella que se paga mediante sistemas electrónicos, como Redcompra o tarjeta de crédito, ocurriendo a menudo que el pago es dilatado por algunos empleadores, si bien no por todos. Incluso se difiere en más de treinta días.



En la Comisión de Trabajo se encuentra una iniciativa que busca adaptar diversas normas laborales con relación a quienes se desempeñan en establecimientos turísticos, y ahí estamos regulando que en ningún caso las propinas puedan pagarse más allá de siete días cuando la cancelación haya sido efectuada por medios electrónicos.



Con todo, creo que este es un buen proyecto. La idea es sugerir la propina, que sigue siendo voluntaria. Pero no cabe ninguna duda de que probablemente muchas más personas se sentirán conminadas a dejarla por un servicio bueno, amable, de calidad.



Voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, en la Comisión de Trabajo, que presido, me pronuncié a favor de la iniciativa. Sin embargo, diversos argumentos expuestos hoy por algunos señores Senadores me hacen repensar ese pronunciamiento.



Porque en el texto, como muy bien se señala, se mantiene la voluntariedad. Se hace referencia a una propina sugerida y a que de alguna forma los clientes son los que mejoran las remuneraciones de las personas sujetas al sistema. Es decir, no hay ninguna responsabilidad de los empleadores, que pagan el mínimo, y solo a través de lo recibido por dicho concepto el trabajador puede sobrevivir con un ingreso superior. Entonces, creo que el proyecto se presentó con la finalidad de mantener la voluntariedad establecida en 1981, cuando se conculcaron los derechos de todo este sector laboral y se derogó la obligatoriedad existente hasta ese año, como lo han mencionado aquí algunos señores Senadores.



No encuentro, en consecuencia, que la iniciativa sea innovadora. Lo habría sido el que sus autores consiguieran el patrocinio del Ejecutivo para que la propina fuese obligatoria. En el pasado se han presentado en el Congreso proyectos sobre el particular que han sido declarados inadmisibles, porque indudablemente se irroga un gasto y se necesita el patrocinio del Ejecutivo. Pienso que los Diputados autores de la moción, por tratar de evitar ese efecto, contemplaron algo ya existente: la voluntariedad. ¡Si uno entrega la propina en esa forma en cualquier restaurante, en cualquier bomba de bencina! No se necesita una ley para sugerirlo.



Me parece que la iniciativa, de una u otra manera, viene a ratificar lo hecho en contra de los trabajadores al modificarse el plan laboral en 1981. Y, por eso, estoy reconsiderando mi pronunciamiento. En la Comisión de Trabajo -y quiero decirlo con claridad- voté sin pensar.



Pero insisto en que no se innova en absoluto. Muy por el contrario. Aquí se ha señalado que los empresarios acostumbran pagar ingresos mínimos confiados en que la propina va a incrementar la remuneración de sus trabajadores. ¿Y por qué ello tiene que ser responsabilidad del cliente o de los usuarios, mas no de los primeros? ¿Por qué vamos a seguir ratificando la voluntariedad impuesta en 1981, cuando se derogó la ley N° 7.388?



A mi juicio, el que nos ocupa es un proyecto -reitero- que no les hace bien a las demandas reivindicativas que ha estado planteando el sector laboral. Considero que viene a ratificarse la práctica usual de la entrega voluntaria de propina. Al hacerse una sugerencia, se puede decir: “No quiero aceptarla”. Entonces, ¿para qué va a existir un cuerpo legal que confirme la voluntariedad? No lo entiendo.



Lo expuesto por varios Senadores me ha suscitado una tremenda duda en relación con un proyecto que, en realidad, no le quita ni le pone a la situación por la cual atraviesan los trabajadores, principalmente aquellos que se desempeñan en el rubro gastronómico o en bombas de bencina.



Por eso, estimo que para poder mejorar la iniciativa en la discusión particular habrá que introducir algunas normas que, si no las patrocina el Ejecutivo, van a ser declaradas inadmisibles. He escuchado desear acá que la propina sea imponible, pero, si ello no lo propone el Gobierno, la indicación que se formule correrá esa suerte. Y el proyecto no se va a perfeccionar sino en virtud de indicaciones radicales tendientes a que se trate de un beneficio para los trabajadores.



Anuncio que me voy a abstener.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, creo que el debate sostenido hoy día grafica algunas realidades que vive en nuestro país gente que brinda un servicio directo al público, como la que trabaja en restaurantes, hoteles y otras actividades, habiéndose incluido también la que labora en bombas de bencina.



Pienso, a diferencia del señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, que el proyecto es positivo, porque no establece una obligación, sino una sugerencia de porcentaje en favor de quienes atienden. De contemplarse una disposición imperativa, estaríamos ante una cuestión compleja de dilucidar, porque si uno concurre a un restaurante y quien presta servicio lo hace mal, cómo va a premiar el desempeño. Lo que procede es precisamente lo señalado en la norma: una proposición. Es el criterio al que se ciñen muchas personas para dejar una cantidad.



Pero quiero ser superclaro con los miembros de la Comisión de Trabajo. Por experiencia personal, me gustaría que en la discusión particular se determinara qué efectos generará en el trabajador la situación de que se trata, los cuales no son solo tributarios. Porque si en una boleta se incorpora el 10 por ciento que se entrega, ello se contemplará en la liquidación de sueldo y aparecerá el Servicio de Impuestos Internos. 



La cuestión implica aspectos positivos y otros que no lo son tanto. Entre los primeros se incluye, como lo ha manifestado el Honorable señor Lagos, el sinceramiento de los ingresos. Ello permitirá que aquellos a quienes les resulta difícil conseguir crédito lleguen a una casa comercial y digan: “Esta es mi remuneración”, sin que se trate del ingreso mínimo.



Pero también se registrarán otras consecuencias. Al subir de tramo en FONASA, por ejemplo, los beneficiarios del sistema público que se atienden en forma gratuita van a pasar de la letra A a la B o, en algunos casos, a la C, de manera que ellos o alguna de sus cargas tendrán que pagar más si enfrentan un problema de salud.



Por eso, es importante que en la tramitación se puedan determinar los efectos tanto tributarios como respecto de beneficios que tendrán que experimentar quienes se hallen sometidos al régimen de que se trata.



Gracias. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad, de la sola lectura del informe se constata que, en materia de iniciativas parlamentarias, media una premura a veces inusitada que deja de lado lo esencial.



Las leyes tienen que ser participativas, ciudadanas. Y cuando se intenta legislar para favorecer a un sector, es preciso escucharlo. El informe solo consigna la participación del Subsecretario del Trabajo, señor Fernando Arab, y de los miembros de la Comisión. No contiene la opinión de federaciones ni de sindicatos, como tampoco de los usuarios.



Si se contempla una medida que afectará derechos de los consumidores, al existir el incentivo de un recargo de 10 por ciento, y derechos e ingresos de los trabajadores, hubiera preferido encontrar en el informe la opinión del personal de restaurantes, pubs y clubes que se desempeña, no solo en la atención de público, sino también en el otorgamiento de buen servicio. Porque, cuando se trata de un restaurante, una es la persona que ofrece la comida y lleva el plato de manera adecuada, pero quien la prepara tiene un mérito innegable. Los que están en la cocina son los artífices esenciales de la buena atención del paladar. Por lo tanto, no se trata solo de la atención de quien brinda la cortesía de servir la mesa.



Me parece que las variables que ello implica requieren que el proyecto sea analizado. La iniciativa va a volver a la Comisión y quiero escuchar a los trabajadores.



La propina era una obligación legal en 1981, derogada por la ley N° 18.018 durante la Dictadura. No había Congreso. Tal vez se pensó -regía el toque de queda en esos tiempos- que la gente podía concurrir más a los locales al rebajarse los costos: ya había un 10 por ciento de descuento de manera legal. Pero creo que hoy día se requiere una visión distinta.



Quiero saber cuánto invierten los empleadores en capacitación de los trabajadores que atienden la mesa; en mejoramiento de las condiciones y la capacidad de quienes laboran en la cocina. 



Quiero saber qué hacemos por el turismo en políticas más globales. Porque resulta claro que donde tiene mayor efecto la medida que nos ocupa no es en establecimientos que atienden ni a la clase media ni a los trabajadores comunes. Donde ella constituye un elemento esencial es en la atención al turista, a los que vienen de afuera. ¡Porque vaya a explicarse a los gringos que se trata de algo no obligatorio, sino sugerido! ¡Van a pagar lo que se ponga! Por lo tanto, la obligación sería casi expresa en ese caso.



La distinción entre imperatividad y sugerencia encontrará una dificultad. En efecto, algunas personas se desempeñarán en establecimientos donde la mayoría pagará el 10 por ciento como norma permanente, en tanto que en otros la sugerencia será cuestionada y eludida.



Llamo la atención respecto de que se podrían fijar disposiciones sobre el fondo común para que tuviera lugar una distribución equitativa al interior del propio establecimiento y existiese claridad en el aspecto previsional. Soy partidario de que se cotice por lo que se gana. Pero, en tal caso, ocurrirá lo que pasó cuando yo era miembro de la Comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados. En una oportunidad dijimos que había que capacitar a todos los trabajadores a fin de que terminaran su cuarto medio, para lo cual elaboramos e impulsamos programas financiados, de manera transversal, por la Ley de Presupuestos. Sin embargo, el resultado fue que, una vez concluida su enseñanza media, perdieron montones de beneficios. ¡Se los castigó!



Yo no quisiera votar un proyecto de ley para favorecer a los trabajadores y que estos, por una propina incierta, irregular, flexible, voluntaria, luego tuvieran que renunciar a beneficios adquiridos por su condición económica. Esta no variará demasiado si la propina se establece como algo voluntario. Pero, dependiendo de su incorporación o no a las remuneraciones oficiales de los trabajadores, sí puede haber movimientos que los afecten.



Deseo señalar además, señor Presidente, que aquí el asunto es claro: se trata de una relación no entre empleador y trabajador, sino entre cliente y trabajador. Y esto, en mi opinión, también requiere una adecuada normalización. Porque muchas veces el servicio no se brinda debido a que no existen las condiciones mínimas para ello. 



Por tanto, hay una gran responsabilidad del empleador para que la atención sea de calidad, y eso debiera estar presente en la medida en que la propina fuera una variable interesante. La idea es que se proporcionen manteles limpios, servicio limpio, una cocina adecuada, iluminación, calefacción. Es decir, se precisa disponer de un conjunto de elementos que permitan que la atención sea un todo integral.



De otra parte, la ausencia de las federaciones de trabajadores, de afiliados relacionados con los rubros aquí implicados y la no participación de las asociaciones de usuarios, que son entidades de los clientes, me llevan a expresar que estamos en presencia de una iniciativa bienintencionada, pero de resultado final incierto.



Soy partidario de beneficiar, apoyar, desarrollar, capacitar y hacer que los trabajadores del área de servicio gastronómico se rijan por el axioma de que “a mayor esfuerzo, mayor beneficio”. Y esto debe ser compartido entre el cliente y el dueño del restorán, por los motivos que ya mencioné.



En definitiva, se trata de una iniciativa que parece bien encaminada, pero que presenta áreas que pueden resultar lesivas o no del todo convenientes para el trabajador.



En consecuencia, señor Presidente, estimo pertinente el regreso del proyecto a la Comisión de Trabajo.



Debo decir que la siempre necesaria y obligatoria participación de los interesados directos, que lamentablemente no se produjo, pudo a lo menos haber facilitado este debate. De haber estado presentes las federaciones de trabajadores, habríamos podido conocer su opinión. Y lo mismo es posible decir de las asociaciones de usuarios.



Sobre el particular, mi pregunta es: ¿por qué seguimos impulsando leyes sin participación ciudadana ni de los directamente beneficiados o afectados?



En mi próximo período -mi mandato fue renovado por la ciudadanía por ocho años más- espero hacer parlamentarismo ciudadano. Y me he comprometido con mis electores de la Región del Biobío a discutir los proyectos de ley con ellos.



En todo caso, las Comisiones, donde se analizan las iniciativas legales, son de carácter público. Sin embargo, si uno mete a cuatro dirigentes a una de esas salas, se llena y no hay por dónde pasar. Lo mismo acontece en los concejos municipales, que revisten carácter público, pero que cuentan con instalaciones tan estrechas que, al final, nadie puede participar.



Nosotros deberíamos tener, como lo vimos en Londres, recintos con capacidad para la asistencia de 300 personas, que puedan observar cómo se debate y cómo se vota. Y particularmente esto último, que es el aspecto esencial de las Comisiones, donde se construye la ley y se define en lo medular la posición de los parlamentarios, más que el voto en la Sala, que es un pronunciamiento general que en numerosas oportunidades confunde.



Señor Presidente, espero recabar en la Región del Biobío la opinión de trabajadores y de usuarios, y que estos sean invitados a la Comisión de Trabajo, como también los empleadores, para ver cómo van a reaccionar. Hay empleadores “buena onda”, otros no tanto; hay quienes desean regulaciones y otros que no; hay empleadores que tratan bien a sus trabajadores y otros no mucho.



Por consiguiente, aquí debería haber una mancomunión que incluyera asimismo a los empleadores. Estos tampoco han sido consultados. Y, a mi juicio, sería justo escucharlos a fin de saber lo que piensan para el desarrollo del turismo, para beneficio de la atención al cliente, para brindar un mejor servicio. Esto puede ser hecho mancomunadamente con los trabajadores y, por cierto, con el respeto de los usuarios, quienes deberían tener un nivel de formación y conducta que también fuera retribuido.



Cabe destacar que en el proyecto se excluye a los autoservicios. Y esto es importante: cuando uno acude a estos locales no paga propina. Sin embargo, los trabajadores que preparan los alimentos y los que atienden al público realizan igualmente su mejor esfuerzo. Entonces ¿por qué no pueden recibir el mismo beneficio de la propina si emplean similar esfuerzo que los otros, solo que más allá del mostrador, no al lado de afuera?



Esos temas, señor Presidente, me hacen concluir que este proyecto persigue una buena intención, pero que también presenta dificultades y áreas de incertidumbre que más vale revisar.



Por eso me abstendré. 



Como manifesté, voy a desarrollar un proceso de tarea legislativa ciudadana con los actores. Y espero que la Comisión de Trabajo pueda dar el espacio para que ellos concurran a expresar su opinión, de tal manera de analizar el aspecto de fondo: cómo mejoramos los ingresos de los trabajadores del sector de comercio y de servicios, de pubs, restoranes y clubes, y cómo cautelamos los derechos de los usuarios para que no vean encarecida una mala atención, como aquí se ha señalado.



Uno premia la buena atención, pero, del mismo modo, debe premiar a los buenos empleadores y a los buenos trabajadores.



Me abstengo.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (14 votos favorables, 2 abstenciones y 3 pareos).


Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Orpis, Prokurica, Sabag y Tuma.



Se abstuvieron los señores Muñoz Aburto y Navarro.



No votaron, por estar pareados, los señores Coloma, Novoa y Pizarro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por haber llegado su hora de término, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

)---------------(

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Hacienda, para que informe acerca de NÚMERO DE FUNCIONARIOS DE PLANTA, A CONTRATA Y A HONORARIOS EN CADA REPARTICIÓN PÚBLICA DE REGIÓN DE ATACAMA, y sobre CUMPLIMIENTO DE INCISO SEGUNDO DE ARTÍCULO 10 DE ESTATUTO ADMINISTRATIVO; al señor Ministro de Bienes Nacionales, solicitando antecedentes sobre PROCESO DE COMPRAVENTA DE TERRENO FISCAL ARRENDADO A SINDICATO DE COMERCIANTES DE COPIAPÓ, y al señor Intendente de Atacama, para que proporcione información acerca de REGULARIZACIÓN DE OCUPACIÓN DE BORDE COSTERO EN PROVINCIA DE COPIAPÓ, EN PARTICULAR DE SECTOR BARRANQUILLA.


Del señor BIANCHI:



Al señor Alcalde de Puerto Natales, pidiéndole REVALUACIÓN DE POSIBLE RESOLUCIÓN SOBRE TRÁNSITO VEHICULAR PERMANENTE EN CALLE PEDRO MONTT, y al señor Director de CONAF, solicitándole PRONTA IMPLEMENTACIÓN DE SEÑALÉTICA DE TRÁNSITO EN PARQUE NACIONAL TORRES DEL PAINE (ambos de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena).


Del señor CANTERO:



Al señor Director General de Relaciones Económicas Internacionales, a fin de que proporcione antecedentes relativos a PRESENTACIÓN SOBRE EVENTUAL ATENTADO DE MINERA ESCONDIDA LIMITADA CONTRA PRINCIPIOS DE LA OCDE PARA EMPRESAS MULTINACIONALES. 



Del señor PROKURICA:



Al señor Director General de Aguas, para que informe respecto de MEDIDAS ADOPTADAS ANTE DENUNCIA SOBRE IRREGULARIDADES EN OTORGAMIENTO DE DERECHOS DE AGUA EN RÍO MATANCILLA (Región de Coquimbo).
)---------------(



--Se levantó la sesión a las 19:21.









Manuel Ocaña Vergara, 









   Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS MILITARES FUERA DEL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA, EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

(S 1624-05)

GAB. PRES, N° 1717
ANT.: 1) Constitución Política de la República, artículos 32, N° 17 y 53 N° 5
2) Ley N° 19.067, artículos 7 a 14

3) Decreto Supremo N° 68, de 14 de octubre de 1999, del Ministerio de Defensa Nacional con el cual se modificó el Decreto N° 94, de 1996, que aprobó la política nacional para la participación del Estado chileno en operaciones de mantenimiento de la paz y fija nuevo texto refundido.

4) Decreto Supremo N° 75, de 5 de mayo de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

5) Resolución S/RES/2123 (2013), de 12 de noviembre de 2013, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas,

6) Oficio de la Presidencia del Senado N° 1.117/SEC/12 de 18 DIC 2012.

7) Oficio N° 1345, de 11 de noviembre d 2013, dirigido por el Sr, Ministro de Defensa Nacional at Sr. Ministro de Relaciones Exteriores con el cual propone la prórroga de La Permanencia de Tropas y Medios Nacionales Fuera del Territorio de la República para continuar integrando la Operación de Paz “ALTHEA”, en Bosnia y Herzegovina.

MAT.: Solicita acuerdo para prorrogar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República.

SANTIAGO, 09 DI C 2013

DE: SEBASTIAN PIÑERA ECHENIQUE
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

A: SEÑOR JORGE PIZARRO SOTO

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. Como es de conocimiento de esa Honorable Corporación, la República de Chile, actuando bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, participa activamente en operaciones de paz, dando de este modo cumplimiento a su política nacional de participación en Operaciones de Paz, al amparo del marco jurídico establecido por la ley N° 19.067, por el decreto N°75, de 5 de mayo de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2009 y por las demás normas aplicables.

2. Mediante Resolución del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones

Unidas adoptada en ejercicio de las atribuciones que te concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, citada en el N° 5 de los antecedentes, se autorizó a los Estados Miembros de la Organización para que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establecieran, por un nuevo período de 12 meses, a contar de la fecha de aprobación de la resolución, la mantención de la Fuerza Multinacional de Estabilización EUFOR, sucesora legal de la SFOR, bajo mando y control unificados, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea. Tales circunstancias fueron comunicadas al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, con fecha 19 de noviembre de 2004, reconociéndose además que EUFOR desempeñaría la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz.

3. Es también de su conocimiento que el H. Senado de la República autorizó al Ejecutivo a disponer la permanencia de tropas chilenas en Bosnia y Herzegovina por el periodo de un año, a contar del 10 de enero de 2013, comunicando dicha autorización por medio del oficio citado en el N° 6 de los antecedentes.

4. La labor que desarrolla nuestro personal militar se encuentra destinada a promover un entorno seguro y estable, materializándose en el ámbito de un esfuerzo de carácter multinacional, en cuyo marco nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto por parte de las autoridades locales, como de la propia Organización de las Naciones Unidas.

5. Por lo anterior y siendo fundamental para continuar con la contribución que el país realiza a la referida misión de paz, en ejercicio de la prerrogativa constitucional del art. 32, N° 17, y de acuerdo con lo dispuesto en el art. 53, N° 5, ambos de la Constitución Política de la República, así como por las demás normas legales que disciplinan la materia, vengo a solicitar el acuerdo del Honorable Senado de la República para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares chilenos en Bosnia y Herzegovina, de acuerdo con los antecedentes que se acompañan en cumplimiento de lo establecido en el art. 90, inciso 20, de la ley N° 19.067,

6. Hago presente a V.E., para los efectos de lo establecido en el art. 53, N° 5, inciso 20, de la Constitución Política de la República, la urgencia en el despacho del acuerdo que recabo en virtud del presente oficio.

Saluda a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Alfredo Moreno Charme, Ministro de Relaciones Exteriores.- Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Ministro de Defensa Nacional.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.948, QUE CREA UN PROCEDIMIENTO PARA EXIMIR DE RESPONSABILIDAD EN CASO DE EXTRAVÍO, ROBO O HURTO DE LA CÉDULA DE IDENTIDAD Y DE OTROS DOCUMENTOS DE IDENTIFICACIÓN

(9166-07)
Oficio Nº 11.037
VALPARAÍSO, 5 de diciembre de 2013.
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N°19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación, correspondiente al boletín N°9166-07, del tenor siguiente:
PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Reemplázase el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación, por el siguiente: 

“Artículo 3°.- El bloqueo de una cédula de identidad puede solicitarse de manera definitiva o temporal. Respecto del pasaporte sólo procederá el bloqueo definitivo.”.”

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE INTEGRACIÓN DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

(9078-07)
HONORABLE SENADO:

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

La Comisión Mixta constituía en conformidad a lo dispuesto por el artículo 70 de la Constitución Política de la República tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver la divergencia surgida entre el Senado y la Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional indicado en el epígrafe, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, Carlos Larraín Peña, Fulvio Rossi Ciocca, Eugenio Tuma Zedán y Patricio Walker Prieto.

El origen de esta Comisión Mixta se encuentra en que la Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día 20 de noviembre del año en curso rechazó, en segundo trámite constitucional, esta iniciativa, al no alcanzar el quórum requerido para su aprobación en particular el texto del proyecto que previamente había acordado el Senado. A raíz de lo anterior, la referida Cámara procedió a nombrar como integrantes de esta instancia a los Honorables Diputados señores Pepe Auth Stewart; Jorge Burgos Varela; Cristián Monckeberg Bruner; Arturo Squella Ovalle, y José Antonio Kast Rist. 


El Senado, por su parte, en sesión celebrada el día el día 26 de noviembre de 2013, tomó conocimiento del rechazo del texto propuesto a la Cámara revisora y, a su turno, nombró como miembros de la Comisión Mixta a los integrantes de su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.


Posteriormente, los Honorables Diputados señores Pepe Auth Stewart y José Antonio Kast Rist fueron reemplazados por los Honorables Diputados señores Joaquín Tuma Zedán y Ramón Barros Montero, respectivamente.

Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 4 de diciembre de 2013, eligió como Presidente al Honorable Senador señor Patricio Walker Prieto e inició de inmediato el análisis de la iniciativa.

A la sesión en la que se discutió el proyecto asistieron, además de los integrantes de la Comisión Mixta, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Andrés Tagle, y el abogado señor Tomás Celis Garrido. Estuvieron también presentes la asesora del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis, y el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash.
- - - 
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se deja constancia que las normas contenidas en la propuesta que formula esta Comisión Mixta requieren para ser aprobada el voto conforme de las tres quintas partes de los Honorables Senadores y Diputados en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República, por estar referida a normas que inciden en el Capítulo V, relativo al Congreso Nacional
- - - 
DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA

La divergencia suscitada entre ambas Corporaciones deriva del rechazo por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, de la totalidad del proyecto aprobado por el Senado.


A continuación, se consigna el texto que fue aprobado por el Senado y rechazado por la Cámara de Diputados, al no alcanzarse el quórum exigido por la Ley Fundamental para aprobar esta reforma constitucional.


Asimismo, se da cuenta del acuerdo alcanzado y de la proposición mediante la cual esta Comisión Mixta estima que pueden solucionarse la divergencia en estudio.

Artículo Único.


El Senado, en sesión celebrada el día 10 de septiembre del presente año aprobó, en primer trámite constitucional, una reforma constitucional del siguiente tenor:

“Artículo único: Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República.

Uno) Sustitúyese el inciso primero del artículo 47, por el siguiente:

“La Cámara de Diputados está integrada por miembros elegidos en votación directa por distritos electorales. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de diputados, los distritos electorales y la forma de su elección.”.

Dos) Reemplázanse los incisos segundo y tercero de la disposición decimotercera transitoria, por el siguiente:

“Las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores y diputados, las circunscripciones y distritos existentes, y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.”.”.

En el segundo trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados aprobó en general este proyecto en la sesión celebrada el día 15 de octubre de 2013, pero posteriormente, en la sesión del día 20 de noviembre del presente año, la iniciativa fue rechazada en particular por no haber alcanzado el quórum constitucional requerido.


Al iniciarse el estudio de esta discrepancia, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recordó que la discusión sobre el contenido del proyecto fue acometida en profundidad en el debate que tuvo lugar en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y en la Sala de esta Corporación. Hizo presente que algo similar ocurrió en el segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados. Asimismo, explicó que este texto fue producto de un acuerdo político transversal entre parte de los partidos políticos que integran la actual alianza de Gobierno, y la oposición representada en el Parlamento.


Seguidamente, intervino el Honorable Senador señor Espina quien dejó constancia, para la historia fidedigna de esta reforma, que cuando el proyecto en discusión se despachó al segundo trámite constitucional, el señor Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado más algunos señores Senadores se reunieron con diversos Honorables señores Diputados que representaban a diversas bancadas, oportunidad en que se detalló los alcances de esta reforma constitucional.

Luego, el señor Presidente de la Comisión Mixta confirmó estos antecedentes y añadió que en esa reunión también participó el señor Presidente de la Cámara de Diputados, Honorable Diputado señor Edmundo Eluchans Urenda.


Concluido este análisis, el señor Presidente de la Comisión Mixta, propuso aprobar el texto de la reforma constitucional acordado, en primer trámite constitucional, por el Senado.

- Sometida votación esta proposición, fue aprobada por la mayoría de los integrantes de la Comisión Mixta. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos y Walker, don Patricio; y los Honorables Diputados señores Burgos; Monckeberg, don Cristián y Tuma. Se pronunciaron en contra los Honorables Diputados señores Barros y Squella. Se abstuvo el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán.
- - -

En mérito de lo expuesto y de la resolución adoptada previamente, de aprobarse la proposición de esta Comisión Mixta, el proyecto de reforma quedaría como sigue:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

“Artículo único: Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República.

Uno) Sustitúyese el inciso primero del artículo 47, por el siguiente:

“La Cámara de Diputados está integrada por miembros elegidos en votación directa por distritos electorales. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de diputados, los distritos electorales y la forma de su elección.”.

Dos) Reemplázanse los incisos segundo y tercero de la disposición decimotercera transitoria, por el siguiente:

“Las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores y diputados, las circunscripciones y distritos existentes, y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.”.”.
- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 4 de diciembre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto (Presidente); y los Honorables Diputados señores Ramón Barros Montero, Jorge Burgos Varela, Cristián Monckeberg Bruner, Arturo Squella Ovalle y Joaquín Tuma Zedán.

Sala de la Comisión, 9 de diciembre de 2013.
(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.

4

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE DICTA NORMAS SOBRE COMPENSACIONES A LOS USUARIOS DE SERVICIOS DE DISTRIBUCIÓN DE AGUA POTABLE EN CASOS DE INTERRUPCIONES O SUSPENSIONES NO AUTORIZADAS O NO COMUNICADAS PREVIAMENTE A ELLOS 

(2357-09)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señores Roberto Delmastro y Carlos Vilches y de los ex Diputados señores Pedro Pablo Alvarez Salamanca, Pablo Galilea, José García, Arturo Longton, Osvaldo Palma y Baldo Prokurica, con urgencia calificada de “simple”.




A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministro de Obras Públicas señora Loreto Silva; el Fiscal de dicha Secretaría de Estado, señor Franco Devillaine y el Coordinador Legislativo del Ministerio, señor Luis Granier. De la Superintendencia de Servicios Sanitarios concurrieron la Superintendenta, señora Magaly Espinoza; el Fiscal, señor Daniel Peralta y el Jefe de la División de Concesiones, señor Jorge Soto. De la Secretaría General de la Presidencia asistieron los asesores legislativos, señora Rita Pérez y señor Pedro Pizarro. De la Fundación Jaime Guzmán concurrió el asesor, señor Felipe Von Unger.  

- - - - - - 




Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, debido a la aprobación de  indicaciones presentadas por el Ejecutivo con incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado, de acuerdo al Informe Financiero que acompañó a las referidas indicaciones.

- - -





Asimismo, se hace presente que la Sala, al aprobar en general el proyecto, fijó como plazo para presentar indicaciones el día 7 de noviembre de 2011, él que amplió hasta el día 5 del mes siguiente. Posteriormente acordó fijar como nuevo plazo el día 2 de enero de 2012, que amplió hasta el 16 de enero y 12 de marzo del 2012. Finalmente, abrió nuevos plazos hasta los días 13 y 20 de mayo, 5 y 20 de junio, todos de 2013, en la Secretaría de la Comisión. Ahora bien, con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las indicaciones contenidas en el Boletín de 12 de marzo de 2012, se ha procedido a asignar a la última de las indicaciones una numeración correlativa que corresponde al articulado del proyecto.

- - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones o modificaciones: ninguno.

2.-  Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1, 2, 4, 5, 9, 12 y 17.

3.-  Indicaciones aprobadas con modificaciones: ninguna.

4.-  Indicaciones rechazadas: números 6, 7, 8, 10, 11, 13, 14, 15 y 16.

5.-  Indicaciones retiradas: ninguna.

6.-  Indicación declarada inadmisible: número 3.
- - - - - - 
DISCUSIÓN EN PARTICULAR 





A continuación, se efectúa una descripción del proyecto aprobado en general por el Honorable Senado, y de los acuerdos adoptados por vuestra Comisión de Obras Públicas respecto de cada una de las indicaciones presentadas.




El texto aprobado en general por el Senado consta de un artículo único, que introduce dos modificaciones a la  Ley General de Servicios Sanitarios.




La primera modificación recae en el inciso segundo del artículo 35 de dicha ley, disposición que establece la obligación del prestador de servicios sanitarios de garantizar la calidad y continuidad de los mismos, e indica que ellas sólo pueden ser afectados por fuerza mayor.





Sin perjuicio de lo anterior, el inciso segundo permite afectar la continuidad del servicio mediante interrupciones, restricciones y racionamientos programados e imprescindibles, los que deberán ser comunicados previamente a los usuarios.





La modificación consiste en establecer una nueva exigencia a las interrupciones, restricciones o racionamientos programados e imprescindibles, consistente en que ellos sean autorizados por la autoridad.





La segunda modificación del proyecto aprobado en general incorpora un artículo 35 bis, nuevo, a la  a la Ley General de Servicios Sanitarios que establece una compensación para los usuarios en caso de interrupción del servicio de agua potable, cuyo tenor es el siguiente:





“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la interrupción o suspensión del servicio de distribución de agua potable por parte de un prestador, no autorizada por la autoridad o no comunicada previamente a los usuarios, que afecte parcial o íntegramente una o más áreas de concesión de distribución, dará lugar a una compensación a los usuarios sujetos a regulación de precios afectados, de cargo del concesionario, equivalente al duplo del valor del agua potable no suministrada durante la interrupción o suspensión del servicio.





La compensación regulada en esta norma se efectuará descontando los valores correspondientes en la facturación más próxima, o en aquellas que determine la Superintendencia, a requerimiento del respectivo concesionario.





Las compensaciones a que se refiere este artículo se abonarán al usuario de inmediato, independientemente del derecho que asista al concesionario para repetir en contra de terceros responsables.”.

- - -





Respecto del proyecto aprobado en general se presentaron diecisiete indicaciones. Cabe resaltar que las indicaciones números 1, 2, 9 y 12 del Boletín de Indicaciones corresponden a una propuesta sustitutiva del proyecto aprobado en general, realizada por Su Excelencia el Presidente de la República, las que vuestra Comisión analizó en su conjunto. 




La Ministra de Obras Públicas, señora Loreto Silva, reiteró los fundamentos tenidos en vista por el Ejecutivo para presentar una indicación sustitutiva en diciembre de 2011.





Al así hacerlo, agregó, se tuvo presente que el suministro de agua potable debe prestarse en forma continua debido a que es uno de los servicios esenciales para asegurar las condiciones básicas de higiene y salubridad de la población. 





Expresó que la Ley General de Servicios Sanitarios reconoce la necesidad de mantener la continuidad del abastecimiento de agua potable, plasmando en su artículo 35 el deber del prestador de garantizar un servicio continuo, salvo en los casos de fuerza mayor y de cortes programados e imprescindibles para mantener el servicio, que deben comunicarse previamente a los usuarios.





Esta disposición, continuó, en conjunto con el artículo 11 de la ley N° 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios, permite sancionar a los prestadores de servicios sanitarios que presenten cortes, interrupciones u otra deficiencia relativa a la continuidad de los servicios, aplicando una multa que puede fluctuar de una a cincuenta unidades tributarias anuales. 





Indicó que el régimen existente contempla sanciones para el incumplimiento del principio de continuidad del servicio, pero no contempla una compensación a los usuarios directamente afectados, mecanismo que se ha incorporado en la legislación eléctrica y de telecomunicaciones ante la interrupción de sus respectivos servicios.





Señaló que el Ejecutivo respalda la moción en informe, y es partidario de establecer una medida de compensación equivalente a las antes mencionadas para la interrupción de los servicios sanitarios.





Agregó que hace más de una década el Senador Prokurica, entonces Diputado, fue uno de los autores de la moción que para corregir esta deficiencia propuso establecer una compensación por suspensión o cortes del servicio de distribución de agua potable, por el equivalente al duplo del valor del agua no suministrada durante la suspensión, y que se haría efectiva mediante un descuento en la facturación más próxima. 





Indicó que con una idea similar el Senador señor Gómez presentó un proyecto que establece compensación a usuarios por interrupción, restricción o racionamiento del suministro de agua potable, correspondiente al boletín N° 7636-09, proponiendo extender la compensación a incumplimientos en la continuidad de servicios sanitarios distintos de la distribución de agua potable, proponiendo diversas normas procesales para tramitar la compensación.





Concluyó la señora Ministro expresando que de ambas mociones se hace cargo el Ejecutivo al proponer su indicación sustitutiva, en esta moción, que se encuentra en segundo trámite constitucional.





El Fiscal del Ministerio de Obras Públicas afirmó que la indicación sustitutiva del Ejecutivo se basa en el principio de que el prestador debe garantizar la continuidad del servicio, salvo cuando la suspensión es producto del caso fortuito o la fuerza mayor, calificada como tal por la Superintendencia de Servicios Sanitarios, y cuando las interrupciones son programadas y previamente comunicadas a los usuarios u originadas pese a que la prestadora ha dado cumplimiento a las obligaciones derivadas de su contrato de concesión, de la ley y del reglamento.





Respecto de las restricciones, interrupciones o racionamientos, agregó que para que ellas no importen violación del principio de continuidad del servicio debe tratarse de casos programados e imprescindibles para mantener el servicio, los que siempre deben ser comunicados a los usuarios con a lo menos veinticuatro horas de antelación. Agregó que cuando ellas implican suspensión por un lapso inferior a quince horas, no pueden tener lugar entre las 06:00 y las 15:00 horas. Además, un mismo cuartel, forma en que se dividen territorialmente las concesiones sanitarias, no puede ser afectado por más de una interrupción programada al mes ni por más de seis en el período de un año, las que además deben informarse oportunamente a la Superintendencia. 





Señaló que pese a que tal principio está contemplado en la legislación es posible apreciar un déficit normativo, en cuanto no existe un mecanismo especial de indemnización a los usuarios afectados por interrupciones que no se encuentran dentro de los casos admitidos por la ley, lo que se quiere solucionar mediante un sistema de compensación tarificada semejante al vigente en los ámbitos de las telecomunicaciones y electricidad. 





Expresó que la incorporación de un sistema de compensación tarificada sería complementario al régimen sancionatorio vigente y al derecho de los usuarios de ejercer otras acciones compensatorias por perjuicios directos y distintos de las molestias que típicamente originan los cortes de suministro. Añadió que esta compensación complementaria se haría efectiva mediante una bonificación en la facturación más próxima realizada por la distribuidora, o en la que determine la Superintendencia a petición de la concesionaria.





Agregó que siguiendo la lógica del derecho común corresponde al derecho regulatorio preocuparse de establecer una compensación tarificada para indemnizar un específico disvalor, que es el de las molestias que típicamente se originan por estos cortes, lo que no significa que los usuarios no puedan emprender otras acciones indemnizatorios si se producen otros perjuicios directos producto de esos cortes, siguiendo la lógica del cúmulo de responsabilidades y del principio general del derecho de que todo daño debe ser indemnizado.  





Indicó que la estructura de tal indemnización es la de una compensación que se hace efectiva de la manera más simple para el usuario, mediante un sistema de bonificación del servicio en la factura más próxima, o en la que autorice la Superintendencia pues no siempre será posible terminar los cálculos necesarios antes de dicha facturación. Debido a que las concesionarias de distribución de agua potable son las entidades encargadas del cobro de los servicios sanitarios se establece que ellas serán quienes deberán hacer efectiva la bonificación que adeuden otras prestadoras de servicios, porque ellas son las que mantienen la relación comercial con los usuarios. Esto evita que el usuario deba previamente establecer, por ejemplo, si fue un problema generado por la productora de agua, pues con independencia del causante de la suspensión del servicio le basta con dirigirse contra la distribuidora. 





Señaló que la compensación tarificada que propone el Ejecutivo procedería por afectaciones a la continuidad de los servicios siempre que se trate de un corte de suministro de agua potable, con independencia de si su origen está en la producción, distribución o recolección de aguas servidas. Agregó que no son objeto de compensación los cortes debidos a caso fortuito, los que han sido programados y son imprescindibles para la prestación del servicio y se han comunicado previamente a los usuarios, y los que se ocasionen pese a que la prestadora ha cumplido con lo previsto en su contrato de concesión, la  ley y  el reglamento.





Además, expresó, la indicación del Ejecutivo también considera sanciones por incumplimiento de servicios respecto de la recolección de aguas servidas 





Manifestó que la compensación tarificada que propone la indicación establece un umbral de tolerancia, que exime a la prestadora de compensar cortes de menos de tres horas de duración, lo que responde a la presunción de que ellos no generan mayores molestias a los usuarios y, particularmente, por la noción de que las prestadoras no están obligadas a cumplir con un estándar de cuidado ideal sino que con uno de cuidado esperable.





Agregó que la tarifa de compensación tiene tres formas de cálculo, según la duración de la interrupción:





a) Transcurridas tres horas de corte, que pueden corresponder a la suma de distintos cortes que tengan lugar dentro de treinta días corridos, la prestadora compensará la suma equivalente a 0,001 UTM al usuario, como una forma de resarcir por las molestias que conlleva la suspensión del servicio sanitario.





b) Transcurridas seis horas de corte, incluidas las tres horas del umbral de tolerancia, la prestadora compensará al usuario con el equivalente a 0,015 UTM, para responder por las considerables molestias que genera la alteración de la rutina diaria de los usuarios, que se verán impedidos de ducharse, cocinar o limpiar con normalidad, monto que también incentiva el restablecimiento del servicio por las concesionarias mediante las reparaciones que sean indispensables.  





Informó que los antecedentes aportados por la Superintendencia de Servicios Sanitarios indican que la mayoría de los cortes duran menos de seis horas, como lo muestra el siguiente cuadro:

[image: image2.png]Entre 0y 1 hrs 1.710 1.710
Entre 1y 2 hrs 3.839 5.549
Entre 2y 3 hrs 5.214 10.763
Entre 3y 4 hrs 3.703 14.466
Entre 4y5 hrs 2.756 17.222
Entre 5y 6 hrs 3.118 20.340
Entre 6y 12 hrs 4.130 24.470
Entre 12y 24 hrs 870 25.340
Entre 24y 48 hrs 107 25.447
Entre 48y 72 hrs 43 25.490
Més de 72 hrs 156 25.646









c) Adicionalmente la prestadora adeudará al usuario el valor hora por cada hora o fracción superior a treinta minutos de corte por sobre las nueve horas de corte, incluidas las tres horas del umbral de tolerancia. De esta forma, agregó, se busca resarcir por las molestias del usuario que ya debiesen ser menores, pues la Superintendencia en ese caso ordena la provisión de agua por camiones aljibe, a contar de la sexta hora, y la suscripción de contratos que aseguren la provisión de agua cruda.





Además, esta modalidad tiene el propósito de evitar cortes extensos al incentivar una rápida solución, ya que este componente de la multa se prolonga hasta que el concesionario provea de agua cruda por un sistema alternativo y de acuerdo a los parámetros de la Superintendencia, o hasta las veinticuatro horas de corte.





Para ilustrar el régimen de multas propuesto, presentó el siguiente cuadro:

	Tramo horario
	Tipo de interrupción
	Tarifa

	Hasta la 3ª hora de corte 
	Continua o discontinua
	No lleva compensación asociada

	Desde la 3ª+ a la 6ª hora de corte 
	Continua y adicional
	0,01 UTM

	Desde la 6ª+ a la 9ª hora de corte
	Continua y adicional
	0,015 UTM

	Desde la 9ª+ a la 24ª hora de corte
	Continua y adicional
	0,015 UTM + valor hora por cada hora y fracción de corte 






En síntesis, expresó, la tarifa de compensación que se propone contempla altas multas durante las primeras horas de corte, y tiende a resarcir al usuario cuando las molestias ocasionadas son mayores por no haber tenido la oportunidad de adaptarse a la falta de agua potable, a la vez que incentiva a las concesionarias para dar una rápida solución al problema.





Además, el contemplar un umbral de tolerancia de tres horas se ajusta a la noción de que existe un universo de cortes que la concesionaria no puede controlar, y es consistente con la noción de que se exige un cumplimiento normal o esperable y no un cumplimiento ideal. 





Finalizó expresando que la compensación no tiene como propósito el evitar cortes extensos, pues se asume que ellos son producto de problemas mayores como la sequía o fallas graves de operación, que requieren otro tipo de soluciones.





Enseguida, la señora Superintendente indicó la forma en que procedería a aplicarse el sistema, indicando que si el concesionario no paga la compensación o paga menos de lo que corresponda por tal concepto será la Superintendencia la que, una vez constatado el corte, mediante resolución instruirá el pago de la compensación y determinará su monto, estableciendo el número de usuarios afectados y la duración del corte.





Con tal propósito, agregó, el Servicio Nacional del Consumidor deberá remitir a la Superintendencia un reporte o nómina que dé cuenta de todos los reclamos recibidos de los usuarios por la falta de continuidad de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas.





Explicó que el concesionario de distribución podrá impugnar la resolución de la Superintendencia en un procedimiento contencioso administrativo seguido ante ella, en que podrá alegar que el corte se debió a fuera mayor o que se trató de un corte programado e informado; que la liquidación tiene errores de cálculo, o que el hecho que ocasionó el corte no le es imputable, por algún otro motivo.





Si la Superintendencia ratifica su resolución surge el derecho del concesionario de reclamar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 de la ley N° 18.902 en relación a la ley N° 19.496, proceso en el cual el servicio Nacional del Consumidor se podrá hacer parte en representación de los usuarios afectados.





Además, continuó, la presentación de reclamos respecto de las resoluciones u omisiones en que incurra la Superintendencia, al aplicar el artículo 35 bis que propone la indicación, por parte de la concesionaria o cualquier persona o entidad, suspenderá los plazos de prescripción para ejercer las acciones de indemnización de perjuicios que les pudiere corresponder a los usuarios por las afectaciones a la continuidad de la prestación de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y aguas servidas, cualquiera fuere su cuantía.





Respecto de los valores proyectados para tales compensaciones, los representantes del Ejecutivo acompañaron simulaciones realizadas de acuerdo a las interrupciones de servicio acaecidas el año 2010, que permiten comparar los totales que deberían haber compensado las distintas empresas y su monto por cliente, con las normas propuestas por su indicación y aplicando las normas de las mociones de los Senadores Prokurica y Gómez, respectivamente.

Simulación de los efectos de la compensación que propone el Ejecutivo

[image: image3.emf]Empresa Cortes 2010 Compensación total 

N° Cortes N° Clientes Duración (hr) (simulación en base a datos 2010 - $/año)

AGUAS ANDINAS 1.800                         196.452                    6.851                         48.262.852                                                                           

AGUAS ARAUCANÍA 2.421                         226.160                    10.018                       55.962.247                                                                           

AGUAS CHAÑAR 502                             141.519                    2.842                         39.933.021                                                                           

AGUAS CORDILLERA 442                             25.652                       2.089                         8.296.149                                                                              

AGUAS DE ANTOFAGASTA 2.408                         249.984                    8.932                         53.535.114                                                                           

AGUAS DÉCIMA 267                             16.952                       988                             3.068.407                                                                              

AGUAS DEL ALTIPLANO 3.605                         907.416                    27.999                       393.732.490                                                                         

AGUAS DEL VALLE 1.607                         129.313                    5.580                         24.508.222                                                                           

AGUAS MAGALLANES 205                             28.880                       746                             6.742.795                                                                              

AGUAS MANQUEHUE 67                               2.486                         358                             524.788                                                                                 

AGUAS NUEVO SUR 1.824                         165.625                    24.428                       47.422.590                                                                           

AGUAS PATAGONIA 195                             16.518                       1.145                         4.217.012                                                                              

COOPAGUA 38                               1.010                         31                               21.059                                                                                    

ESSAL 2.015                         157.232                    9.946                         48.788.243                                                                           

ESSBÍO 4.482                         630.953                    28.553                       109.740.193                                                                         

ESVAL 3.533                         614.146                    16.192                       166.444.085                                                                         

SEMBCORP AGUAS CHACABUCO 84                               21.625                       318                             4.036.682                                                                              

SEMBCORP AGUAS LAMPA 43                               7.238                         188                             1.961.176                                                                              

SMAPA 115                             1.189.360                 389                             225.460.607                                                                         

TOTAL 25.653                       4.728.521                 147.592                    1.242.657.732                                                                     


[image: image4.emf]Compensaciones por cliente (simulación en base a datos 2010)

Empresa Min Máx Promedio

AGUAS ANDINAS 376,1                         691,4                         416,8                                             

AGUAS ARAUCANÍA 376,1                         1.974,1                     443,9                                             

AGUAS CHAÑAR 376,1                         1.272,0                     457,8                                             

AGUAS CORDILLERA 376,1                         604,4                         434,9                                             

AGUAS DE ANTOFAGASTA 376,1                         605,1                         431,3                                             

AGUAS DÉCIMA 376,1                         797,1                         440,0                                             

AGUAS DEL ALTIPLANO 376,1                         1.082,3                     500,9                                             

AGUAS DEL VALLE 376,1                         635,2                         415,1                                             

AGUAS MAGALLANES 376,1                         631,3                         404,1                                             

AGUAS MANQUEHUE 376,1                         605,3                         489,1                                             

AGUAS NUEVO SUR 376,1                         6.914,5                     611,9                                             

AGUAS PATAGONIA 376,1                         669,6                         533,0                                             

COOPAGUA 376,1                         376,1                         376,1                                             

ESSAL 376,1                         813,3                         447,2                                             

ESSBÍO 376,1                         4.868,5                     489,9                                             

ESVAL 376,1                         890,7                         451,0                                             

SEMBCORP AGUAS CHACABUCO 376,1                         594,9                         456,1                                             

SEMBCORP AGUAS LAMPA 376,1                         605,7                         447,6                                             

SMAPA 376,1                         615,4                         416,7                                             


Simulación de los efectos de la compensación que proponen mociones

	Empresa
	Cs 2010
	Compensación total (simulación en base a datos de 2010)

	 
	N° Cortes
	N° Clientes
	Duración (hr)
	S. Prokurica
	 S. Gómez 

	 AGUAS ANDINAS 
	1.800
	196.452
	6.851
	5.520.134
	44.362.995 

	 AGUAS ARAUCANÍA 
	2.421
	226.160
	10.018
	10.138.920
	110.205.078 

	 AGUAS CHAÑAR 
	502
	141.519
	2.842
	6.967.477
	75.338.748 

	 AGUAS CORDILLERA 
	442
	25.652
	2.089
	877.602
	7.411.347 

	 AGUAS DE ANTOFAGASTA 
	2.408
	249.984
	8.932
	14.828.280
	114.034.793 

	 AGUAS DÉCIMA 
	267
	16.952
	988
	666.948
	5.773.761 

	 AGUAS DEL ALTIPLANO 
	3.605
	907.416
	27.999
	84.159.709
	939.673.159 

	 AGUAS DEL VALLE 
	1.607
	129.313
	5.580
	4.367.805
	33.457.305 

	 AGUAS MAGALLANES 
	205
	28.880
	746
	1.310.534
	9.978.487 

	 AGUAS MANQUEHUE 
	67
	2.486
	358
	94.716
	738.962 

	 AGUAS NUEVO SUR 
	1.824
	165.625
	24.428
	16.168.626
	2.048.175.651 

	 AGUAS PATAGONIA 
	195
	16.518
	1.145
	1.651.646
	18.225.704 

	 COOPAGUA 
	38
	1.010
	31
	9.495
	49.109 

	 ESSAL 
	2.015
	157.232
	9.946
	9.044.847
	78.547.095 

	 ESSBÍO 
	4.482
	630.953
	28.553
	30.050.420
	1.934.945.137 

	 ESVAL 
	3.533
	614.146
	16.192
	31.549.724
	286.247.899 

	SEMBCORP AGUAS CHACABUCO
	84
	21.625
	318
	488.846
	3.795.613 

	 SEMBCORP AGUAS LAMPA 
	43
	7.238
	188
	292.134
	2.619.495 

	 SMAPA 
	115
	1.189.360
	389
	22.297.514
	169.248.175 

	TOTAL
	25.653
	4.728.521
	147.592
	240.485.377
	5.882.828.513 


	Empresa
	Senador Prokurica
	Senador Gómez

	 
	Min
	Máx
	Promedio
	Min
	Máx
	Promedio

	 AGUAS ANDINAS 
	1,2
	191,0 
	26,8 
	 4,7 
	4.201,6 
	216,8 

	 AGUAS ARAUCANÍA 
	0,2
	1.501,0 
	41,8 
	 0,7 
	156.101,0 
	457,4 

	 AGUAS CHAÑAR 
	2,7
	804,1 
	60,6 
	 10,7 
	43.422,3 
	884,5 

	 AGUAS CORDILLERA 
	3,1
	106,3 
	33,8 
	 12,2 
	1.488,4 
	285,9 

	 AGUAS DE ANTOFAGASTA 
	2,6
	183,8 
	59,2 
	 10,6 
	2.205,5 
	452,5 

	 AGUAS DÉCIMA 
	3,5
	328,3 
	39,2 
	 14,1 
	7.879,3 
	339,6 

	 AGUAS DEL ALTIPLANO 
	3,1
	629,6 
	95,8 
	 12,4 
	23.926,1 
	1.124,3 

	 AGUAS DEL VALLE 
	1,0
	160,4 
	34,5 
	 4,0 
	2.245,2 
	263,6 

	 AGUAS MAGALLANES 
	6,3
	184,2 
	47,6 
	 25,1 
	2.579,2 
	369,5 

	 AGUAS MANQUEHUE 
	1,6
	125,2 
	48,2 
	 6,2 
	1.502,6 
	421,9 

	 AGUAS NUEVO SUR 
	3,4
	6.441,4 
	137,3 
	 13,5 
	2.756.916,0 
	20.175,1 

	 AGUAS PATAGONIA 
	13,2
	263,8 
	103,3 
	 52,8 
	3.693,4 
	1.131,1 

	 COOPAGUA 
	2,0
	51,4 
	9,7 
	 
	 
	 

	 ESSAL 
	3,0
	358,2 
	59,9 
	 7,9 
	411,0 
	49,1 

	 ESSBÍO 
	1,4
	 4.379,8 
	52,0 
	 12,1 
	8.597,7 
	533,8 

	 ESVAL 
	3,7
	 427,7 
	51,5 
	 5,6 
	1.541.699,6 
	3.960,8 

	 SEMBCORP AGUAS CHACABUCO 
	4,1
	86,2 
	23,3 
	 15,0 
	12.830,5 
	478,8 

	 SEMBCORP AGUAS LAMPA 
	3,1
	124,8 
	40,5 
	 16,4 
	1.207,1 
	184,0 

	 SMAPA 
	2,9
	102,6 
	18,7 
	 12,3 
	 1.747,1 
	365,6 

	
	
	
	
	
	
	


- - -





El Honorable Senador señor García-Huidobro manifestó que se ha discutido extensamente el problema de la suspensión del servicio de agua potable, pero que teniendo presente que las empresas sanitarias dan servicios adicionales, como el de alcantarillado y de tratamiento de aguas servidas, desea saber si en el proyecto se incorporan compensaciones por el incumplimiento o suspensión de dichos servicios, los que también son cancelados por los usuarios junto con el de agua potable.





Sobre el particular, el señor Fiscal expresó que una de las innovaciones que incorpora la indicación del Ejecutivo es que también se sanciona la falta de servicio por la no prestación del servicio de recolección de aguas servidas y de tratamiento.





El Honorable Senador señor Escalona manifestó que le parece adecuada la idea que ante una interrupción del servicio se origine una compensación para el usuario. Sin embargo, agregó, la opinión pública conoció de los problemas de suministro generados en los meses de febrero y marzo pasados, aparentemente vinculados con la obsolescencia de la red, sea esta producto de fenómenos naturales, del término de su vida útil o de su incapacidad para satisfacer las actuales demandas, situación que parece indicar la conveniencia de incorporar mecanismos que permitan a la autoridad orientar las inversiones de estas empresas para que los usuarios no resulten perjudicados por un inadecuado mantenimiento de las redes. 





Señaló que el problema parece tener relación con el cambio de la naturaleza de la propiedad de las empresas de servicios sanitarios, que pasaron desde el Estado al sector privado produciendo una  nueva forma de dirección, en que la preocupación central de la autoridad política administrativa por el buen funcionamiento del servicio y la adecuada satisfacción de los usuarios que orientaba el actuar de sus ejecutivos, aunque ello fuera impulsado por motivos políticos, ha derivado en un manejo orientado por criterios empresariales, que eventualmente pueden buscar maximizar el rendimiento de sus redes hasta el punto de postergar las inversiones necesarias para mantenerlas, renovarlas o ampliarlas para optimizar el servicio a sus clientes. 





Indicó que dirigidas ahora las empresas concesionarias con criterios empresariales parece equilibrado el verificar que la autoridad pública, sea el Ministerio, la Superintendencia u otra entidad, pueda utilizar los antecedentes de que dispone para hacer presente o advertir a las empresas que en una zona, barrio o comuna determinada, de acuerdo a los problemas que se han manifestado, es posible suponer que la red está obsoleta, que cumplió su vida útil, o que las matrices existentes no corresponden a las reales necesidades, lo que hace necesario invertir, reponer o reparar para actuar en forma preventiva y evitar o disminuir los cortes de suministro de servicio que razonablemente se espera ocurrirán. 





Manifestó que mientras la marcha de tales empresas eran de responsabilidad del Estado, es posible suponer que las inversiones se realizaban teniendo presente el costo y la crítica política a que se veía expuesto el gobierno de turno si se producía la suspensión del respectivo servicio.  





Expresó que parte de las funciones de todo gobierno es cautelar que la población no quede sin suministro de servicios básicos, y que los usuarios entienden que ante situaciones inesperadas e imprevisibles se suspenda el suministro aunque sufra las consiguientes molestias, pero que a nadie le parece aceptable que la interrupción del suministro sea consecuencia de una mantención defectuosa o no oportuna por parte de una empresa regulada que presta servicios de primera necesidad, porque no es razonable suponer que ella desconocía la condición de los equipos, redes e instalaciones que necesita para su normal operación.





La señora Ministro explicó que hay dos puntos centrales en la materia. El primer aspecto es el plan de inversión de las empresas, los que tienen que ser orientados en forma creciente hacia estándares de reposición más exigentes, que es un trabajo que se está realizando. Un segundo aspecto dice relación con los cortes no programados y reiterados en un mismo cuartel, que son en términos simples los circuitos de una determinada red, caso en el cual es evidente que hay problemas de obsolescencia de la red.





Señaló que hay problemas de obsolescencia detectados y que para resolverlos se ha trabajado en los planes de inversión. Agregó que para lograrlo no sólo es importante exigirles a las empresas que adelanten sus programas de inversión para que tengan un nivel adecuado de reposición, lo que se hace en forma paulatina para no generar un gran impacto en las tarifas, sino que también es necesario que las empresas respondan ante cortes no programados indemnizando a los usuarios por las molestias que ello causa. Indicó que cuando se revienta una matriz se produce el típico caso de corte no programado, y que la presión de compensar a los usuarios genera un incentivo correcto en pro de la adecuada mantención por el costo económico y de reputación que el corte genera para la empresa. La compensación, de esta forma, es también un incentivo al mejor servicio de los usuarios. 





El Honorable Senador señor García-Huidobro manifestó que gran parte de las zonas rurales cuentan con programas de agua potable rural (APR), que son fruto del aporte del Estado en un programa históricamente exitoso, en que también es necesario cautelar la calidad del servicio que reciben sus usuarios, en especial considerando que muchos APR reciben asistencia técnica de las empresas sanitarias, que les orientan en sus inversiones y operación, en una relación que muchas veces ha resultado positiva. En definitiva, agregó, quisiera saber si las normas del proyecto benefician a los usuarios de agua potable rural y conocer cuántos usuarios serán beneficiados por la ley de compensaciones y a cuántos no les resultará aplicable. 





Sobre el particular, la señora Ministro indicó que no se trata de una concesión sanitaria propiamente tal sino que de una obra que entrega el Estado a un comité de agua potable rural, que es un grupo de personas que la administre. Agregó que los esfuerzos en esta materia están orientados a mejorar la institucionalidad de los APR, en especial para mejorar su operación y la prestación del servicio, permitirles obtener incentivos, recibir subsidio o ser fiscalizados, pero que los beneficiarios de esta ley son mayoritariamente usuarios del entorno urbano. 





El Honorable Senador señor García-Huidobro observó que la indicación se refiere al suministro de los servicios de distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas, pero que no parece claro en qué situación queda del servicio de tratamiento de las aguas servidas por el cual también la empresa cobra al usuario, y consultó si existiría también compensación por la suspensión del servicio de tratamiento.





El señor Fiscal del Ministerio explicó que se analizó el problema del tratamiento y se decidió indemnizar lo referente al tratamiento de las aguas servidas sólo en lo relativo a la recolección y al alcantarillado, porque se pretende resarcir al usuario por la suspensión de los servicios que recibe en su domicilio, y el tratamiento propiamente tal no afecta ni perjudica directamente al usuario en su domicilio, ya que el desperfecto del tratamiento no genera perjuicios directos al cliente como ocurre con la suspensión del suministro de agua potable o de recolección de las aguas por el alcantarillado.  





La señora Superintendente de Servicios Sanitarios expresó que la calidad del servicio incluye todo el ciclo sanitario, y que una falla en una planta de tratamiento de aguas servidas es una falla en la calidad del servicio que puede ser sancionada por los sistemas habituales. Agregó que la Superintendencia está facultada para suspender la tarifa cuando hay una falla en una planta de tratamiento de agua servida, lo que no ocurre en el caso del suministro de agua potable u otro servicio. Señaló que esa facultad no está expresamente señalada en la ley sino que es producto de la interpretación que por años ha mantenido la Superintendencia, que permite suspender la tarifa cuando no se presta el servicio, y que se ha aplicado reiteradamente.    





Señaló que el tratamiento de las aguas no es un servicio que se internalice por el usuario que sólo siente que paga por no contaminar. Sin embargo, agregó, una falla en una planta de tratamiento genera externalidades a quienes están a su alrededor, que generalmente se manifiestan con problemas de malos olores, problema cuyo reclamo se está haciendo cada más frecuente en el país. Continuó explicando que la Superintendencia debe determinar si esa consecuencia molesta obedece a una falla en la calidad del servicio pues sólo ante ella le corresponde actuar,  ordenando la suspensión del cobro tarifario, o dando instrucciones para superar la falla.





Manifestó que la particularidad del servicio de tratamiento de aguas servidas es que se trata de una actividad en que no es posible sancionar con la suspensión o clausura de la planta, pues ello generaría un daño mayor, a lo que se agrega la falta de gradualidad en las sanciones, pues la multa que es posible aplicar se encuentra muy lejana de la sanción máxima que establece la ley que es la caducidad de la concesión, lo que hace necesario considerar una sanción intermedia.





Informó que el monto máximo de multa asciende a 50 UTA, la cual puede aumentarse a 1.000 UTA siempre que afecte a la generalidad de los usuarios, por lo que es muy excepcional.  Agregó que si la multa máxima no desincentiva el ahorro en reposición o mantención, es posible que la compensación a los usuarios sirva a tal propósito.





Señaló que la tarifa se explica en 30% por gasto y en 70%, en general, por inversión, considerando en éste último ítem la vida útil de cada activo necesario para el sistema productivo y la parte alícuota necesaria para su reposición, que es el concepto de una empresa que se inicia en su operación. 




El señor Fiscal de la Superintendencia expresó que desde el año 1999 se ha sostenido por la entidad una interpretación de sus facultades que ha tenido sustento en resoluciones judiciales, pero que no se ha podido innovar sobre los casos que justifican una suspensión tarifaria debido a una probable judicialización de la materia por parte de las empresas sanitarias.





El Honorable Senador señor García-Huidobro manifestó que la idea es que las aguas que entrega una planta de tratamiento cumplan con la norma de agua de riego, por lo que una falla no es sólo un problema de olores sino que de mala calidad de ese elemento. Agregó que el hecho de que una empresa no cumpla con sus obligaciones, significa afectar un servicio por el cual el usuario paga y contaminar las aguas y el cauce por donde se produce la evacuación de las aguas tratadas.





Expresó que existe la voluntad de la Comisión de incorporar la interpretación que permite la suspensión tarifaria en la ley, para que también la suspensión o falla en la calidad del servicio de tratamiento de aguas servidas sea compensada por las empresas. Además, consultó si las nuevas funciones que se otorgan a la Superintendencia es posible abordarlas con su actual dotación de personal, siendo informado que la Superintendencia prepara un proyecto de aumento de dotación que se presentará en la Ley de Presupuestos del Sector Público, para solucionar el aumento de horas de fiscalización.





El Honorable Senador señor Sabag señaló que cuando la falla es atribuible a una empresa existe un procedimiento que permite actuar a los organismos competentes, incluso sancionándolas, y consultó que mecanismos es posible emplear cuando el problema se genera por defectos en la operación de las plantas de las comunidades de agua potable rural, normalmente a cargo de comités de agua potable o cooperativas con una débil estructura y sin medios o limitada capacidad técnica. Además, solicitó ser informado sobre las causas más frecuentes de fallas o interrupciones del servicio de distribución de agua potable. 





La señora Superintendente expresó que los problemas de calidad del agua potable rural escapan a su competencia pues no dicen relación con empresas sanitarias, y que su salubridad es controlada por los servicios de salud, que operan en la práctica basados en consultas o denuncias más que por un proceso de fiscalización. Respecto de las causas de fallas en el suministro, explicó que la razón más frecuente para la suspensión del suministro es la falla de materiales que produce roturas en redes o matrices de agua potable, haciendo presente que en el proceso sancionatorio constituye una agravante para la empresa el no haber realizado la reposición o la mantención adecuada.




En cuanto a la calidad del agua que sale de una planta de tratamiento, indicó que la Superintendencia fiscaliza que se cumpla con los estándares de la norma de riego fijados por decreto supremo, siendo precisamente una de las causas por las que procede la suspensión tarifaria el incumplimiento de estos parámetros.





El señor Fiscal del Ministerio expresó que cuando se trata de establecer una compensación tarifaria debe determinarse con facilidad el caso en que procede y su monto. Agregó que respecto de las plantas de tratamiento es más difícil determinar a quienes afecta. Además, señalo que los representantes del Ejecutivo coinciden en que la facultad de sancionar que ejerce la Superintendencia de Servicios Sanitarios, de acuerdo a la interpretación que ha encontrado respaldo judicial, debe quedar claramente establecida en la ley, y que Ejecutivo preparará una indicación de acuerdo a lo solicitado por la Comisión. 





Finalmente expresó que la indicación del Ejecutivo tiende a indemnizar de manera más significativa a los usuarios, ya que el proyecto del Honorable Senador señor Prokurica propone un cobro equivalente al duplo del valor del agua no suministrada durante la interrupción o suspensión del servicio, pero no contempla indemnizaciones significativas para interrupciones de poca duración que son las de mayor ocurrencia en nuestro país, mientras que la propuesta del Honorable Senador señor Gómez considera que se otorguen compensaciones muy gravosas, que no es posible justificar bajo la óptica de una indemnización de perjuicios proporcional al daño causado.   





En cuanto al hecho cuyo efecto se compensa, la proposición del Ejecutivo se aplica a cualquier corte de suministro de agua potable ya sea que la afectación tenga como fuente la producción, la distribución o el servicio de recolección de aguas servidas, mientras que la proposición del Honorable Senador señor Prokurica procedería sólo respecto de interrupciones en el servicio de distribución de agua potable, y en el proyecto del Honorable Senador señor Gómez respecto de todos los servicios públicos sanitarios, incluido la disposición de aguas servidas, lo cual considera un error toda vez que la interrupción de este servicio no perjudica directamente a los usuarios que pagan por el mismo, sino a quienes viven en las cercanías de las plantas de tratamiento.


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se transcriben y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Obras Públicas.  

- - -

Artículo Único





Su encabezamiento señala lo siguiente:




“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, en la forma que a continuación se indica:”.
o o o

Artículo 11





Indicación número 1, de Su Excelencia el Presidente de la República, es del siguiente tenor:





“Para incorporar el siguiente inciso segundo al artículo 11, quedando el actual inciso segundo como inciso tercero:





“Asimismo, las concesionarias de distribución de agua potable estarán obligadas a abonar los montos que resulten de la aplicación del artículo 35 bis, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 35 ter.”.”.




Como se ha señalado al inicio de la discusión en particular, las indicaciones Nos 1, 2, 9 y 12 corresponden a un texto sustitutivo del Ejecutivo, y fueron analizadas como un todo por vuestra Comisión.





- Sometida a votación, la indicación número 1 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro, Quintana y Sabag. 





Indicación número 2, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir en el inciso segundo del artículo 11, que ha pasado a ser inciso tercero, la frase “el inciso anterior” por la “los incisos anteriores”.




- Sometida a votación, la indicación número 2 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro, Quintana y Sabag. 

o o o

Número 1





El número 1, del artículo único del proyecto aprobado en general, dispone lo siguiente:





“1. Agrégase, en el inciso segundo del artículo 35, después de la expresión “deberán ser”, la frase “autorizados por la autoridad  y”.”.




Respecto de este numeral se presentaron las indicaciones números 3, 4 y 5.





La indicación número 3, de la Honorable Senadora señora Allende, propone agregar en el inciso segundo del artículo 35, después de la expresión "deberán ser", la frase “autorizados por la autoridad mediante el correspondiente acto administrativo y”.





- El señor Presidente de la Comisión la declaró inadmisible por recaer en materias de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el número 2 del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 





La indicación número 4, del Honorable Senador señor García Huidobro, y la indicación número 5, del Honorable senador señor Larraín, don Hernán, son para suprimir el numeral 1.





La señora Superintendente de Servicios Sanitarios expresó que las empresas deben informarle sobre los cortes programados  pero que la Superintendencia no les da su aprobación, pues para ello requeriría estudiar detalladamente su procedencia o conveniencia y agregaría una enorme burocracia al funcionamiento de las concesionarias.





- Sometidas a votación, las indicaciones números 4 y 5 fueron aprobadas, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro y Quintana. 

- - -

Nº 2




El número 2, del artículo único del proyecto aprobado en general, dispone lo siguiente:




“2. Agrégase, a continuación del artículo 35, el siguiente artículo 35 bis, nuevo:




“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la interrupción o suspensión del servicio de distribución de agua potable por parte de un prestador, no autorizada por la autoridad o no comunicada previamente a los usuarios, que afecte parcial o íntegramente una o más áreas de concesión de distribución, dará lugar a una compensación a los usuarios sujetos a regulación de precios afectados, de cargo del concesionario, equivalente al duplo del valor del agua potable no suministrada durante la interrupción o suspensión del servicio.





La compensación regulada en esta norma se efectuará descontando los valores correspondientes en la facturación más próxima, o en aquellas que determine la Superintendencia, a requerimiento del respectivo concesionario.





Las compensaciones a que se refiere este artículo se abonarán al usuario de inmediato, independientemente del derecho que asista al concesionario para repetir en contra de terceros responsables.”.”.





Respecto de este número se presentaron las indicaciones signadas con los números 6, 7, 8 y 9.





La indicación número 6, de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir en el inciso primero del artículo 35 bis, la expresión “no autorizada por la autoridad o no comunicada previamente a los usuarios” por “no autorizada por la autoridad mediante el correspondiente acto administrativo y no comunicada previamente a los usuarios”.  




- La indicación número 6 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro y Quintana. 

- - -





La indicación número 7, de la Honorable Senadora señora Allende, para incorporar en el artículo 35 bis el siguiente inciso primero, nuevo, pasando el actual a ser segundo, del siguiente tenor: 





“Siempre deberá el concesionario informar debidamente y con anticipación de al menos dos días a la Superintendencia de los cortes que revistan el carácter de programados para los efectos de la dictación del correspondiente acto administrativo.”.





- Sometida a votación la indicación número 7 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro y Quintana. 

- - -




La indicación número 8, del Honorable Senador señor Gómez, para incorporar el siguiente artículo 35 bis, nuevo:





“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la interrupción, restricción o racionamiento que no sea programado e imprescindible para la prestación del servicio, que afecte parcial o íntegramente una o más áreas de concesión, dará lugar al descuento proporcional del cargo fijo respectivo y al pago de una compensación a los usuarios, de cargo del concesionario, equivalente al duplo de las sumas de los valores de los cargos variables del agua potable, recolección de aguas servidas y tratamiento, cuando correspondiere, valorizada a precio de periodo punta.





Para la determinación del monto de la compensación que corresponda a cada usuario se estará al consumo promedio diario calculado para ese período dividido por 24 y multiplicado por el número de horas o fracción de hora en que el servicio se encuentre suspendido.





Cuando la interrupción del suministro exceda las tres horas continuas la compensación determinada conforme a los incisos precedentes, se incrementará en un 100%. Dicho monto se incrementará en un 50% por cada tres horas adicionales a contar de las primeras seis horas de interrupción del suministro.





La compensación regulada en este artículo se efectuará descontando las cantidades correspondientes en la facturación más próxima, independientemente del derecho que asista al concesionario para repetir en contra de terceros responsables.





En caso de que entre el hecho que da derecho a la compensación y el pago de la misma transcurran más de tres meses, se deberá reajustar el monto de la misma conforme a la variación del índice de precios al consumidor, entre el mes anterior a que se produjo el hecho y el mes anterior al pago de la compensación.





La compensación regulada en este artículo es independiente del derecho de cada usuario para demandar la indemnización de los perjuicios que le haya producido la interrupción, restricción o razonamiento.”.





- Sometida a votación, la indicación número 8 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro y Quintana. 

- - -





La indicación número 9, de Su Excelencia el Presidente de la República, para incorporar el siguiente artículo 35 bis, nuevo:





“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la afectación de la continuidad del servicio público de producción y distribución de agua potable, mediante interrupciones, restricciones y racionamientos de cualquier tipo, que signifiquen uno o más cortes de suministro de más de tres horas de duración, así como mediante la interrupción del servicio público de recolección de aguas servidas que se produzca en la red común de alcantarillado, todo lo anterior, en incumplimiento de las obligaciones que les caben a las concesionarias por aplicación de los artículos 33, 35 y 36 bis de esta ley, dará derecho a los usuarios afectados al descuento proporcional del cargo fijo respectivo y a una compensación de cargo de la concesionaria correspondiente. A efectos de calcular el plazo de tres horas que se señala en este inciso, deberán acumularse todos aquellos cortes que hayan tenido lugar durante treinta días corridos.





La compensación será equivalente a 0,01 unidades tributarias mensuales. Si la afectación a la continuidad del servicio se extendiere por más de tres horas continuas adicionales, ésta se aumentará a 0,015 unidades tributarias mensuales. Si la afectación a la continuidad del servicio se extendiere por sobre su sexta hora de duración continua adicional, la compensación se incrementará en el valor de una hora de servicio por cada hora o fracción de hora superior a treinta minutos continua.





El incremento recién señalado dejará de aplicarse transcurrida la vigésimo cuarta hora de duración continua adicional. No obstante, y para el caso de cortes de suministro de agua potable, terminará antes de transcurrida la vigésimo cuarta hora de duración continua adicional, si la concesionaria provee agua potable a través de un sistema de suministro alternativo al de red pública que se ajuste a los parámetros que determine el Reglamento.





El valor de la hora de servicio corresponderá al promedio diario de lo cobrado por la concesionaria por el servicio cuya continuidad se afectó, durante el mismo mes del año anterior al que tuvo lugar la afectación, reajustado según la variación que hayan experimentado las tarifas correspondientes en el tiempo intermedio, dividido en veinticuatro. 





La compensación y descuento proporcional regulados en este artículo se harán efectivos mediante el abono del valor correspondiente a la facturación más próxima que corresponda emitir, o a aquella que determine la Superintendencia. Lo anterior se entiende independientemente del derecho de la concesionaria correspondiente de repetir en contra de terceros responsables. La bonificación señalada no implicará reconocimiento ni presunción alguna sobre la responsabilidad de la concesionaria.





La compensación que se establece en este artículo no excluye la indemnización de perjuicios para el resarcimiento de daños distintos a las molestias típicamente ocasionadas por la afectación de la continuidad del servicio público de producción y de distribución de agua potable, y de recolección de aguas servidas.”.




- Sometida a votación, la indicación número 9 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro, Quintana y Sabag.
- - -




La indicación número 10, del Honorable Senador señor Gómez, para incorporar el siguiente artículo 35 ter, nuevo:





“Artículo 35 ter.- La tramitación de los juicios de indemnización de perjuicios, por interrupción, restricción o racionamiento de agua potable se hará conforme al procedimiento sumarísimo que se establece a continuación:


1°.- Deducida la demanda, el tribunal citará a las partes a audiencia dentro del quinto día hábil después de la última notificación, ampliándose este plazo si el demandado no está en el lugar del juicio, con todo o parte del aumento que concede el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil;

2°.- La audiencia se celebrará con la parte que asista y en ella se recibirá la contestación de la demanda y se rendirán las pruebas. La parte que quiera rendir prueba testimonial deberá presentar, antes de las doce horas del día anterior al de la audiencia, una lista de los testigos de que piensa valerse;


3°.- Si el juez lo estima conveniente, oirá el informe de un perito, nombrado en la misma audiencia por los interesados y, a falta de acuerdo, por él. El juez fijara un plazo al perito para que presente su informe, que no podrá exceder los 15 días.


4°.- La sentencia se dictará dentro de quinto día contado desde la fecha de la audiencia, o de la presentación del informe, en su caso;


5°.- La sentencia definitiva será apelable en el solo efecto devolutivo, salvo que el juez, por resolución fundada no susceptible de apelación, conceda el recurso en ambos efectos. Las demás resoluciones son inapelables;


6°.- La apelación se tramitará como en los incidentes y gozará de preferencia para su vista y fallo, y


7°.- Los plazos que se establecen en este procedimiento serán de días hábiles.”.





- Sometida a votación, la indicación número 10 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro y Quintana.
- - -





Indicación número 11, de la Honorable Senadora señora Allende, para incorporar el siguiente artículo 35 ter, nuevo: 





“Artículo 35 ter.- Provocada una interrupción, restricción o racionamiento que no sea programado e imprescindible para la prestación del servicio, que afecte parcial o íntegramente una o más áreas de concesión, deberá siempre darse aviso de inmediato y por el medio más expedito posible por el concesionario a la Superintendencia.





Si mediare reclamo de los consumidores a la Superintendencia antes de darse el respectivo aviso, el concesionario deberá pagar a aquellos que reclamen un monto adicional igual al duplo de lo cobrado indebidamente, con un mínimo de 0.1 unidad tributaria mensual y un máximo de 3. El pago de esta pena, dictaminada por resolución de la Superintendencia, sólo procederá respecto de aquellos afectados que hayan reclamado el cobro antes que el concesionario cumpla la obligación de informar contenida en el inciso primero de este artículo, para lo cual la Superintendencia deberá llevar una nómina especialmente confeccionada al efecto.”.




La señora Ministro manifestó que la indicación contiene una especie de compensación, materia que ha sido detalladamente regulada por la indicación del Ejecutivo que ha concitado el consenso de los miembros de la Comisión.





- Puesta en votación, la indicación número 11 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro y Quintana.
- - -





Indicación número 12, de Su Excelencia el Presidente de la República, para incorporar el siguiente artículo 35 ter, nuevo:





“Artículo 35 ter.- La Superintendencia podrá instruir el abono que corresponda por aplicación del artículo 35 bis mediante resolución dictada al efecto, en la que se determine su monto, con indicación del número de usuarios afectados y la duración del corte de suministro. Para estos efectos, el Servicio Nacional del Consumidor deberá remitir un reporte o nómina que dé cuenta de todos los reclamos que reciba de parte de los usuarios acerca de afectaciones a la continuidad de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas a la Superintendencia. La Superintendencia, por su parte, remitirá las resoluciones referidas en el presente inciso al Servicio Nacional del Consumidor, para que éste pueda hacerse parte, en representación de los usuarios, en los procesos de reclamación que inicien las concesionarias en virtud del artículo 32 de la Ley Nº 18.902, en uso de las atribuciones que le confiere la Ley Nº 19.496. 





Las concesionarias de distribución podrán consultar a la Superintendencia acerca de la procedencia de la obligación de compensar en aquellos casos en que el hecho que originó la afectación de la continuidad del servicio hubiese tenido lugar durante la fase de producción de agua potable o la de recolección de aguas servidas. La obligación que establece el inciso segundo del artículo 11 se suspenderá mientras la Superintendencia no resuelva la consulta correspondiente.





La presentación de reclamos, tanto por la concesionaria como por cualquier persona o entidad, respecto de las resoluciones u omisiones de la Superintendencia en relación a la aplicación del artículo 35 bis, de conformidad al artículo 32 de la Ley Nº 18.902, suspenderá los plazos de prescripción para el ejercicio de las acciones de indemnización de perjuicios que les pudieren caber a los usuarios  a raíz de afectaciones a la continuidad en la prestación de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, cualquiera fuese su cuantía.”.





- Sometida a votación, la indicación número 12 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro, Quintana y Sabag.
o o o





Indicación número 13, de la Honorable Senadora señora Allende, para incorporar el siguiente artículo 35 quáter, nuevo:





“Artículo 35 quáter.- La tramitación de los juicios de indemnización de perjuicios, por interrupción, restricción o racionamiento de agua potable se hará conforme  al  procedimiento  establecido en el Título IV de la Ley N° 19.496.”.





El Fiscal de la Superintendencia expresó que la indicación del Ejecutivo establece un sistema de compensaciones por las molestias típicas que sufre un usuario, sin innovar en lo que dice relación con la indemnización de perjuicios que puede demandar quien ha sufrido algún daño diverso. 





- Sometida a votación, la indicación número 13 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro y Quintana.
- - -





Indicación número 14, del Honorable Senador señor Gómez, para incorporar el siguiente artículo 35 quáter, nuevo:





“Artículo 35 quáter.- Los prestadores deberán presentar a la Superintendencia, en el mes de diciembre de cada año, un plan de manejo de las emergencias que puedan efectuar la continuidad y calidad del servicio a una parte o la totalidad de su área de concesión. Dicho plan deberá considerar las medidas de mitigación que el prestador adoptará y, además, los planes de acción para superar la situación de emergencia. Sin perjuicio de las sanciones que procedan por la falta de presentación del plan de manejo de emergencias, la Superintendencia, producida alguna emergencia, podrá establecer las medidas de mitigación que sean necesarias, a costa del prestador respectivo.”.




El señor Fiscal de la Superintendencia manifestó que, como se ha hecho presente,  el sistema que considera el conjunto de indicaciones del Honorable Senador señor Gómez fue considerado e incorporado en parte en el sistema propuesto por el Ejecutivo.




- Sometida a votación, la indicación número 14 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro y Quintana.
o o o





Indicación número 15, del Honorable Senador señor Gómez, para agregar el siguiente artículo 45 bis, nuevo:





“Artículo 45 bis.- A solicitud del usuario, el prestador del servicio deberá instalar un medidor del volumen de descarga de aguas servidas. En dicho caso, el cobro por la prestación de los servicios de recolección y disposición de aguas servidas se hará únicamente respecto de volumen efectivamente descargado y medido. En el caso de nuevas urbanizaciones será de cargo del urbanizador la instalación de dichos medidores.”.




Sobre el particular, la señora Superintendente de Servicios Sanitarios señaló que en la actualidad, el cobro de alcantarillado se hace sobre la base de los metros cúbicos registrados por el agua potable, debido que no existe un medidor técnicamente factible para las aguas servidas, ya que los medidores miden fluidos y para las aguas servidas se requieren otros sistemas, de mayor costo, y que no se encuentran adaptados para ser incorporados en viviendas. 





Desde otro punto de vista, agregó, si lo que se pretende es que cada usuario pague por el alcantarillado de acuerdo a los metros cúbicos que efectivamente descarga ello significaría cambiar la ley tarifaria y calcular las tarifas de otra forma, teniendo siempre presente que se trata de obtener el autofinanciamiento del servicio. 





Agregó que para el cálculo de las tarifas se considera el costo de reposición del alcantarillado de acuerdo a la vida útil de la red, todo lo cual habría que modificar para que la distribución de los costos sea proporcional a las descargas en el alcantarillado pese a que el mismo debe diseñarse y construirse de acuerdo a la descarga máxima posible, lo que afectaría principalmente a los clientes residenciales que están obligados a conectarse. 





En respuesta a la consulta del Honorable Senador señor García-Huidobro expresó que existen grandes consumidores de agua potable que no son clientes de alcantarillado, como ocurre con los municipios que contratan el servicio de agua para regar grandes extensiones, o con algunas empresas que son grandes consumidores de agua, pero que la consumen totalmente en sus procesos. 





Señaló que la tarifa del alcantarillado supone que se descargará un ochenta por ciento del agua consumida, pero que una modificación de los porcentajes asumiendo que una mayor parte será consumida haría más alta esa tarifa por metro cúbico pues siempre será necesario prorratear el costo total de la mantención de la red. 





Expresó que el costo del alcantarillado normalmente es mayor que el del agua potable debido a las mayores inversiones requeridas para su construcción.  Añadió que no es posible masificar un sistema en que se cobre por el uso del alcantarillado debido a que no existen medidores individuales para tales flujos, y que cuando se modifique la ley tarifaria será la oportunidad de estudiar y analizar otras posibilidades, ya que hay soluciones distintas en diversos países, desde nuestro sistema que cobra por un consumo supuesto hasta el que cobra el alcantarillado como un costo fijo no asociado a su uso.





En respuesta a la consulta del Honorable Senador señor Escalona sobre si medir la descarga efectiva haría subir o disminuir los costos industriales, la señora Superintendente expresó que los costos subirían, pues la tarifa por metros cúbicos de descarga es una sola sin distinción de si el tipo de consumo es residencial o industrial, y si se calculan asumiendo menores descargas es necesario aumentar la tarifa.





Además, indicó, como los clientes industriales cuentan con la posibilidad de reutilizar el agua hasta el punto de no emitir descargas, el mayor costo de las tarifas unitarias de alcantarillado debería ser prorrateado entre los clientes residenciales, que terminarían siendo quienes usen el servicio de alcantarillado.





Respecto de la consulta del Honorable Senador señor García-Huidobro, sobre la posibilidad de permitir pagar sólo por consumo de agua a los centros deportivos, condominios o semejantes, que riegan grandes extensiones y no devuelven las aguas al alcantarillado, expresó que ello sería posible modificando el sistema tarifario, pero que como el costo de la mantención de la red de alcantarillado sería el mismo, al final sería el cliente residencial quien debería soportar mayores tarifas para compensar la liberación de pago de los grandes consumidores de agua y de los grandes jardines, que son quienes instan por el cobro del alcantarillado de acuerdo a su real uso. 




- Sometida a votación, la indicación número 15 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro, Quintana y Sabag.
o o o





Indicación número 16, del Honorable Senador señor Gómez, para agregar el siguiente artículo 47 I, nuevo:





“Artículo 47 I.- Los contratos de provisión de agua potable suscritos entre usuarios finales grandes consumidores y empresas concesionarias de distribución de agua potable o con las empresas concesionarias de producción de agua potable que utilicen, para prestar el servicio, redes de empresas concesionarias de distribución, suspenderán en su ejecución, mediante resolución fundada de la autoridad correspondiente, en aquellos casos en que sea necesario asegurar el suministro a la población dentro del área de concesión de la respectiva empresa concesionaria de distribución de agua potable. La suspensión de los contratos no podrá tener una duración superior a un año corrido.”.




- Sometida a votación, la indicación número 16 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro, Quintana y Sabag.
o o o





Abierto el plazo para indicaciones, Su Excelencia el Presidente de la República presento la indicación número 17, para incorporar lo siguiente:





“En la ley N° 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios, agréguese como artículo 11 E, nuevo, el siguiente:





“Artículo 11 E.- Será causal para suspender las fórmulas tarifarias, la no prestación efectiva del servicio de tratamiento o disposición de las aguas servidas, la que será determinada por resolución fundada de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, acorde con los criterios objetivos que se hubieren establecido previamente en el Reglamento.”.”. 




El señor Presidente manifestó que la indicación atiende los planteamientos de la Comisión que, haciéndose eco de la sugerencia de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, acordó consignar expresamente en la ley una facultad que está ejerciendo de acuerdo a su interpretación de sus potestades, que ha sido respaldada por resoluciones judiciales.





Además, indicó que de aprobarse la norma propuesta ella debiera ser considerada como artículo segundo de la iniciativa, respecto de la cual también sería necesario introducir las enmiendas formales necesarias para consignar el artículo único aprobado en general como artículo primero, recabando al efecto el acuerdo a que se refiere el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 





- Sometida a votación con la prevención antes indicada, la indicación número 17 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García-Huidobro y Sabag. 

- - -
MODIFICACIONES

En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

“Artículo único


En su encabezamiento sustituir la denominación “Artículo único”  por “Artículo 1°”, y la expresión “de 1989, del Ministerio de Obras Públicas” por “del Ministerio de Obras Públicas, de 1989”. 



(Artículo 121 inciso final del Reglamento del Senado).
Número 1


Reemplazarlo por el que sigue:


“1.- En su artículo 11:


a) Incorpórese como inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero, el siguiente:


“Asimismo, las concesionarias de distribución de agua potable estarán obligadas a abonar los montos que resulten de la aplicación del artículo 35 bis, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 35 ter.”.


b) En el inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, sustitúyese la expresión “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones número 1 y 2 y artículo 121 inciso final del Reglamento del Senado).
Número 2


Reemplazarlo por el que sigue:


“2.- Incorpórense como artículos 35 bis y 35 ter, nuevos, los siguientes:


“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la afectación de la continuidad del servicio público de producción y distribución de agua potable, mediante interrupciones, restricciones y racionamientos de cualquier tipo, que signifiquen uno o más cortes de suministro de más de tres horas de duración, así como mediante la interrupción del servicio público de recolección de aguas servidas que se produzca en la red común de alcantarillado, todo lo anterior en incumplimiento de las obligaciones que les caben a las concesionarias por aplicación de los artículos 33, 35 y 36 bis de esta ley, dará derecho a los usuarios afectados al descuento proporcional del cargo fijo respectivo y a una compensación de cargo de la concesionaria correspondiente. Para calcular el referido plazo de tres horas se acumularán todos los cortes que han tenido lugar durante treinta días corridos.


La compensación será equivalente a 0,01 unidades tributarias mensuales. Si la afectación a la continuidad del servicio se extiende por más de tres horas continuas adicionales, ésta aumentará a 0,015 unidades tributarias mensuales. Si la afectación a la continuidad del servicio se extiende por sobre su sexta hora de duración continua adicional, la compensación se incrementará en el valor de una hora de servicio por cada hora o fracción de hora superior a treinta minutos continua.


El incremento recién señalado dejará de aplicarse transcurrida la vigésimo cuarta hora de duración continua adicional. No obstante, y para el caso de cortes de suministro de agua potable, terminará antes de transcurrida la vigésimo cuarta hora de duración continua adicional, si la concesionaria provee agua potable a través de un sistema de suministro alternativo al de red pública que se ajuste a los parámetros que determine el Reglamento.


El valor de la hora de servicio corresponderá al promedio diario de lo cobrado por la concesionaria por el servicio cuya continuidad se afectó, durante el mismo mes del año anterior al que tuvo lugar la afectación, reajustado según la variación que hayan experimentado las tarifas correspondientes en el tiempo intermedio, dividido en veinticuatro. 


La compensación y descuento proporcional regulados en este artículo se harán efectivos mediante el abono del valor correspondiente a la facturación más próxima que corresponda emitir, o a aquella que determine la Superintendencia. Lo anterior se entiende independientemente del derecho de la concesionaria correspondiente de repetir en contra de terceros responsables. La bonificación señalada no implica reconocimiento ni presunción alguna sobre la responsabilidad de la concesionaria.


La compensación que se establece en este artículo no excluye la indemnización de perjuicios para el resarcimiento de daños distintos a las molestias típicamente ocasionadas por la afectación de la continuidad del servicio público de producción y de distribución de agua potable, y de recolección de aguas servidas.


Artículo 35 ter.- La Superintendencia podrá instruir el abono que corresponda por aplicación del artículo 35 bis mediante resolución dictada al efecto, la que determinará su monto, e indicará el número de usuarios afectados y la duración del corte de suministro. Para estos efectos, el Servicio Nacional del Consumidor deberá remitir a la Superintendencia un reporte o nómina que dé cuenta de todos los reclamos que reciba de parte de los usuarios acerca de afectaciones a la continuidad de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas. La Superintendencia, por su parte, remitirá las resoluciones que determinen el monto de la compensación, número de usuarios afectados y duración del corte de suministro al Servicio Nacional del Consumidor, para que éste pueda hacerse parte, en representación de los usuarios, en los procesos de reclamación que inicien las concesionarias en virtud del artículo 32 de la ley Nº 18.902, en uso de las atribuciones que le confiere la ley Nº 19.496. 


Las concesionarias de distribución podrán consultar a la Superintendencia acerca de la procedencia de la obligación de compensar en aquellos casos en que el hecho que originó la afectación de la continuidad del servicio hubiese tenido lugar durante la fase de producción de agua potable o la de recolección de aguas servidas. La obligación que establece el inciso segundo del artículo 11 se suspenderá mientras la Superintendencia no resuelva la consulta correspondiente.


La presentación de reclamos, tanto por la concesionaria como por cualquier persona o entidad, respecto de las resoluciones u omisiones de la Superintendencia en relación a la aplicación del artículo 35 bis, de conformidad al artículo 32 de la ley Nº 18.902, suspenderá los plazos de prescripción para el ejercicio de las acciones de indemnización de perjuicios que les pudieren caber a los usuarios  a raíz de afectaciones a la continuidad en la prestación de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, cualquiera fuese su cuantía.”.”.


(Indicaciones 9 y 12; Unanimidad 4x0 y artículo 121 inciso final del Reglamento del Senado).

o o o

Incorporar como artículo 2°, nuevo, el que sigue:

“Artículo 2°.- En la ley N° 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios, incorpórese como artículo 11 E, nuevo, el siguiente:


“Artículo 11 E.- Será causal para suspender las fórmulas tarifarias, la no prestación efectiva del servicio de tratamiento o disposición de las aguas servidas, la que será determinada por resolución fundada de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, acorde con los criterios objetivos que se hubieren establecido previamente en el Reglamento.”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 17 y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1989, Ley General de Servicios Sanitarios, en la siguiente forma:


1.- En su artículo 11:


a) Incorpórese como inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero, el siguiente:


“Asimismo, las concesionarias de distribución de agua potable estarán obligadas a abonar los montos que resulten de la aplicación del artículo 35 bis, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 35 ter.”.


b) En el inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, sustitúyese la expresión “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.


2.- Incorpórense como artículos 35 bis y 35 ter, nuevos, los siguientes:


“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la afectación de la continuidad del servicio público de producción y distribución de agua potable, mediante interrupciones, restricciones y racionamientos de cualquier tipo, que signifiquen uno o más cortes de suministro de más de tres horas de duración, así como mediante la interrupción del servicio público de recolección de aguas servidas que se produzca en la red común de alcantarillado, todo lo anterior en incumplimiento de las obligaciones que les caben a las concesionarias por aplicación de los artículos 33, 35 y 36 bis de esta ley, dará derecho a los usuarios afectados al descuento proporcional del cargo fijo respectivo y a una compensación de cargo de la concesionaria correspondiente. Para calcular el referido plazo de tres horas se acumularán todos los cortes que han tenido lugar durante treinta días corridos.


La compensación será equivalente a 0,01 unidades tributarias mensuales. Si la afectación a la continuidad del servicio se extiende por más de tres horas continuas adicionales, ésta aumentará a 0,015 unidades tributarias mensuales. Si la afectación a la continuidad del servicio se extiende por sobre su sexta hora de duración continua adicional, la compensación se incrementará en el valor de una hora de servicio por cada hora o fracción de hora superior a treinta minutos continua.


El incremento recién señalado dejará de aplicarse transcurrida la vigésimo cuarta hora de duración continua adicional. No obstante, y para el caso de cortes de suministro de agua potable, terminará antes de transcurrida la vigésimo cuarta hora de duración continua adicional, si la concesionaria provee agua potable a través de un sistema de suministro alternativo al de red pública que se ajuste a los parámetros que determine el Reglamento.


El valor de la hora de servicio corresponderá al promedio diario de lo cobrado por la concesionaria por el servicio cuya continuidad se afectó, durante el mismo mes del año anterior al que tuvo lugar la afectación, reajustado según la variación que hayan experimentado las tarifas correspondientes en el tiempo intermedio, dividido en veinticuatro. 


La compensación y descuento proporcional regulados en este artículo se harán efectivos mediante el abono del valor correspondiente a la facturación más próxima que corresponda emitir, o a aquella que determine la Superintendencia. Lo anterior se entiende independientemente del derecho de la concesionaria correspondiente de repetir en contra de terceros responsables. La bonificación señalada no implica reconocimiento ni presunción alguna sobre la responsabilidad de la concesionaria.


La compensación que se establece en este artículo no excluye la indemnización de perjuicios para el resarcimiento de daños distintos a las molestias típicamente ocasionadas por la afectación de la continuidad del servicio público de producción y de distribución de agua potable, y de recolección de aguas servidas.


Artículo 35 ter.- La Superintendencia podrá instruir el abono que corresponda por aplicación del artículo 35 bis mediante resolución dictada al efecto, la que determinará su monto, e indicará el número de usuarios afectados y la duración del corte de suministro. Para estos efectos, el Servicio Nacional del Consumidor deberá remitir a la Superintendencia un reporte o nómina que dé cuenta de todos los reclamos que reciba de parte de los usuarios acerca de afectaciones a la continuidad de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas. La Superintendencia, por su parte, remitirá las resoluciones que determinen el monto de la compensación, número de usuarios afectados y duración del corte de suministro al Servicio Nacional del Consumidor, para que éste pueda hacerse parte, en representación de los usuarios, en los procesos de reclamación que inicien las concesionarias en virtud del artículo 32 de la ley Nº 18.902, en uso de las atribuciones que le confiere la ley Nº 19.496. 


Las concesionarias de distribución podrán consultar a la Superintendencia acerca de la procedencia de la obligación de compensar en aquellos casos en que el hecho que originó la afectación de la continuidad del servicio hubiese tenido lugar durante la fase de producción de agua potable o la de recolección de aguas servidas. La obligación que establece el inciso segundo del artículo 11 se suspenderá mientras la Superintendencia no resuelva la consulta correspondiente.


La presentación de reclamos, tanto por la concesionaria como por cualquier persona o entidad, respecto de las resoluciones u omisiones de la Superintendencia en relación a la aplicación del artículo 35 bis, de conformidad al artículo 32 de la Ley Nº 18.902, suspenderá los plazos de prescripción para el ejercicio de las acciones de indemnización de perjuicios que les pudieren caber a los usuarios  a raíz de afectaciones a la continuidad en la prestación de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, cualquiera fuese su cuantía.”.


Artículo 2°.- En la ley N° 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios, incorpórese como artículo 11 E, nuevo, el siguiente:


“Artículo 11 E.- Será causal para suspender las fórmulas tarifarias, la no prestación efectiva del servicio de tratamiento o disposición de las aguas servidas, la que será determinada por resolución fundada de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, acorde con los criterios objetivos que se hubieren establecido previamente en el Reglamento.”.”.

- - - - - - - - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 10 de abril, 8 de mayo y 12 junio de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Presidente), Camilo Escalona Medina, Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Hosain Sabag Castillo), Antonio Horvath Kiss (Carlos Larraín Peña), y  Jaime Quintana Leal.


Sala de la Comisión, a 10 de julio de 2013.
(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE DICTA NORMAS SOBRE COMPENSACIONES A LOS USUARIOS DE SERVICIOS DE DISTRIBUCIÓN DE AGUA POTABLE EN CASOS DE INTERRUPCIONES O SUSPENSIONES NO AUTORIZADAS O NO COMUNICADAS PREVIAMENTE A ELLOS

(2357-09)
HONORABLE SENADO:





La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señores Roberto Delmastro y Carlos Vilches y de los ex Diputados señores Pedro Pablo Alvarez Salamanca, Pablo Galilea, José García, Arturo Longton, Osvaldo Palma y Baldo Prokurica, con urgencia calificada de “suma”.




A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

De la Superintendencia de Servicios Sanitarios, la Superintendenta, señora Magaly Espinoza, y el Jefe de la División de Concesiones, señor Humberto Soto. 

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Juan Ignacio Gómez.

El asesor del Honorable Senador señor Prokurica, señor Javier Coopman.  

- - - 





Cabe consignar que la iniciativa en informe fue previamente discutida por la Comisión de Obras Públicas, en trámite reglamentario de segundo informe. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Establecer una compensación tarificada no judicial por parte de las empresas concesionarias del servicio de distribución de agua potable, para resarcir a los usuarios de las molestias que sufren cuando es afectada la continuidad de los servicios sanitarios.

- - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no efectuó enmiendas al texto despachado por la Comisión de Obras Públicas en su segundo informe.
Se hace presente, asimismo, que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en dicho segundo informe de la Comisión de Obras Públicas, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda. 

- - - 

DISCUSIÓN PARTICULAR 

Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, el Honorable Senador señor Prokurica expresó que los usuarios de los servicios de distribución de agua potable se ven expuestos a suscribir verdaderos contratos de adhesión con las empresas concesionarias. En ellos, en efecto, deben someterse al precio que negocia la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS) con las sanitarias, sin contar con capacidad para decidir con qué empresa contratar ni para fijar las condiciones de contratación o de la calidad de los servicios.

Mientras la concesionaria se obliga a entregar abastecimiento durante las 24 horas del día a cambio del cobro de un cargo fijo, reseñó, los usuarios quedan obligados al pago de sus cuentas. En caso de incumplimiento, sin embargo, los efectos que se generan son disímiles. Si el usuario deja de pagar, la empresa le impone en primer lugar una multa, si persiste le corta el servicio y, en última instancia, retira el medidor de su domicilio. Si, por el contrario, es la empresa la que incumple su obligación, no se verifica compensación alguna hacia al usuario, sino tan solo una multa a beneficio fiscal que impone la SISS.

En este contexto, el proyecto de ley en discusión, originado en una moción parlamentaria que se viene tramitando desde el año 1999 y a la que el actual Gobierno ha adherido formulando indicaciones, recoge la demanda por que los usuarios puedan verse en parte reparados por los inconvenientes que las concesionarias de distribución de agua potable les puedan provocar. 

En términos generales, en consecuencia, se propone un sistema de descuento proporcional del cargo fijo y de compensaciones en caso de afectación de la continuidad del servicio de público de producción y distribución de agua potable. Dicho sistema, resaltó, no obsta al derecho de los usuarios a perseguir indemnización de perjuicios para el resarcimiento de daños distintos a las molestias típicamente ocasionadas por la afectación de la continuidad del servicio.

Enseguida, la Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinoza, destacó que la iniciativa en estudio viene a complementar un aspecto del cual el marco regulatorio sanitario carece, a saber, el otorgamiento de compensaciones económicas en las cuentas de los usuarios, en la escala gradual que se ha previsto, cuando se produzcan cortes del suministro. 

Una normativa de este tipo, sostuvo, resulta del todo necesaria para cautelar la situación a que se enfrentan los consumidores cuando se producen fallas en el servicio imputables a la responsabilidad de las empresas sanitarias.

A continuación, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció sobre los dos artículos de la iniciativa, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Obras Públicas en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo prescrito en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

Artículo 1°





Modifica, a través de dos numerales, el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1989, Ley General de Servicios Sanitarios.

Número 1.-

Introduce, mediante dos literales, dos enmiendas en el artículo 11

Mediante la letra a) incorpora el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Asimismo, las concesionarias de distribución de agua potable estarán obligadas a abonar los montos que resulten de la aplicación del artículo 35 bis, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 35 ter.”.


Por la letra b), en tanto, sustituye en el inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, la expresión “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.

Número 2.-


Incorpora los siguientes artículos 35 bis y 35 ter, nuevos:


“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la afectación de la continuidad del servicio público de producción y distribución de agua potable, mediante interrupciones, restricciones y racionamientos de cualquier tipo, que signifiquen uno o más cortes de suministro de más de tres horas de duración, así como mediante la interrupción del servicio público de recolección de aguas servidas que se produzca en la red común de alcantarillado, todo lo anterior en incumplimiento de las obligaciones que les caben a las concesionarias por aplicación de los artículos 33, 35 y 36 bis de esta ley, dará derecho a los usuarios afectados al descuento proporcional del cargo fijo respectivo y a una compensación de cargo de la concesionaria correspondiente. Para calcular el referido plazo de tres horas se acumularán todos los cortes que han tenido lugar durante treinta días corridos.


La compensación será equivalente a 0,01 unidades tributarias mensuales. Si la afectación a la continuidad del servicio se extiende por más de tres horas continuas adicionales, ésta aumentará a 0,015 unidades tributarias mensuales. Si la afectación a la continuidad del servicio se extiende por sobre su sexta hora de duración continua adicional, la compensación se incrementará en el valor de una hora de servicio por cada hora o fracción de hora superior a treinta minutos continua.


El incremento recién señalado dejará de aplicarse transcurrida la vigésimo cuarta hora de duración continua adicional. No obstante, y para el caso de cortes de suministro de agua potable, terminará antes de transcurrida la vigésimo cuarta hora de duración continua adicional, si la concesionaria provee agua potable a través de un sistema de suministro alternativo al de red pública que se ajuste a los parámetros que determine el Reglamento.


El valor de la hora de servicio corresponderá al promedio diario de lo cobrado por la concesionaria por el servicio cuya continuidad se afectó, durante el mismo mes del año anterior al que tuvo lugar la afectación, reajustado según la variación que hayan experimentado las tarifas correspondientes en el tiempo intermedio, dividido en veinticuatro. 


La compensación y descuento proporcional regulados en este artículo se harán efectivos mediante el abono del valor correspondiente a la facturación más próxima que corresponda emitir, o a aquella que determine la Superintendencia. Lo anterior se entiende independientemente del derecho de la concesionaria correspondiente de repetir en contra de terceros responsables. La bonificación señalada no implica reconocimiento ni presunción alguna sobre la responsabilidad de la concesionaria.


La compensación que se establece en este artículo no excluye la indemnización de perjuicios para el resarcimiento de daños distintos a las molestias típicamente ocasionadas por la afectación de la continuidad del servicio público de producción y de distribución de agua potable, y de recolección de aguas servidas.


Artículo 35 ter.- La Superintendencia podrá instruir el abono que corresponda por aplicación del artículo 35 bis mediante resolución dictada al efecto, la que determinará su monto, e indicará el número de usuarios afectados y la duración del corte de suministro. Para estos efectos, el Servicio Nacional del Consumidor deberá remitir a la Superintendencia un reporte o nómina que dé cuenta de todos los reclamos que reciba de parte de los usuarios acerca de afectaciones a la continuidad de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas. La Superintendencia, por su parte, remitirá las resoluciones que determinen el monto de la compensación, número de usuarios afectados y duración del corte de suministro al Servicio Nacional del Consumidor, para que éste pueda hacerse parte, en representación de los usuarios, en los procesos de reclamación que inicien las concesionarias en virtud del artículo 32 de la ley Nº 18.902, en uso de las atribuciones que le confiere la ley Nº 19.496. 


Las concesionarias de distribución podrán consultar a la Superintendencia acerca de la procedencia de la obligación de compensar en aquellos casos en que el hecho que originó la afectación de la continuidad del servicio hubiese tenido lugar durante la fase de producción de agua potable o la de recolección de aguas servidas. La obligación que establece el inciso segundo del artículo 11 se suspenderá mientras la Superintendencia no resuelva la consulta correspondiente.


La presentación de reclamos, tanto por la concesionaria como por cualquier persona o entidad, respecto de las resoluciones u omisiones de la Superintendencia en relación a la aplicación del artículo 35 bis, de conformidad al artículo 32 de la Ley Nº 18.902, suspenderá los plazos de prescripción para el ejercicio de las acciones de indemnización de perjuicios que les pudieren caber a los usuarios  a raíz de afectaciones a la continuidad en la prestación de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, cualquiera fuese su cuantía.”.

Artículo 2°

Incorpora el siguiente artículo 11 E, nuevo, en la ley N° 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios:


“Artículo 11 E.- Será causal para suspender las fórmulas tarifarias, la no prestación efectiva del servicio de tratamiento o disposición de las aguas servidas, la que será determinada por resolución fundada de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, acorde con los criterios objetivos que se hubieren establecido previamente en el Reglamento.”.”.





Puestos en votación los artículos 1° y 2°, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Prokurica y Zaldívar.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 29 de mayo de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente Informe Financiero dice relación con la introducción de una modificación a la ley N° 19.082, del año 1989, del Ministerio de Obras Públicas, que creó la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS).

La modificación establece que la SISS podrá suspender la aplicación de tarifas por parte de las empresas concesionarias, producto de la no prestación efectiva del servicio de tratamiento o disposición de las aguas servidas, la que deberá ser determinada por Resolución fundada de ese organismo fiscalizador.

Lo anterior se fundamenta en que:

- Tratándose de fallas en el servicio de tratamiento de aguas servidas, el usuario no resulta directamente afectado, por lo que no es posible la aplicación de compensaciones directas en su favor.

- Por otro lado, para velar por la calidad del servicio ha resultado ser más eficaz que, frente a un incumplimiento, se prive a la empresa sanitaria (concesionaria) de efectuar cobro alguno por este concepto hasta cuando supere el nivel de infracción, restableciendo de dicha manera, la prestación del servicio contratado.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El proyecto de ley no implica mayor costo ni modificación de los ingresos fiscales, porque las citadas empresas no son de propiedad mayoritaria del Fisco, y por lo tanto los dividendos que pudieran corresponder al mismo, no se ven afectados de manera significativa con esta medida.”.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud del acuerdo adoptado, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Obras Públicas en su segundo informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1989, Ley General de Servicios Sanitarios, en la siguiente forma:


1.- En su artículo 11:


a) Incorpórese como inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero, el siguiente:


“Asimismo, las concesionarias de distribución de agua potable estarán obligadas a abonar los montos que resulten de la aplicación del artículo 35 bis, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 35 ter.”.


b) En el inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, sustitúyese la expresión “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.


2.- Incorpórense como artículos 35 bis y 35 ter, nuevos, los siguientes:


“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la afectación de la continuidad del servicio público de producción y distribución de agua potable, mediante interrupciones, restricciones y racionamientos de cualquier tipo, que signifiquen uno o más cortes de suministro de más de tres horas de duración, así como mediante la interrupción del servicio público de recolección de aguas servidas que se produzca en la red común de alcantarillado, todo lo anterior en incumplimiento de las obligaciones que les caben a las concesionarias por aplicación de los artículos 33, 35 y 36 bis de esta ley, dará derecho a los usuarios afectados al descuento proporcional del cargo fijo respectivo y a una compensación de cargo de la concesionaria correspondiente. Para calcular el referido plazo de tres horas se acumularán todos los cortes que han tenido lugar durante treinta días corridos.


La compensación será equivalente a 0,01 unidades tributarias mensuales. Si la afectación a la continuidad del servicio se extiende por más de tres horas continuas adicionales, ésta aumentará a 0,015 unidades tributarias mensuales. Si la afectación a la continuidad del servicio se extiende por sobre su sexta hora de duración continua adicional, la compensación se incrementará en el valor de una hora de servicio por cada hora o fracción de hora superior a treinta minutos continua.


El incremento recién señalado dejará de aplicarse transcurrida la vigésimo cuarta hora de duración continua adicional. No obstante, y para el caso de cortes de suministro de agua potable, terminará antes de transcurrida la vigésimo cuarta hora de duración continua adicional, si la concesionaria provee agua potable a través de un sistema de suministro alternativo al de red pública que se ajuste a los parámetros que determine el Reglamento.


El valor de la hora de servicio corresponderá al promedio diario de lo cobrado por la concesionaria por el servicio cuya continuidad se afectó, durante el mismo mes del año anterior al que tuvo lugar la afectación, reajustado según la variación que hayan experimentado las tarifas correspondientes en el tiempo intermedio, dividido en veinticuatro. 


La compensación y descuento proporcional regulados en este artículo se harán efectivos mediante el abono del valor correspondiente a la facturación más próxima que corresponda emitir, o a aquella que determine la Superintendencia. Lo anterior se entiende independientemente del derecho de la concesionaria correspondiente de repetir en contra de terceros responsables. La bonificación señalada no implica reconocimiento ni presunción alguna sobre la responsabilidad de la concesionaria.


La compensación que se establece en este artículo no excluye la indemnización de perjuicios para el resarcimiento de daños distintos a las molestias típicamente ocasionadas por la afectación de la continuidad del servicio público de producción y de distribución de agua potable, y de recolección de aguas servidas.


Artículo 35 ter.- La Superintendencia podrá instruir el abono que corresponda por aplicación del artículo 35 bis mediante resolución dictada al efecto, la que determinará su monto, e indicará el número de usuarios afectados y la duración del corte de suministro. Para estos efectos, el Servicio Nacional del Consumidor deberá remitir a la Superintendencia un reporte o nómina que dé cuenta de todos los reclamos que reciba de parte de los usuarios acerca de afectaciones a la continuidad de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas. La Superintendencia, por su parte, remitirá las resoluciones que determinen el monto de la compensación, número de usuarios afectados y duración del corte de suministro al Servicio Nacional del Consumidor, para que éste pueda hacerse parte, en representación de los usuarios, en los procesos de reclamación que inicien las concesionarias en virtud del artículo 32 de la ley Nº 18.902, en uso de las atribuciones que le confiere la ley Nº 19.496. 


Las concesionarias de distribución podrán consultar a la Superintendencia acerca de la procedencia de la obligación de compensar en aquellos casos en que el hecho que originó la afectación de la continuidad del servicio hubiese tenido lugar durante la fase de producción de agua potable o la de recolección de aguas servidas. La obligación que establece el inciso segundo del artículo 11 se suspenderá mientras la Superintendencia no resuelva la consulta correspondiente.


La presentación de reclamos, tanto por la concesionaria como por cualquier persona o entidad, respecto de las resoluciones u omisiones de la Superintendencia en relación a la aplicación del artículo 35 bis, de conformidad al artículo 32 de la Ley Nº 18.902, suspenderá los plazos de prescripción para el ejercicio de las acciones de indemnización de perjuicios que les pudieren caber a los usuarios  a raíz de afectaciones a la continuidad en la prestación de los servicios públicos de producción y distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, cualquiera fuese su cuantía.”.


Artículo 2°.- En la ley N° 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios, incorpórese como artículo 11 E, nuevo, el siguiente:


“Artículo 11 E.- Será causal para suspender las fórmulas tarifarias, la no prestación efectiva del servicio de tratamiento o disposición de las aguas servidas, la que será determinada por resolución fundada de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, acorde con los criterios objetivos que se hubieren establecido previamente en el Reglamento.”.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 4 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 9 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEGISLACIÓN TRIBUTARIA EN MATERIA DE FACTURA ELECTRÓNICA Y DISPONE OTRAS MEDIDAS QUE INDICA

(8874-05)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República. 

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros:
Del Ministerio de Hacienda: el Ministro, señor Felipe Larraín; el Coordinador de Política Tributaria, señor Miguel Zamora; el asesor legal, señor José Domingo Peñafiel; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno, y el asesor, señor Pablo Cañas.

Del Servicio de Impuestos Internos: el Director (S), señor Alejandro Burr, y el Subdirector de Informática, señor Erick Marinkovic.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la asesora, señorita Carol Parada, y el asesor, señor Luis Sánchez.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

Del Instituto Libertad y Desarrollo: la Directora del Programa Legislativo, señora Natalia González, y el asesor, señor Sergio Morales.

De la Fundación Jaime Guzmán: el señor Jorge Becerra.
Del Servicio de Cooperación Técnica, SERCOTEC, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Director Nacional, señor José Luis Uriarte.

De la Bolsa de Productos de Chile: el Gerente General, señor Chistopher Bosler, y el asesor legal, señor Mario Bezanilla.

De la Asociación Nacional de Funcionarios de Impuestos Internos de Chile, ANEIICH: el Presidente, señor Carlos Insunza; la Vicepresidenta, señora Marión Cortés, y el periodista, señor Carlos Concha.

De la Asociación de Fiscalizadores de Impuestos Internos de Chile, AFIICH: el Presidente, señor Juan Apablaza.

De la Confederación del Comercio Detallista y Turismo de Chile, CONFEDECH: el Vicepresidente Nacional, señor Oscar Bruna, y el Subsecretario, señor Claudio Rodríguez.

Del Centro de Estudios Tributarios de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile: el Director Académico, señor José Yáñez.

El señor Michel Jorratt. 
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Modificar la legislación tributaria en aspectos misceláneos:

 Posibilitar la universalización del uso de la factura electrónica y de los restantes documentos tributarios, contemplando el establecimiento de una plataforma tecnológica en el Servicio de Impuestos Internos para que las micro y pequeñas empresas, así como también aquellos contribuyentes de escaso movimiento y los que el Servicio defina como de difícil fiscalización, emitan y reciban sus facturas y demás documentos tributarios;  


Se introduce una mejora en el uso del crédito fiscal del IVA para facilitar el acceso al financiamiento de las pequeñas y medianas empresas;


Se otorga un nuevo plazo para que las pequeñas y medianas empresas celebren convenios de pago con la Tesorería General de la República;


Se rebaja la tasa del Impuesto de Timbres y Estampillas;


Se crea una nueva Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, y 


Se introducen diversos perfeccionamientos al sistema tributario en materia de Impuesto a la Renta.
- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974.

2.- El Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974.

3.- El decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas.

4.- La Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda.

5.- El decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija las plantas del personal del Servicio de Impuestos Internos.

6.- La Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje señala que durante la tramitación legislativa que culminó con la dictación de la ley N° 20.630, de 2012, el Ejecutivo asumió el compromiso de enviar al H. Congreso un proyecto de ley sobre factura electrónica, que es un documento digital que tiene validez legal tributaria como medio de respaldo de las operaciones comerciales entre contribuyentes, reemplazando las facturas tradicionales de papel.
Agrega que durante el año 2012, 17.805 empresas se inscribieron en el sistema de factura electrónica, lo que representa 47,3% más que en el año 2011. En dicho año se encontraban autorizadas 56.380 empresas como emisores electrónicos, de las cuales el 82%, o sea, un total de 46.446 empresas, corresponde a usuarios de la aplicación gratuita habilitada en el Portal MIPYME del Servicio de Impuestos Internos (SII). Asimismo, explica que en el año 2012 se emitieron 143 millones de facturas electrónicas, esto es, el 46,9% del total de facturas emitidas en el país durante dicho periodo. Por su parte, durante el año 2011, se emitieron 194 millones de facturas electrónicas, que representan el 44% del total de facturas emitidas en el país durante dicho periodo. 
Se argumenta que los mayores beneficios del uso de la factura electrónica para los contribuyentes son: la disminución del riesgo de fraude, mayor agilidad en los procesos de facturación y pago, ahorro en costos operacionales, reducción de errores en el proceso de facturación, y ahorros en tiempo y mejoras en imagen corporativa de las empresas al utilizar tecnología de vanguardia.

De igual modo, el Mensaje plantea que, por las razones expuestas, sería necesario avanzar a una nueva etapa que posibilite la universalización del uso de la factura electrónica y de los restantes documentos tributarios en forma electrónica y, con ello, mejorar el cumplimiento tributario. Con igual finalidad, la iniciativa  contempla que el SII establezca en su sitio en Internet una plataforma tecnológica para que las micro y pequeñas empresas, así como también aquellos contribuyentes de escaso movimiento y los que el SII defina como de difícil fiscalización, emitan y reciban sus facturas y demás documentos tributarios. Para la administración tributaria las ventajas de esta medida radican en la focalización de la fiscalización del Servicio, la modernización del Estado y en mejorar la oportunidad en la recepción de la información y la calidad de ésta.
En cuanto a los beneficios que incluye el proyecto de ley para las pequeñas y medianas empresas, el Mensaje menciona:

a) Mejoras en acceso al financiamiento por el empleo de la factura electrónica, debido a que se introduce un perfeccionamiento en el sistema de uso del crédito fiscal del Impuesto al Valor Agregado (IVA) por parte del comprador o beneficiario, que opera cuando el vendedor o prestador del servicio respectivo utiliza sus facturas electrónicas. Dicho comprador o beneficiario verá postergado el uso del crédito fiscal del IVA hasta el momento en que le da a su vendedor o prestador de servicios el correspondiente “acuse de recibo”, generándose entonces un incentivo a no postergar injustificadamente el “acuse de recibo” y, con ello, se mejora el acceso al financiamiento para dicho vendedor o prestador de servicio. Plantea que la cuarta copia cedible con el “acuse de recibo” correspondiente, otorgaría un mejor acceso al financiamiento.
b) Se propone conceder un nuevo periodo de cuatro meses para acordar con la Tesorería General de la República convenios de pago de su deuda fiscal morosa.
Otros aspectos contemplados en la iniciativa legal dicen relación con: 

1) disminuir las tasas del Impuesto de Timbres y Estampillas que gravan las operaciones de crédito de dinero, reduciendo dicho impuesto por tercera vez durante la actual administración, llevándolo a un máximo de 0.2%; 

2) crear una nueva Dirección Regional del SII –Metropolitana Norte- para distribuir mejor la competencia de las Direcciones Regionales Metropolitana Centro y Poniente de dicho Servicio, y 

3) otras medidas que favorecen la competitividad y perfeccionan el sistema tributario dicen relación con la tributación internacional, el desembolso de las empresas en beneficio de organizaciones comunitarias, dentro del concepto de “responsabilidad social empresarial” y mejoras a la Ley sobre Impuesto a la Renta, que quedaron pendientes luego de la tramitación de la ley Nº 20.630, de 2012.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 
El Ministro, señor Felipe Larraín, efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

Antecedentes Factura Electrónica en Chile. El proyecto de ley busca llegar a la utilización en un 100% de la factura electrónica en Chile.
- Durante 2012: Se inscribieron 17.805 empresas en el sistema de factura electrónica: 47,3% más que en 2011. Se encontraban autorizadas 56.380 empresas como emisores electrónicos, lo que representa más del 10% del total de sujetos del IVA. Se emitieron 143 millones de facturas electrónicas, equivalente al 46,9% del total de facturas emitidas en el país en ese año.

- Del total de emisores electrónicos, 82% corresponde a usuarios de la aplicación gratuita habilitada en el portal MIPYME del SII.

Beneficios 100% Factura Electrónica

- Ahorro en costo por impresión, despacho y almacenamiento de documentos tributarios (estimado en hasta MMUS$530).

- Se elimina timbraje de  facturas en oficinas del Servicio.

- Se elimina control manual de libros de compra-venta.

- Mejora percepción de calidad de servicio.

- Disminuye la factura falsa.

- Positivo impacto medioambiental: se dejarán de cortar 32 mil árboles y se ahorrarán 2 millones de litros de agua (anualmente).

- Los usuarios de factura electrónica pueden diferir la declaración y pago del IVA desde el día 12 al 20 de cada mes.
- Se propone establecer obligatoriedad legal para contribuyentes en el uso de la factura electrónica en forma gradual.

- No rige dicha obligación cuando el contribuyente desarrolla su actividad en zonas decretadas como de catástrofe, sin cobertura de internet o suministro eléctrico. Asimismo, se establece facultad legal para que el SII autorice a emitir los documentos tributarios en formato papel bajo situaciones distintas. 

- Guías de despacho y boletas de ventas y servicios: emisión a opción del contribuyente en papel o electrónica, considerando situaciones de traslado desde lugares remotos en que resulta difícil emitir una guía de despacho electrónica.

- Se propone que el comprobante o recibo emitido en transacciones canceladas a través de medios de pago electrónico, tenga valor de boleta de ventas y servicios.

- En caso que el contribuyente cuente con boleta electrónica, ella conserva su valor de tal y en ese caso debe existir integración entre los sistemas tecnológicos en caso que el pago se haga por medios electrónicos.

- Existe gradualidad para las dos medidas propuestas:

La nueva normativa sobre factura electrónica comienza a regir a contar de la fecha de publicación del proyecto de ley en el Diario Oficial, salvo las siguientes excepciones: para las empresas de menor tamaño (según la ley Nº 20.416) domiciliadas en zonas urbanas, la normativa entra en vigencia luego de los 18 meses siguientes a la publicación de la ley, y para las domiciliadas en zonas rurales, el plazo es de 24 meses. Para las demás empresas, la nueva normativa entra en vigencia luego de 9 meses de publicada la ley en el Diario Oficial.

Por su parte, las disposiciones relativas a dar valor de boleta al comprobante o recibo generado en un pago electrónico, comienzan a regir luego de un año desde la publicación de la ley en el Diario Oficial. 

Medidas Pro-Pyme

a) “Acuse de recibo”.
- Se propone que tratándose de facturas electrónicas, el comprador o beneficiario no pueda hacer uso del crédito fiscal del IVA contenido en ese tipo de facturas, sino hasta que dé el “acuse de recibo” de las mercancías o servicio recibido. (Excepción: aquellos casos en que la factura deba ser emitida antes de concluirse los servicios o de entregarse los bienes, por ejemplo, contrato de construcción con estados de avance o pago).

- La forma de hacer acuse de recibo está regulada en la ley (ley N° 19.983. Artículo 9). Dicho acuse puede hacerse electrónicamente, o bien en forma manual tradicional. 

- Dicho acuse de recibo mejora el mérito ejecutivo de la factura y, por tanto, permite al vendedor acceder al financiamiento en mejores condiciones, sea éste un financiamiento vía factoring o en la Bolsa de Productos. 

b) Deudas Tributarias.
- El Servicio de Tesorerías puede otorgar facilidades de pago por un plazo máximo de un año, en cuotas periódicas, a los contribuyentes que tengan deudas vencidas por concepto de impuestos.

La ley Nº 20.460 permitió al Servicio de Tesorerías entre septiembre de 2010 y junio de 2011 acordar convenios con plazo superior a 12 meses. En ese período se efectuaron aproximadamente 76.000 convenios de pago por montos cercanos a los 200.000 millones de pesos. El 43% de dichos convenios se acordó por un plazo superior a 12 meses.

- En la reforma tributaria (ley N° 20.630): se volvió a permitir al Servicio de Tesorerías acordar convenios de pago con un plazo superior a 12 meses –hasta un máximo de 36 meses-. La ventana de tiempo fue de 3 meses y terminó el 26 de diciembre de 2012.
- Se propone ampliar el plazo para repactar las mismas deudas tributarias hasta seis meses después de la publicación de la ley.
c) Medida Pro-Pyme y personas: Disminución del impuesto de timbres y estampillas.
- Desde 0.4% a 0.2%. Política de continuidad de esta administración: se redujo de 1.2% a 0.6% en julio de 2010, y se redujo a 0.4% en reforma tributaria (mes de enero de 2013).
- Beneficia a: más de 2.800.000 personas naturales, más de 366.000 PYMEs y cerca de 9.000 grandes empresas.

Otras modificaciones

1) Ampliación del tope de los Créditos por Impuestos Pagados en el Exterior.
- Actualmente el artículo 41 A de la Ley de la Renta: concede un crédito por impuestos pagados en el exterior (“CIPE”) con tope del 30% de la renta neta de fuente extranjera; no permite hacer carry-forward en caso de pérdida tributaria, y no permite reconocer como crédito, impuestos que haya pagado una tercera filial extranjera.

- El proyecto incrementa el límite para calcular el crédito desde un 30% a un 35%, para aquellos países con tratado tributario y a un 32% para aquellos países sin tratado tributario.

- Además, se perfecciona el artículo 41 A incorporando la posibilidad de imputar en ejercicios futuros los excedentes de crédito por impuestos pagados en el extranjero en la parte imputable contra el Impuesto de Primera Categoría, cuando por existir pérdidas tributarias, no pueda imputarse en el mismo ejercicio.

- Se amplía el número de filiales en el exterior cuyos impuestos pagados permiten hacer uso del crédito en tanto estén en el mismo país extranjero.

2) Gastos por mitigación conforme a proyecto ambiental aprobado.
Concepto de gastos aceptados: no se gravarán con el impuesto de 35% del artículo 21 de la Ley de la Renta los gastos por concepto de mitigación con motivo de la aprobación o ejecución de un proyecto que deba ser autorizado por la autoridad.
En un principio se pensó en plantearlos como gastos por responsabilidad social empresarial, pero en definitiva se vio que es más correcto regularlos como gastos por concepto de mitigación de un proyecto aprobado.
Requisitos: 

a) Existencia de un proyecto que cuente o deba contar, con una resolución dictada por la autoridad competente que lo apruebe. 

b) Las obligaciones de pago de estos gastos, deberán constar en un contrato o convenio suscrito con alguna autoridad pública, o bien, con alguna organización comunitaria que tenga personalidad jurídica.

El proyecto de ley busca que el tratamiento de estos gastos sea fiscalmente neutro: se permite descontarlo de la base imponible, sin gravarlo con el 35% de impuesto aplicado en base al artículo 21 de Ley de la Renta que corresponde a gastos rechazados, pero, al mismo tiempo, se agrega, sumándose como ingreso, por lo que no se genera ningún beneficio adicional. Para ejemplificar la situación, se puede pensar en una obra de mitigación que impone la autoridad como condición a cumplir dentro de la aprobación de un proyecto determinado, por lo que si el gasto en la obra es 100, al sumar el impuesto por ser gasto rechazado, da un total de 135, y ahora con la disposición que se propone, el gasto será sólo de 100, sin que por otro lado acceda a una especie de crédito por ser gasto necesario equivalente al 20% del total. 

3) Creación de la Dirección Regional Santiago Norte.
- Objetivo: descongestionar las Direcciones Regionales Santiago Centro y Santiago Poniente. 

- Para la creación de esta nueva Dirección Regional, se ha estimado que se necesitarán 7 cargos directivos adicionales: un cargo de Director Regional Metropolitano Santiago Norte, con grado 4, y seis cargos de Jefe de Departamento, grado 7.

Efectos del Proyecto de Ley en el Presupuesto Fiscal
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Plataforma electrónica SII 2,7 0,6 0,6

Nueva Dirección Regional 0,9 1,0 1,0

Efecto neto 17 68 404


Para el año 2013 se considera como fecha estimativa de vigencia el 1 de septiembre de 2013.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló, respecto de los gastos por mitigación, que debieran considerarse como gastos necesarios para producir la renta, siempre que sean ordenados por la autoridad.

Sobre la materia, el Coordinador de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Miguel Zamora, indicó que se trata de una regulación especial para los casos en que la obra no pueda acogerse a alguna de las normativas que establecen incentivos tributarios para diversos tipos de donaciones.

El Honorable Senador señor Zaldívar relevó que la disminución del impuesto de timbres y estampillas implica un menor ingreso en régimen de US$258 millones.

El Honorable Senador señor Lagos consideró importante contar con información de quiénes se benefician más –proporcionalmente- de los menores ingresos a causa de la rebaja del impuesto de timbres y estampillas.

A continuación, la Comisión escuchó al Director (S) del Servicio de Impuestos Internos, señor Alejandro Burr, quien efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

Factura Electrónica

- La factura electrónica es un documento digital que tiene validez legal tributaria como medio de respaldo de las operaciones comerciales entre contribuyentes. Reemplaza a las facturas tradicionales de papel.

- Este documento digital se legaliza con un certificado digital que permite que se intercambien documentos con la plena confianza de los usuarios, tanto respecto de la identidad de los emisores como de la integridad de los datos que contienen.

Emisión “ELECTRÓNICA VS PAPEL”

En la factura electrónica se ingresa al portal Mipyme del SII, en el que luego de autenticarse puede emitir la factura, en cambio, en el formato con soporte en papel, se tiene que ir a una imprenta que fabrica la factura, para luego dirigirse a dependencias del SII, en que normalmente, luego de esperar en una fila que en promedio demora 17 minutos (llegando en casos extremos a 2 horas de espera), se le autorizan y timbran las facturas.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que en la situación actual el SII limita el número de facturas autorizadas a ciertos contribuyentes, y consultó si eso cambiará con la factura electrónica.

El Director (S) del SII, señor Burr, explicó que con la factura electrónica no se producirán más las situaciones descritas, las que generalmente se deben a que un contribuyente ha sido objeto de alguna anotación o reparo que implica una restricción en el timbraje.
Ingreso a Portal Mipyme SII
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Autenticación en Portal Mipyme SII
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Compra y confección de facturas a imprenta. Solicitud de autorización y timbraje en SII
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Llenado de formulario Factura Electrónica
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Llenado y emisión manual de factura
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ESTADO ACTUAL
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Para llegar a 480.000 contribuyentes utilizando factura electrónica, con la curva de crecimiento actual, se necesitarían 13 ó 14 años para llegar al total.

FORTALEZAS- Posibilidad de Incorporación

Como antecedentes a la utilización de internet:

- El año 2013, un 99,36% de los contribuyentes declararon Renta en Internet, y la opción de declarar por papel tuvo una disminución de 29% con respecto al año 2012. 

- Los contribuyentes empresas deben realizar al menos una vez al año Declaraciones Juradas, las cuales deben enviar al SII. Hoy en día el 100% de ellas se realizan por Internet.
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CONEXIONES DE INTERNET BANDA ANCHA
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· 7 millones de usuario de Internet el 2012
· 18,8 millones se espera el 2016
Sistemas Alternativos Facturación del SII
Con el fin de permitir la operación en forma gratuita con factura electrónica, el SII tiene disponible las siguientes alternativas:

- Sistema de Facturación Electrónica del Portal MIPYME SII.

- Facturación Electrónica a través de dispositivos smartphone (próximamente a implementar).

Portal Gratuito del SII

[image: image17.png]sii I Calendario Trbutario] Ayuda | Formularios | Contéctenos | Buscar

Usted esté en:

PORTAL MIPYME

Sistema de factura electrénica Mipyme Inscribase aqui

Aprenda sobre.
Sistema de tributacion simplificada (14 Ter)

Sistema de contabilidad completa Mipyme (CCM)

Modificacion datos de la empresa

Seleccién de empresa Mipyme

g

Diapositiva de 2

&

D
SR

EEEE





La iniciativa también contempla que el SII establezca en su sitio web, una plataforma tecnológica orientada a contribuyentes de difícil fiscalización, de escaso movimiento operacional o económico, empresas de menor tamaño y otros que determine el SII.

La plataforma debe permitir emitir y recibir facturas, y demás documentos electrónicos, registrar las operaciones y ceder y recepcionar las facturas.
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Actualmente se está trabajando en incorporar la aplicación de emisión de documentos tributarios electrónicos (DTE) para celulares inteligentes o smartphone de contribuyentes inscritos en el Portal MIPYME del SII.
Objetivos:

- Emitir una factura electrónica desde cualquier sitio con acceso a internet.

- Emisión de un documento tributario electrónico (DTE) con datos precargados (similar a emisión de una boleta de honorarios electrónica de acuerdo a la última emisión).

- Beneficio para contribuyentes que realizan todas sus operaciones a través de smartphone.

Se estima que en Chile el año 2017 existirán más de 17 millones de teléfonos inteligentes.
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BENEFICIOS FACTURACIÓN ELECTRÓNICA
- Ahorro en costo por impresión, despacho y almacenamiento de documentos tributarios.
- Ahorro en costo por emisión de documentos tributarios.
- Eliminación de timbraje de documentos tributarios físicos en oficinas de SII, con el consecuente ahorro en tiempos y costos de traslado y espera.
- Eliminación de riesgo de pérdida de documentos tributarios físicos.
- Validación de documentos tributarios electrónicos.

- Disminuye la factura falsa.
- Se elimina timbraje de facturas en oficinas del Servicio.
- Se elimina la verificación de documentos.
- Se elimina control manual de libros de compra-venta. 

- Mejora percepción de calidad de servicio.
Aumenta la capacidad fiscalizadora del SII, a través de una fiscalización masiva efectuando el cruce de información.

BENEFICIOS FINALES FACTURACIÓN ELECTRÓNICA
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El que el comprobante conocido como Transbank sirva como boleta, permitirá que el contribuyente no deje sin emitir el documento y que se asegure el ingreso fiscal perseguido, generándose un cambio similar al que se produjo en el año 2002 con la declaración de la renta por internet en base a propuesta del SII.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó por una materia relacionada con el SII, en cuanto presentó una moción que buscaba que, en el caso de las micro y pequeñas empresas, el comprador que emitiera factura de compra se haga cargo del IVA y no siguiera recargándoselo al microempresario, que muchas veces recibe el pago 120 ó 150 días después de la operación. Señaló que la iniciativa que sustituye el sujeto del impuesto al valor agregado fue consultada al SII y hasta ahora no ha recibido información al respecto.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que le preocupa la obligatoriedad de la factura electrónica y los plazos en que entrará en vigencia, a pesar de las altas cifras que se muestra en cuanto a las declaraciones de renta efectuadas vía internet. Agregó que en el caso de los micro y pequeños empresarios todavía debe existir un porcentaje significativo de personas que inician sus negocios sin un grado adecuado de preparación para enfrentarse a la facturación por internet. 

En virtud de lo precedentemente expuesto, señaló que le preocupa que se vaya a enviar a la informalidad a un grupo de emprendedores, por lo que estimó conveniente estudiar la posibilidad de que la facturación en papel se mantenga como posibilidad, no excepcionalísima, para facturaciones por montos bajos.

Observó que, siendo evidentes las ventajas de la facturación electrónica, el hecho de que sólo 70.000 contribuyentes hayan optado por ella en casi 10 años, son un indicio de que pretender que todos los contribuyentes ingresen a ella en dos años puede ser excesivo.

Consultó mayores detalles de cómo operará la guía de despacho electrónica, pensando en los múltiples casos en que se quiera controlar una carga en puntos que no cuentan con internet.

Asimismo, preguntó cuál es la diferencia que explica que en la factura electrónica no existan casos en que se impongan límites a la emisión de facturas a un cierto número.

El Honorable Senador señor Escalona compartió la inquietud planteada en orden a la operación de la guía de despacho electrónica. Señaló que dicho instrumento podría golpear fuertemente actividades de la pequeña y mediana empresa como la pesca artesanal, dado que podría facilitarse la informalidad o el contrabando y ello atenta contra la competitividad y sustentabilidad económica de dicha actividad. Agregó que lo mismo podría ocurrir con el robo de ganado y la facilitación de su ingreso al mercado por la flexibilización en el uso de la guía de despacho.  
El Honorable Senador señor Lagos expresó que quisiera abordar con el señor Ministro de Hacienda las implicancias del proyecto de ley, en relación con el acuerdo alcanzado con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que desembocó en la ley N° 20.630.
El señor Ministro de Hacienda explicó que han estudiado la posibilidad de que en ciertos casos se pueda cambiar el sujeto del IVA, y lo han utilizado en situaciones específicas como en el sector agrícola. Señaló que el acuse de recibo que contempla el proyecto de ley avanza en el sentido planteado por el Honorable Senador señor Zaldívar, aunque sin alcanzar la profundidad de un cambio de sujeto del impuesto.

En cuanto a la obligatoriedad de la factura electrónica, manifestó que el Director del Servicio de Impuestos Internos tiene la facultad de extender el período de entrada en vigencia de la normativa si se constata que existen situaciones que así lo ameriten.

Respecto de las guías de despacho, sólo se está permitiendo, y no obligando, al uso de la guía de despacho electrónica. Agregó que, en términos prácticos, supone que quien transporte carga, por ejemplo, en un camión, tendrá que llevar una copia impresa de la guía de despacho electrónica.  

El Director (S) del Servicio de Impuestos Internos, señor Burr, explicó que, actualmente, en el cambio de sujeto de un impuesto como el IVA, con una retención del IVA por pagar, en el momento que se genera un “IVA” a favor del contribuyente que retiene, debe existir una acumulación de remanente que genera una revisión exhaustiva del Servicio de Impuestos Internos, lo que provoca una gran preocupación en los contribuyentes, que muchas veces optan por no pedir al SII la devolución de lo que les corresponde.

Observó que al existir factura electrónica de uso masivo, el Servicio tendrá calzados mes a mes los débitos con los créditos, y en forma automática se podrá entregar la devolución de un contribuyente que fue retenido por cambio de sujeto. En razón de lo expuesto, indicó que se podrá extender el cambio de sujeto a nuevos contribuyentes que lo estimen conveniente. Agregó que, actualmente, el cambio de sujeto se utiliza en el caso de contribuyentes de difícil fiscalización, en actividades como las extractivas.

Manifestó que el impuesto a la renta lo pagan mayoritariamente personas de altos ingresos, pero existe un grupo numeroso de personas que reciben honorarios, a quienes se les retiene el 10% de lo percibido, para que posteriormente declaren dichas sumas ante el SII, quien devuelve lo que se haya pagado en exceso. Señaló que se trata de poco más de 1.000.000 de contribuyentes que utilizan la plataforma web del Servicio, y que son personas de ingresos medios.

Respecto de los emprendedores, planteó que el rol principal del SII es recaudar impuestos, y no pretenden obligar a personas sin las capacidades necesarias para operar vía internet a hacerlo. Expresó que consideran importante resolver caso a caso quiénes no deberán usar la factura electrónica, porque si se amplían el número de excepciones se entrega la posibilidad de que los sujetos que intentan evadir el IVA encuentren la forma de insertarse dentro de alguna de dichas excepciones. Añadió que la gran mayoría de los emprendedores del país cuentan con un buen manejo de las herramientas tecnológicas, y que, desde el punto de vista del Servicio, la factura electrónica va a permitir apoyar a los emprendedores de Chile.

Sobre las guías de despacho electrónicas, señaló que son voluntarias precisamente porque no pueden pensar como exigencia que cada contribuyente tenga acceso a impresión de la guía. Acotó que un contribuyente que emite una guía de despacho electrónica debe contar con el documento en papel al efectuar un transporte.

Sostuvo que con la factura electrónica no se producirá la restricción de timbraje o emisión porque el Servicio contará con información en tiempo real, lo que permitirá ver a fin de mes los débitos y los créditos, y cuando no calcen adecuadamente revisarán la situación de ese contribuyente. 

El Coordinador de Política Tributaria del Ministerio, señor Zamora, señaló, sobre el cambio de sujeto del impuesto, que está siendo estudiado y es una medida que presenta dificultades, puesto que si un comerciante hace una inversión importante respecto de su patrimonio -comprando, por ejemplo, maquinaria- contará con un crédito fiscal acumulado alto, y en el caso de que su mayor comprador sea una gran empresa que le retendrá el 19% por concepto de IVA en cada venta, lo obligará a ir en los meses siguientes a solicitar la devolución del IVA que le corresponde por el crédito fiscal.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó por la situación de las zonas que no cuentan ni con electricidad ni con internet, como las de pequeños agricultores y ganaderos que laboran en la circunscripción que representa. 
El señor Ministro de Hacienda respondió que se contempla explícitamente que para las zonas con dificultad de acceso a internet o a la electricidad no será obligatoria la incorporación a la factura electrónica mientras persista la mencionada condición.

En la siguiente sesión, la Comisión recibió a distintos invitados, comenzando por los representantes de la Bolsa de Productos de Chile, cuyo Gerente General, señor Chistopher Bosler, efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

¿Qué es la Bolsa de Productos de Chile (BPC)?
- La Bolsa de Productos de Chile es una entidad regulada por la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) bajo el marco de la ley N° 19.220, cuyo fin es proveer plataformas de subasta pública para la transacción de productos, contratos, facturas y sus derivados. 

- Comenzó sus transacciones a fines del año 2006, con un volumen operado a la fecha superior a los US$4.500 millones. 

- Se ha transformado en el punto de encuentro entre la Pequeña y Mediana Empresa y el Mercado de Capitales, creando una nueva y atractiva oferta de financiamiento. 
- Invento chileno único (y de exportación). 

¿Qué se transa en la Bolsa de Productos de Chile?
- Productos relacionados directa e indirectamente a actividades agropecuarias, así como los insumos que tales actividades requieran. 

- También se considera como “producto” las facturas, dada su condición de contrato, sin restricciones por sector económico. 

¿Qué facturas se pueden transar?

- Facturas originadas en cualquier actividad económica, físicas y electrónicas, irrevocablemente aceptadas (mérito ejecutivo según ley N° 19.983), esto es, con recepción conforme de mercaderías o servicios y cesiones notificadas al pagador, con fecha y montos confirmados, según Manual de Operaciones con Facturas BPC. 
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Después de 5 ó 6 años de operación de la Bolsa se han logrado ahorros por más de un 1% mensual en tasa, que muestran -en la línea roja del gráfico- que la tasa promedio de colocación, en factoring no bancario, es de un 2% mensual, y en la Bolsa el promedio es de un 0,8% mensual. 
Comentarios al Proyecto de Ley

Beneficios de la Factura Electrónica:
- Mayor seguridad en la emisión y control de esta clase de documentos, reduciendo drásticamente las probabilidades de fraude. 

- Mayor eficiencia en la circulación y procesamiento de la información. 

- Desde el punto de vista de su transacción bursátil, desaparecen las barreras geográficas y operacionales que a la fecha han impedido un mayor acercamiento de la Pyme a la Bolsa, a través de sus facturas. 

- Por otro lado, aumenta el grado de seguridad del instrumento, dada su doble custodia (Servicio de Impuestos Internos y Bolsa) y trazabilidad. 

Problemas Detectados en la Libre Circulación de las Facturas: 

- Escaso interés de los grandes pagadores o receptores de facturas en perfeccionar el mérito ejecutivo según lo establece la ley N° 19.983. Se verifica la falta de formalidades en la recepción de facturas físicas y electrónicas y, en casi la totalidad de los casos, no se emiten los “acuses de recibos electrónicos” respecto a la recepción de las mercaderías o servicios. 

- Lo anterior, impide la correcta cesión de las facturas a terceros y su mérito ejecutivo, constituyendo un obstáculo para ampliar y generalizar la facturación electrónica en Chile, lo que encarece el financiamiento vía facturas y hace imposible su transacción bursátil. 

Encarecimiento del Crédito: 

- Las facturas sin mérito ejecutivo y con restricciones en su libre circulación, son instrumentos más riesgosos. 

- Es por ello que la banca y factorings en general deben aplicar tasas de descuento mayores y exigir garantías adicionales. 

- Un ejemplo de ello, es que la Pyme poseedora de una factura “viciada” por faltas del receptor, no tiene acceso a la bolsa y a tasas de interés competitivas. 
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Los grandes proveedores de facturas electrónicas están registrados ante el Servicio de Impuestos Internos y tienen instalados los mecanismos de recepción conforme de mercaderías y servicios según reglamento del SII, de 2005, pero en la práctica no lo hacen.

Ley actual y propuesta de solución: 

- La Ley de Facturas, N° 19.983, establece en su artículo 4°, letra b, párrafo final, la posibilidad que el afectado o cualquier interesado pueda deducir acciones ante el Juzgado de Policía Local contra el receptor de las facturas, en caso que éste incumpla con la entrega del acuse de recibo. Dicha disposición en la realidad se hace impracticable, asumiendo el costo la parte más débil en la relación emisor-receptor. 

- La actual propuesta de limitar el uso del crédito fiscal por parte del receptor de la factura hasta que éste otorgue el acuse de recibo de las mercaderías o servicios, la consideramos crucial para lograr que se dé cumplimiento a la ley de facturas y se pueda masificar la factura electrónica en Chile. 

Otras materias a considerar: 

- Respecto a la actual Ley N° 19.983: 

Artículo 3°, numeral 2: la posibilidad que las “partes” establezcan un plazo máximo de 30 días para reclamar del contenido de la factura extendiendo el plazo para que sea “irrevocablemente aceptada”. Normalmente es el gran receptor de facturas quien establece unilateralmente esta condición en sus contratos de compras, limitando la libre circulación del crédito en contra del proveedor de menor tamaño. 

Se propone eliminar esta extensión de plazo para las facturas electrónicas, limitándola a los 8 días establecidos como plazo normal. 

En relación con la modificación aprobada en el primer trámite constitucional, relativa a los casos en que se debe emitir boleta o factura en forma previa a la recepción de mercadería o la prestación del servicio, en los cuales se excepciona la obligación de dar acuse de recibo para poder usar el crédito fiscal, el asesor legal de la Bolsa de Productos de Chile, señor Mario Bezanilla, señaló que la misma se extiende más allá de los casos específicos que se busca regular y resulta innecesaria, por lo que bastaría acotarla al único en que se verifica la situación descrita, que son los contratos de construcción a suma alzada, en que la compraventa se perfecciona con la finalización de la obra. 

En seguida, la Comisión escuchó al Director Nacional del Servicio de Cooperación Técnica, señor José Luis Uriarte, quien expuso que la iniciativa legal es de especial interés para las pequeñas y medianas empresas en una doble perspectiva, una de preocupación por la implementación, en cuanto a plazos y formas en que se hará exigible la obligatoriedad de la factura electrónica. Agregó que en los dos últimos años han desarrollado un plan piloto con el Servicio de Impuestos Internos de entrega de certificados electrónicos y de entrega de los software necesarios para acceder a la factura electrónica, llegando a colocar casi 15.000 programas, de modo gratuito para el usuario, con la capacitación y apoyo correspondiente. Manifestó que, en un comienzo, la experiencia fue desalentadora por la falta de interés en el programa y llegaba incluso al temor de los empresarios frente a este tipo de facturación, pero en la medida que se desarrolló la capacitación y se vieron los beneficios del sistema la postulación fue ascendente.

Asimismo, consideró como muy positiva la obligación de dar el acuse de recibo al proveedor para poder utilizar el crédito fiscal por el IVA pagado, por cuanto le permite al pequeño proveedor acceder a mecanismos de financiamiento con menores costos debido a la mayor certeza. Agregó que la obligatoriedad señalada debe aplicarse a todos sin excepciones, para disminuir los efectos del no pago a los proveedores, que se debe principalmente a la asimetría respecto del cliente que debe otorgar el acuse de recibo, y que en caso de conflicto puede cambiar de proveedor.

Valoró nuevamente el proyecto de ley, y manifestó que debe contemplarse un mecanismo de acompañamiento y apoyo a la puesta en marcha del mismo cuando se encuentre en vigencia, por parte de organismos como el que dirige y el Servicio de Impuestos Internos. Asimismo, valoró el que se otorgue mérito ejecutivo a las facturas respecto de las cuales se haya otorgado el acuse de recibo.

La Comisión recibió a los representantes de la Asociación Nacional de Funcionarios de Impuestos Internos de Chile, ANEIICH, cuyo Presidente, señor Carlos Insunza, efectuó una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:

Postura de ANEIICH – 2013. Contenidos. Proyecto de ley misceláneo.
Contexto.

1. Obligatoriedad de la Factura Electrónica.

2. Disminución del Impuesto de Timbres y Estampillas.
3. Creación de la Dirección Regional Norte.

4. Responsabilidad Social Empresarial.
Contexto
El Servicio de Impuestos Internos, durante esta administración ha vivido un acelerado proceso de pérdida de prestigio y capacidades institucionales: 
- Fracasado intento de anular a los funcionarios y sus organizaciones.
- Una acelerada restricción presupuestaria, afectando particularmente los presupuestos destinados a la inversión en capacitación, en equipamiento y desarrollo informático, en los ítems de remuneraciones destinados a la presencia fiscalizadora.

- El estancamiento de la dotación.

- La afectación del prestigio institucional en el ejercicio del rol de fiscalización en los marcos de probidad y equidad, que son parte integrante de los valores institucionales.
- Se ha consolidado, tanto desde el mundo técnico, académico, como en la ciudadanía, la convicción de que nuestro Sistema Tributario requiere reformas profundas. 

- La exigencia por una Reforma Tributaria que supere los profundos niveles de regresividad del sistema vigente y que, a la vez, incremente la recaudación tributaria para financiar los derechos sociales, lo cual se encuentra en abierta contradicción con los diversos proyectos de ley que hoy se discuten en el Congreso y que amplían y crean nuevas franquicias y exenciones tributarias, o directamente reducen la carga tributaria vigente.

1. Obligatoriedad de la Factura Electrónica
Si se revisa el informe financiero que acompaña al proyecto de ley, da cuenta de un incremento de recaudación, sin embargo es bastante discutible, porque, por un lado, existen reducciones de carga tributaria en el impuesto de timbres y estampillas y en doble tributación internacional, y por el otro, lo que existe es recuperación de evasión, no aumento de carga, que se produciría en base a estimaciones de la efectividad de la factura electrónica.

- Desde el año 2003 al año 2012 se ha avanzado en incorporar a los contribuyentes al sistema de facturación electrónica llegando a cubrir el 47% de las facturas emitidas, con un total de 56.380 contribuyentes autorizados. Este avance se ha sostenido y proyectado sobre la base de la voluntariedad y de la facilitación del cumplimiento tributario, incrementando y mejorando los servicios que el SII brinda a los contribuyentes por medio de su plataforma internet. La progresión en el número de contribuyentes ha sido bastante lenta, a pesar de ello se llega a un alto porcentaje del total de facturas porque se han incorporado las grandes empresas, y el Servicio estimaba necesario completar la incorporación de las grandes empresas y avanzar con las medianas para llegar a un rango del 90% de la facturación.
- ¿Qué significa en concreto la propuesta legislativa que el Ejecutivo propone al Congreso?

Que en 2 años debieran realizarse los siguientes procesos:

1. La plataforma informática del SII deberá ser capaz de procesar más de 150 millones de facturas electrónicas adicionales y un total aproximado de 225 millones de documentos tributarios electrónicos (DTE) adicionales (considerando los DTE que no son facturas electrónicas), es decir el doble del volumen actual. Por ejemplo, libros que enviarán las Mipyme, pasarán de 100.000 libros actuales a 680.000 (Compra y Venta). 

2. Deberán incorporarse a las modalidades de facturación electrónica más de 1.000.000 de contribuyentes, la mayor parte de ellos del segmento MIPYME.

Desde el año 2003 al año 2012, se han incorporado a la facturación electrónica 56.380 empresas, de las cuales 46.446 corresponden a MIPYME. El alto volumen de facturas incorporadas se debe a la incorporación de las grandes empresas de facturación masiva, lo que explica que hoy éstas alcancen al 47% de las facturas emitidas al año. 

Nuestra estimación respecto del universo a incorporar a los sistemas de emisión de documentos tributarios electrónicos abarca al 100% de los contribuyentes declarantes de IVA y no sólo a una estimación de quienes han timbrado documentos en papel durante el año anterior, ya que al establecerse como único medio de emisión de estos documentos los medios electrónicos, todo contribuyente, más allá de la frecuencia con que requiera estos instrumentos, debe estar en condiciones de emitirlos sin realizar trámites adicionales.

Consideraciones:

1. La ampliación de la declaración del F22 de declaración anual de renta hasta los niveles actuales, en que de 2.500.000 de declaraciones sólo el 1,2% se presenta en papel, fue un proceso cuya masificación tomó 6 años (desde 1999 a 2005, año en que se llegó a un 3,7% de declaraciones en papel) y que se basó en la voluntariedad. 

2. Actualmente la declaración de F29, de declaración mensual, aún no alcanza el nivel de madurez de los formularios anteriormente descritos. Desde el año 2005 al año 2012, la presentación de F29 en papel ha disminuido desde un 52,15% a un 22,4%. Esto marca un progreso sustantivo de inclusión digital, basado en la incorporación de servicios de calidad y promoción desde el SII en la plataforma web, incluyendo, por ejemplo, el fortalecimiento de los sistemas de pago en línea que ha permitido alcanzar un 90% del monto total de pagos bajo esta modalidad, aún cuando en el número de pagos esta proporción sea sustantivamente menor.
Este es un dato de primera relevancia para evaluar adecuadamente el presente proyecto, ya que de 1.125.000 contribuyentes de segunda categoría, cerca de 237.000 aún no se incorporan siquiera a la presentación del F29 en línea. 

Se trata de un indicador que muestra además importantes diferencias territoriales, ya que mientras en las regionales de Tarapacá y Atacama el 30% de los F29 son presentados en papel, esta cifra cae al 20% en la Región Metropolitana. Es claro que en el caso de esta declaración de carácter mensual queda un importante camino por hacer, particularmente en la oferta de servicios más avanzados y en la inclusión digital de segmentos aún relevantes de contribuyentes.

La obligatoriedad de la emisión electrónica de facturas está, por tanto, basada en un supuesto tecnológico, no cultural.
3. La cuenta pública del año 2012, realizada por el actual Director del SII, anuncia como proyecto estratégico  -con el objetivo de "masificación" de la factura electrónica- la entrega de 10.000 certificados digitales provistos por el Estado para empresas MIPYME. Si este dato se compara con la cifra de 46.000 empresas enroladas actualmente se trata de un proyecto relevante. Si, por el contrario, se compara con el proyecto de ley en discusión, resulta evidente que la actual propuesta no se enmarca en una proyección estratégica desarrollada institucionalmente.
Un dato al margen de no menor importancia es que el software para la facturación electrónica de las medianas y grandes empresas se encuentra a la venta en el mercado, en cambio el SII proporciona dicha herramienta a las pequeñas y medianas empresas. De este modo, el gran problema interno está dado por el aumento explosivo de Mipyme, ya que la arquitectura tecnológica actual no es capaz de soportar esa demanda.

No se puede dejar de mencionar la profunda restricción presupuestaria impuesta al SII en los ítems de inversión informática durante los últimos 3 años, lo cual resulta absolutamente contradictorio con el impulso que se pretende realizar ahora por vía de la obligatoriedad.

Resultan evidentes las ventajas tanto para los contribuyentes como para el SII de ampliar la incorporación de empresas a la facturación electrónica. Sin embargo, estas ventajas deben ser comprendidas e incorporadas por los contribuyentes, superando las barreras de conectividad y de brecha digital existentes, así como las inequidades territoriales que persisten en nuestro país.
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Propuestas:
- Resulta positivo formalizar legalmente el portal MIPYME y en general las plataformas informáticas de servicios a los contribuyentes administradas por el SII.
- El perfeccionamiento de la legislación respecto de los documentos tributarios electrónicos, DTE, resulta importante, para dotarlos de carácter prioritario y que sean base del sistema de control tributario.
- Requieren que se rechacen las disposiciones orientados a dar obligatoriedad a los DTE.
- Solicitan que se aprueben e incrementen los componentes presupuestarios destinados a otorgar al SII los recursos informáticos y profesionales necesarios para implementar una plataforma de servicios para empresas que potencie la incorporación voluntaria a la facturación electrónica y evaluar la creación, al alero del Registro Civil u otro servicio público, de una agencia de certificación digital estatal, que permita eliminar o al menos disminuir los costos asociados a la firma electrónica. 
- Otorgar al SII facultades para decretar de forma fundada, y no sólo a su juicio exclusivo, la obligación de incorporarse y utilizar exclusivamente la facturación electrónica para ciertos contribuyentes o segmentos de contribuyentes, limitando o eliminando para éstos la posibilidad de timbrar documentos de papel, enumerando las causales para dicha definición: por su tamaño o volumen de facturas, por ser de difícil fiscalización o escaso movimiento, etc.
2. Disminución del Impuesto de Timbres y Estampillas
- La nueva reducción del impuesto de timbres y estampillas consolida una línea de acción que ha ido en directo beneficio de las grandes empresas.
- No se conocen estudios o evaluaciones que muestren los supuestos efecto positivos para la MIPYME o las personas de menores ingresos o de "clase media", sólo los argumentos planteados para profundizar esta medida que no tienen sustento más que discursivo.
- Lo cierto es que, en cambio, a la luz de las utilidades que presenta la industria bancaria y financiera, queda claro que este segmento empresarial se ha beneficiado ampliamente 
de la rebaja del impuesto de timbres y estampillas.
- Resulta llamativo que habiendo sido ésta una medida que fue discutida el año 2012, en el marco del ajuste tributario presentado por el Ejecutivo, se vuelva a proponer una nueva modificación, en vez de haber debatido una rebaja progresiva en una sola ocasión y no en tres proyectos de ley, como es el caso.
- Por lo demás, existe un amplio y transversal consenso en que se trata de una medida que afecta la equidad del sistema tributario, ya que este impuesto actúa como un sustituto del IVA en el marco de servicios financieros. Es así que Juan Pablo Arellano y Vittorio Corbo han sostenido que el impuesto debiera fijarse en 0,0667% con un máximo de 0,8% anual para hacerlo equivalente al IVA, recomendando dicha estructura para este impuesto.
3. Creación de la Dirección Regional Norte

- Proyecto en discusión sólo se hace cargo de la creación legal de la Dirección Regional y de los cargos directivos necesarios, pero no contempla incremento de dotación para dicha Dirección, lo que implica que se habilitará sobre la base de redestinar personal desde otras unidades y regionales, las que ya se encuentran saturadas. 
- Es evidente que con la instalación del edificio de la Dirección Regional en la Comuna de Recoleta, se habilitarán nuevos espacios físicos acondicionados adecuadamente para la atención de los contribuyentes. Pero no son los metros cuadrados los que atienden a los contribuyentes, realizan sus trámites, resuelven sus dudas o fiscalizan en terreno, sino los funcionarios.
- Durante al menos 15 años han requerido que se habilite un nuevo edificio para la Regional Metropolitana Santiago Poniente, ya que el actual se encuentra emplazado en Santiago Centro, fuera de su jurisdicción, y no cumple con los requerimientos adecuados para una atención de calidad a los contribuyentes de la zona poniente de la Región Metropolitana, a los que se ha postergado por años.
- Por su parte, la Regional Metropolitana Oriente es la que se encuentra con signos más evidentes de sobrecarga en cuanto a la cantidad de contribuyentes y territorio a atender y fiscalizar. Sin embargo, no se han buscado alternativas, ni propuesto medidas para la creación de una nueva dirección regional que permita crear unidades con mayor capacidad de atención y fiscalización en una zona tan amplia de la Región. 

En los gráficos que siguen se nota la situación desproporcionada que afecta a la Dirección Regional Metropolitana Oriente y que en nada mejora con el proyecto de ley.
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Propuestas:
- Aumentar la dotación lo cual implicará un efectivo aumento de la calidad de atención para los contribuyentes.

- Considerar gastos de implementación y operacionales que comprendan inversión en vehículos y en infraestructura.
· Que se cree una Dirección Regional Metropolitana Cordillera que descomprima la carga de trabajo de la Metropolitana Oriente.
4. Responsabilidad Social Empresarial

- La propuesta del Ejecutivo autoriza a las empresas para efectuar desembolsos en beneficio de organizaciones comunitarias, con o sin personalidad jurídica.

- En su opinión, los rangos mínimos de formalidad en temas de donaciones deberían ser la personalidad jurídica de las organizaciones en cuestión.

- Por otro lado debería considerarse legislar en el  tema de las donaciones en un contexto general y de manera conjunta.

En cuanto a las modificaciones que se proponen a los artículo 41 A y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se estima que las mismas producen una menor recaudación de sólo US$13 millones, según el informe financiero, y la pregunta que surge es la razón de hacer un cambio legal que tiene efectos por un monto tan reducido.

Una norma que permite que ahora ya no sólo sociedades ligadas directamente, sino que también indirectamente en otros países puedan contar con un crédito por doble tributación, es una norma con nombre y apellido, que beneficia a empresas especiales, como son AES Gener y Enersis, y constituye un error legislar de esta manera. Debe considerarse que las normas sobre doble tributación tienen límites debido a lo difícil de fiscalizar respecto de lo que ocurre en terceros países, aun cuando existan convenios de intercambio de información.

En seguida, el Presidente de la Asociación de Fiscalizadores de Impuestos Internos de Chile, AFIICH, señor Juan Apablaza, efectuó una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:

a) Factura Electrónica

- El 37% de la población es analfabeta digital (fuente: INE). Se concentra en la población mayor a 30 años, que representan la mayor cantidad de potenciales contribuyentes del país al encontrarse en el tramo de población laboralmente activa. 

- Contraste con el 98% de declaraciones por internet que se reciben en el caso del impuesto a la renta cada año, y el incremento sostenido en las declaraciones de IVA por Internet. Por lo anterior, es fundamental destacar la labor funcionaria en la obtención de estas metas, y que de no realizarse constituirían una discriminación contra una parte importante de los contribuyentes a los cuales declarar por internet les es obligatorio sin contar con las herramientas y conocimiento para llevarlas a cabo. 

- La factura electrónica podría poseer un impacto positivo en la recaudación al disminuir la factura materialmente falsa, pero no impide lo que se conoce en términos tributarios como la factura “ideológicamente falsa”, que es aquella factura que cumpliendo los requisitos legales, es decir, es emitida por un contribuyente y su timbraje está debidamente autorizado por el SII, la operación de la cual da razón es ficticia y no guarda relación con la realidad, y su emisión provoca un perjuicio fiscal. Esta labor de fiscalización no es automática, y requiere de procesos de fiscalización en terreno o presenciales a cargo de funcionarios calificados para dichas labores.

b) Nueva Dirección Regional Metropolitana Norte

- Las Direcciones Regionales Centro y Poniente atienden actualmente a 580.000 contribuyentes. Se dice que el número de atenciones de estas oficinas es excesivamente alto, lo que atenta contra los principios de buen servicio y comodidad para los usuarios.

- La dotación de esta dirección regional saldría de la reasignación de funcionarios que hoy cumplen funciones en las dos direcciones regionales antes nombradas sin que se considere el aumento de NINGUN FUNCIONARIO, lo cual es altamente inviable e imposible de asumir toda vez que esto implica: la misma cantidad de funcionarios que atendían en dos direcciones regionales ahora atenderán en tres a la misma cantidad de contribuyentes, esto no tiene sentido si la idea es descongestionar y atender de mejor manera a los contribuyentes.
- La creación de una nueva dirección regional implica que las labores de fiscalización y cumplimiento de metas en ella hagan necesario el aumento en la dotación de fiscalizadores para cubrir este territorio. 

- Cabe consignar que junto a la creación de esta dirección regional sólo viene contemplado en el proyecto un aumento de dotación de 7 cargos que son los correspondientes a los de Director Regional y Jefes de Departamento, pero no se hace cargo del aumento de personal fiscalizador y administrativo para darle un correcto y adecuado funcionamiento a la misma.
c) Rebaja del Impuesto de Timbres y Estampillas

- Los grandes contribuyentes serían fuente del 65% de la recaudación de este tributo (ITE). Los créditos bancarios afectan más a las micro y pequeñas empresas, por cuanto su tasa de interés es del orden del 1,5% mensual, y para medianas y grandes -en promedio, y de acuerdo al monto- es de UF más 1% anual, por lo tanto soportan de mejor manera este impuesto. La sugerencia es que vaya a aliviar a las Pymes.

d) Modificación artículos 41 A y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta
- Crédito para las subsidiarias: no se corresponde con el principio de evitar la doble imposición, ya que el hecho de tener pérdidas y no pagar impuesto de primera categoría hace cumplir el principio de no pagar 2 veces. De otra forma, al imputar el excedente en ejercicios futuros conlleva a aplicar el crédito contra rentas de fuente nacional, lo que desvirtúa el espíritu de los convenios.
- La última situación descrita significa no pagar impuesto de primera categoría por mucho tiempo, atentando directamente contra la recaudación, considerando que en los últimos 6 años no hay ingresos por concepto de Impuesto Global Complementario, inclusive devolviendo parte del impuesto pagado en primera categoría. 
- Reconocer créditos para las subsidiarias indirectas sin ninguna norma de control hace impracticable la fiscalización, porque no existe seguridad en la información que se entrega desde el extranjero, si es que se entrega, lo que han podido comprobar a propósito de la modificación de la normativa sobre precios de transferencia. 

- Si se quiere captar más inversión atrayendo recursos de otras sociedades extranjeras, se debe incentivar con otras medidas, por ejemplo, el decreto ley N° 600. 
La estimación de menor recaudación de US$13 millones no se sabe cómo se ha obtenido y no se condice con lo que se paga por impuesto de primera categoría actualmente. Cuando el crédito tributario por impuestos pagados en el exterior se imputa al impuesto de primera categoría, con un tope de 30%, lo que no alcanza a utilizarse se imputa contra el impuesto final, que es el global complementario. Dicho remanente de crédito no se ha utilizado porque, como muestra el cuadro que sigue, desde el año 2006 las cifras de recaudación por impuesto global complementario son negativas, existiendo devolución de lo que se ha pagado. 
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Fuente: Subdirección de Estudios del SII

A continuación, el Vicepresidente Nacional de la Confederación del Comercio Detallista y Turismo de Chile, CONFEDECH, señor Oscar Bruna, expresó que los representantes de las asociaciones de funcionarios del Servicio de Impuestos Internos, dan razón al planteamiento que vienen a efectuar, en relación a que, a pesar de los buenos propósitos que inspiran el proyecto de ley, las empresas de menor tamaño tienen problemas para incorporarse al desarrollo tecnológico involucrado, y estiman que la factura electrónica debiera ser voluntaria y no obligatoria para los contribuyentes.

Asimismo, consideró que el plazo de dos años para que definitivamente sea obligatoria la factura electrónica es muy exiguo, y si no se cambia la obligatoriedad por voluntariedad, dicho plazo debiera ser mucho mayor. Planteó que existen muchos micro y pequeños empresarios que no cuentan con los recursos necesarios para acceder a la factura electrónica, tanto en conocimientos como recursos para tener un computador, una impresora y firma digital.

Señaló que el Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos no debiera contar con la facultad de eximir de la obligatoriedad de la facturación electrónica a algunos contribuyentes.

Añadió que han trabajado con SERCOTEC, con el fin de capacitar a personas que pertenecen a su gremio para que puedan adoptar voluntariamente la factura electrónica. Al mismo tiempo, observó, causa mucha molestia que no se fiscalice como corresponde al comercio ilegal cuando se supone que se quiere aumentar la recaudación tributaria disminuyendo la evasión.
El Subsecretario de CONFEDECH, señor Claudio Rodríguez, indicó que es muy relevante que la norma sobre factura electrónica sea voluntaria para el contribuyente que se encuentra representado por el gremio, y no obligatoria, porque los pequeños comerciantes, que pueden ser feriantes o explotar un kiosco, constituyen buena parte del 37% que se mencionó anteriormente como parte de los analfabetos digitales. Agregó que, la obligatoriedad, en el breve plazo que se pretende, resulta irreal y traerá varios problemas asociados.

En seguida, el Director Académico del Centro de Estudios Tributarios de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile, señor José Yáñez, manifestó que los objetivos que persigue la facturación electrónica contribuirán, si se consiguen en el mediano plazo, a alcanzar las características que se consideran deseables de un sistema tributario, como son la equidad, la eficiencia, la simplicidad y la minimización de los costos de administración.

Expresó, sobre la rebaja que se propone para el impuesto de timbres y estampillas, que si se mira el sistema tributario de un modo general, se descubre que los servicios financieros se encuentran exentos del pago de IVA, lo que se explica por la complejidad de medir el valor agregado en este campo. 

Señaló que las recomendaciones internacionales sobre el IVA indican que debe mantenerse como el principal impuesto, con una tasa única, y de preferencia extendiéndolo a todas las actividades, eliminando las exenciones que todavía subsisten. Agregó que algunos países, como complemento al IVA que no se aplica, usan un impuesto sobre las transacciones financieras, grupo al que pertenece nuestro impuesto sobre timbres y estampillas.

Planteó que no se debe eliminar el referido impuesto, ni tampoco rebajarlo, como se propone en el proyecto de ley, mientras las instituciones financieras no queden afectas al régimen general del IVA. Explicó que, si uno quiere ayudar a un determinado tipo de empresas o sector económico, aunque sea un poco más costoso, es mejor utilizar la transferencia directa, porque se sabe a quién y cuánto se está entregando, y por cuánto tiempo.

Añadió que participando en un trabajo académico tuvo acceso a un gran Banco de la plaza, pudiendo medir el valor agregado de la actividad del Banco para poder establecer así una tasa del impuesto de timbres y estampillas que fuera relativamente equivalente al IVA, cálculo que arrojó como resultado un 0.8% anual. Observó que, si se aplicara la tasa mencionada, para hacer el impuesto equivalente al IVA se debería permitir que los contribuyentes pudieran descontar como crédito el impuesto pagado, lo que haría disminuir en algo la recaudación.

Resaltó que no se puede analizar el impuesto de timbres y estampillas aislado del sistema tributario completo, porque se pierde de vista la función que cumple.

Acotó que existe una posición que justifica el impuesto como una regulación por las recientes crisis económicas que tienen su origen en el sistema financiero, constituyéndose en una suerte de cobro por los costos que implican estas crisis para la población.

Manifestó que, cuando se plantea que los beneficios de las medidas se van a concentrar en las pequeñas empresas, conviene recordar que hace unos años se hizo un trabajo que demuestra cómo se concentran los recursos que se liberan en el grupo de mayor poder económico de la sociedad, estudio que nunca fue rebatido, y para él mantiene su validez.

Señaló que no se debe olvidar que los aumentos y rebajas de impuestos son objeto de traslación entre los agentes económicos, por lo que se requiere información técnica sobre los mercados para estimar cómo podrían repartirse los beneficios, pero dicha información no existe para respaldar las afirmaciones que sobre los beneficios se hacen.

Del mismo modo, indicó que se da por cierto que si se rebajan los impuestos los beneficios serán para los consumidores, pero muchas veces ocurre que los empresarios deciden ajustar sus márgenes de utilidades cuando se producen estos cambios impositivos. Por ello, sería importante contar con estudios que muestren si cuando se han producido rebajas de impuestos los beneficios se han traspasado completamente a los consumidores, o no.

El especialista en materias tributarias, señor Michel Jorratt, expresó, respecto de la factura electrónica, que la intención de masificarla es positiva, y es un anhelo de varios años del Servicio de Impuestos Internos. Sin embargo, plantear que es este instrumento el que eliminará las facturas falsas no es efectivo, puesto que existen otros mecanismos, como declaraciones juradas de compra y venta, que se iban a masificar con el objetivo de poder cruzar los datos de todas las compras y ventas por el Servicio, logrando el mismo objetivo señalado.

Observó que, efectivamente, con factura electrónica también pueden existir facturas ideológicamente falsas, esto es, que materialmente existe el documento pero no corresponde a una transferencia de bienes o servicios real, y agregó que hay casos que han sido detectados durante los últimos años.

Con relación a la difícil masificación voluntaria de la factura electrónica, planteó que podría deberse a que los productos tecnológicos con que cuenta el Servicio de Impuestos Internos no siempre van de la mano con los procesos de negocios, por ejemplo, si se piensa en la boleta electrónica de honorarios que existe, aproximadamente, desde el año 2005, sostuvo que la misma no es propiamente una boleta electrónica, sino un documento en formato PDF que el destinatario debe imprimir y digitar, y no se ha verificado un gran avance en la materia. Agregó que la misma dificultad de integración de procesos se percibe con la contabilidad electrónica.

Señaló que le asustan los plazos breves para poner en vigencia la obligatoriedad de la factura electrónica, porque no está seguro que el Servicio de Impuestos Internos pueda garantizar una plataforma que esté disponible para los contribuyentes todo el tiempo, y no sabe qué ocurriría si se cae el sistema un par de días, qué solución alternativa se ofrecería y, en el mismo sentido, si existen los recursos disponibles para ofrecer dichas soluciones. Asimismo, se preguntó qué ocurrirá si el contribuyente es el que pierde el acceso a internet, y si existirá un sistema de respaldo que pueda usar el contribuyente para poder facturar.

Sobre el valor probatorio de la copia impresa, indicó que no sabe si se contemplan los elementos de seguridad necesarios para no facilitar una falsificación.

Respecto del acuse de recibo, planteó que no sabe si se ha abordado la situación del mismo y del plazo de 3 meses para hacer uso del crédito fiscal, además de cuándo empieza a correr y expira dicho plazo.

En relación al crédito por doble tributación, compartió lo expresado por las asociaciones de funcionarios del Servicio, y destacó que ampliar la posibilidad de utilización del crédito, que hoy se puede usar hasta tres niveles, a saber, contribuyente chileno que invierte directamente en el extranjero, contribuyente que invierte en una sociedad extranjera y contribuyente que invierte en una sociedad que tiene una subsidiaria, ahora se podrá extender dicho uso a la inversión en una cadena de sociedades, por lo que se está regulando situaciones específicas de algunas pocas empresas a las que les sería útil, pero resulta válido preguntarse si solucionar dificultades de un par de empresas justifica adoptar una norma que hace casi imposible controlar si se trata de un crédito válido o no.

Agregó que existen otros problemas relacionados con tributación internacional que le parece más urgente abordar, como la de los profesionales que prestan servicios en un país sin convenio de doble tributación con Chile que no tienen derecho a crédito por el impuesto pagado.

En lo referido al impuesto de timbres y estampillas, manifestó no entender cuando se expresa que la rebaja del mismo beneficia a las Pymes, si en realidad dicho sector puede descontar el impuesto del IVA, por lo que debería especificarse que el beneficio sólo sería para la pequeña empresa que no es contribuyente del IVA.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que es necesario contar, en la próxima sesión de la Comisión, con la presencia del señor Ministro de Hacienda para poder debatir y dar respuesta a las diferentes observaciones formuladas, especialmente lo referido a la dotación y estructura del Servicio de Impuestos Internos y la plataforma informática con que hará frente a la facturación electrónica obligatoria.

El Honorable Senador señor Lagos complementó lo precedentemente expuesto, señalando que además debiera mostrarse la información desagregada solicitada en la sesión anterior sobre los contribuyentes del impuesto de timbres y estampillas, considerando número de transacciones, contribuyentes que pagan y el volumen de pago que implica para cada uno según su tamaño.

Asimismo, observó que resulta relevante conocer estimaciones del rendimiento recaudatorio de la factura electrónica que puedan tener los expositores, dado que ha cambiado de un año a esta parte.

El Honorable Senador señor Novoa planteó que sería deseable escuchar propuestas que permitan solucionar el problema que se vislumbra al constatar la poca aceptación que tiene hasta ahora la factura electrónica voluntaria y su próximo paso a la obligatoriedad, lo que podría convertirse en una pésima experiencia de política pública.
Reiteró su preocupación sobre el riesgo que se corre de que muchas personas queden fuera de este sistema, pasen a la informalidad o no sean capaces de manejarse con la plataforma. En dicho sentido, propuso que debiera estudiarse de establecer la obligatoriedad para contribuyentes que no sean muy pequeños, llegando siempre al 90% o 95% de la facturación total en formato electrónico. Del mismo modo, que sea siempre voluntaria la facturación electrónica en el primer año de operación de un nuevo contribuyente.

Sostuvo que, respecto de los problemas de la recepción de pagos a las Pymes, debiera estimularse con incentivos el acuse de recibo a los pequeños y medianos empresarios.

Sobre el impuesto de timbres y estampillas, señaló que las grandes empresas se financian con bonos a varios años plazo y pagan el impuesto una sola vez, en cambio las personas que utilizan tarjetas de crédito, financiándose a 30 ó 60 días, pagan permanentemente el impuesto, y se verían beneficiadas con la rebaja.

El Coordinador de Política Tributaria del Ministerio, señor Zamora, señaló que las inquietudes que se han planteado no son muy diferentes de las que se hicieron en el primer trámite constitucional y que fueron respondidas oportunamente por el Ministerio y el Servicio de Impuestos Internos, lo que están plenamente dispuestos a hacer nuevamente.
El Honorable Senador señor Escalona expresó que la precedente intervención no permite presagiar que los problemas planteados se resuelvan si es que ya fueron analizados en la Cámara de Diputados y no se hicieron las enmiendas del caso.  
Asimismo, reiteró su inquietud sobre la iniciativa legal, en cuanto aparece pensada desde una perspectiva urbana, sin considerar al mundo rural.

El Honorable Senador señor Lagos sostuvo que la intervención del representante del Ejecutivo parece demostrar que el Ministerio tiene capacidad de escuchar pero no de cambiar de opinión, cuestión que acaban de vivir con los cinco meses de tramitación del reajuste del ingreso mínimo mensual, que terminó siendo aprobado con la cifra que se solicitó en marzo de este año.

Agregó que existe un tema de fondo político, que es que en el año 2012 se aprobó una modificación tributaria sobre la base de un acuerdo en que se consideraba el futuro envío de la facturación electrónica obligatoria, con un rendimiento estimado de mayor recaudación de alrededor de US$400 millones, y también se consideraba un acuerdo sobre rebaja del impuesto de timbres y estampillas, y el presente proyecto de ley, menos de un año después, plantea que la mayor recaudación de la factura electrónica es superior a US$600 millones y se propone una nueva rebaja al impuesto de timbres y estampillas.

En la siguiente sesión, el señor Ministro de Hacienda expresó que la mayor parte de las observaciones formuladas se referían a temas prácticos y operativos acerca de cómo se aplicará la factura electrónica obligatoria y su relación, por ejemplo, con las Pymes. Señaló que, es el Director del Servicio de Impuestos Internos quien mejor puede responder ese tipo de inquietudes.

El Director (S) del Servicio de Impuestos Internos, señor Burr, efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

En septiembre del año 2012 se aprobó la ley N° 20.630 sobre perfeccionamientos tributarios, que implicó dos grandes cambios para la operación del Servicio. En primer lugar, dio la opción de reliquidar el impuesto global complementario y, en segundo lugar, creó la posibilidad de usar un crédito por gastos en educación. A pesar de no contar con datos sobre colegios y sostenedores, y del poco tiempo para implementar los cambios, la operación renta del año 2013 funcionó de forma adecuada. Señaló que constituyen ejemplos de la capacidad del Servicio para enfrentar las innovaciones.
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Del 1.100.000 contribuyentes del IVA -formulario F29-, que sería el universo máximo posible de afectados por la factura electrónica, el 93% declara mediante internet a diciembre del año 2012.

Cabe hacer notar que en el caso de declarantes del formulario 29, se trata de personas que ya declaraban renta vía internet, por lo que el cambio es mucho más sencillo. En el caso de la factura electrónica se trata de un negocio distinto que dificulta el inicio de la operación.

Del 1.100.000 contribuyentes referidos, 750.000 son contribuyentes con movimiento IVA, y de ellos, el 29% sólo emite boletas y no se verán afectados por la factura electrónica, siendo el 71% restante, alrededor de 500.000 contribuyentes, quienes pueden emitir facturas. De ese 71%, 69.000 contribuyentes, que equivalen al 13% de dicho universo, utilizan actualmente la factura electrónica, calificando como muy satisfactoria su experiencia al respecto.

Los 430.000 contribuyentes restantes son los que debieran integrarse a la factura electrónica al ser obligatoria, de los cuales 9.000 corresponden a grandes contribuyentes (2%) y si se suman los contribuyentes medianos se llegaría a un nivel del 7% del total, que representan un 80% del total de ventas que pagan IVA.

Del total de contribuyentes, el 81% emite menos de 10 facturas al mes, por lo que para ellos será mucho más cómodo emitir factura electrónica que estar imprimiendo y timbrando facturas cuando estas se terminan. 
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Lo que se muestra en la parte alta de la lámina es lo que ha ocurrido con el impuesto a la renta desde el año 1997 a 2013, y la parte de abajo lo que ha ocurrido con el IVA hasta ahora y lo que se espera que ocurra a partir de este año.

El proceso de la operación renta para el SII ha sido tremendamente exitoso, por ese motivo esperan repetir el suceso con el IVA.

Al finalizar el proceso, en los años 2015-2016, el Servicio será capaz de proponer una declaración al contribuyente y se eliminarán restricciones para el inicio de actividades de emprendedores, lo que ayudará a mejorar la competitividad. Beneficiará a los contribuyentes y a la Administración tributaria. 
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Respecto de dudas sobre la capacidad tecnológica del Servicio para enfrentar los cambios que traería el proyecto de ley, el gráfico muestra la cantidad de documentos tributarios electrónicos que deberán ser capaces de recibir y procesar al aprobarse el proyecto de ley.

En la lámina que sigue, se muestra, como ejemplo de la renovación de la infraestructura informática, la capacidad de conexiones, que resulta relevante para efectos de la factura electrónica, desde el momento que los contribuyentes deberán poder usar simultáneamente el portal que ofrece el Servicio de Impuestos Internos. Este año se llega a 4.000.000 de conexiones concurrentes, multiplicando por ocho dicha capacidad.
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El cuadro precedente muestra los servidores para el año 2010 y para el año 2013, y la línea que se muestra refleja la capacidad de procesamiento que tiene el SII, en que, como base, se toma el año 2006 con una capacidad de 1, al año 2010 se llega a 8, para lograr en el año 2013 una capacidad de 17.

La capacidad de almacenamiento del SII ha pasado de 13 terabytes en 2006 a 330 terabytes en el año 2013.

Hasta el año 2012, para procesar 3.000.000 de libros de compra y venta, demoraban entre 16 y 6 horas. Producto de las inversiones realizadas, este año se pasó a tardar 18 minutos en el proceso referido.
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La última lámina se refiere a la medición de los mayores ingresos producto de la menor evasión que involucra la factura electrónica.

Considerando como base el año 2010, con una evasión del 22% de IVA con efecto en renta (actualmente es 20% pero el tamaño de la economía es mayor por lo que se compensa el efecto total), se obtiene un monto de US$8.505 millones, lo que se mide con métodos como puntos fijos de fiscalización para un local comercial, luego de lo cual se mide la variación de mayor facturación producto de dicha fiscalización.

La evasión por facturas materialmente falsas llega a US$1.650 millones. Se considera una disminución de evasión en este campo por US$610 millones, dado que se contabilizó sólo la evasión relacionada a la cadena de operaciones que finaliza en exportación, constituyendo una forma bastante conservadora de calcular dichos mayores ingresos.

En el informe financiero que acompaña el proyecto de ley no se contempla una disminución de evasión por la conversión del ticket electrónico por pago con tarjetas en boleta, debido a que no existía un método claro para dimensionarlo, a pesar de que efectivamente tendrá un efecto considerable.
El señor Ministro de Hacienda planteó que, considerando lo anteriormente expuesto, la cifra que indica el informe financiero es bastante conservadora, por lo que el proyecto de ley tiene un enorme potencial recaudatorio. 

El Honorable Senador señor García consultó si sólo por ley se puede hacer la conversión para que el recibo de pago de tarjeta de crédito o débito tenga el valor de boleta.
Asimismo, estimó como extremadamente conservadora la disminución de evasión que se plantea en base a factura electrónica.

El señor Ministro de Hacienda señaló que para darle el carácter de boleta al voucher del ticket por pago con tarjeta se requiere de una norma de rango legal. Acotó que los establecimientos podrán tener boleta electrónica o utilizar el ticket electrónico por compra con tarjetas.

Explicó que el cálculo de mayores ingresos es conservador porque en algunos rubros no existía un método fiable para calcular la disminución de evasión y se optó por no considerar dichos conceptos.  

El Director (S), señor Burr, observó que la factura y la boleta electrónica terminarán con los reclamos de contribuyentes que son multados cuando se les sorprende no emitiendo el comprobante tributario y alegan que se los castiga por un único olvido.

Agregó que, actualmente, se revisa la situación de un contribuyente de 3 años a la fecha, y se determina que un cierto número de operaciones no corresponden a la norma, por lo que se le aplica un 1,5% de interés y una multa si se trata de un impuesto de retención, por lo que de deber 100 se termina debiendo entre 160 y 220 al Fisco. Con el nuevo sistema, la revisión será en línea, por lo que los contribuyentes pagarán impuestos y no intereses y multas.

El Honorable Senador señor Novoa señaló que el problema de la facturación electrónica lo ha visualizado siempre para los cerca de 400.000 contribuyentes que no son ni grandes ni medianos y que hasta ahora no se han incorporado voluntariamente a dicha facturación, a pesar de las enormes ventajas que se visualizan. Añadió que en el caso del impuesto a la renta se dio como gran incentivo que, si no se declaraba por internet, no se podía obtener la devolución, incentivo que no existe en la situación que los ocupa.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que sólo pueden hacer fe acerca de todo lo que se les plantea sobre las adecuadas capacidades informáticas del Servicio para hacer frente a las modificaciones propuestas.

Indicó que quisiera que se contestaran las dudas formuladas sobre la falta de nuevos funcionarios para atender las innovaciones, y que para la nueva Dirección Regional Metropolitana Norte sólo se contemplan unos pocos cargos directivos nuevos sin mayor dotación. Agregó que, además, no se aborda la situación de sobrecarga de la Dirección Regional Metropolitana Oriente.

El Honorable Senador señor Lagos expresó que no se ha aclarado suficientemente si se consideran nuevos recursos en la cantidad necesaria para enfrentar los cambios, así como la instalación de la nueva Dirección Regional que se crea, y si no existe más urgencia de crear nuevas unidades en otros sectores.

Acotó que quedan dos temas pendientes, uno sobre los créditos por tributación internacional de las filiales y, el otro, todo lo que tiene que ver con el impuesto de timbres y estampillas.

El señor Ministro de Hacienda señaló que todos los temas relacionados con personal e inversión relativos al proyecto de ley, fueron establecidos trabajando conjuntamente con el Servicio de Impuestos Internos.

El Director (S), señor Burr, expresó que como Jefe de Servicio siempre aspira a contar con mayor personal y más recursos. Pero el análisis debe efectuarse para constatar si las condiciones son adecuadas para lograr los objetivos que se plantean en el proyecto de ley y, en función de ello, se detectó la necesidad de que la actual Unidad Norte pase a ser Dirección Regional, mejorando los espacios de trabajo, y al mismo tiempo en la Dirección Regional Poniente disminuirá el número de funcionarios trabajando en el mismo espacio reducido. Del mismo modo, acotó que si hoy le ofrecieran 10 funcionarios nuevos a contratar los destinaría a la Dirección Regional Metropolitana Oriente y, en ese sentido, espera que la factura electrónica ayude a descongestionar dicha repartición, porque actualmente existen filas de personas que dan vuelta la manzana esperando timbrar facturas. 

Señaló que para los contribuyentes también será beneficioso la existencia de una Dirección Regional Metropolitana Norte, porque muchas veces requieren hablar con el Director Regional o con el Jefe de Fiscalización, que ahora se encontrarán en su zona, sin que se requieran largos desplazamientos.

El Coordinador de Política Tributaria del Ministerio, señor Zamora, explicó que, respecto de los créditos por tributación internacional de las filiales, la Ley sobre Impuesto a la Renta ya contempla la posibilidad de reconocer en Chile créditos provenientes de hasta una segunda filial, lo que implica tres sociedades extranjeras pertenecientes a un contribuyente chileno, por lo que el desafío de fiscalización se da actualmente y el SII tiene un sistema de control por medio de declaraciones juradas. Acotó que se trata siempre de filiales extranjeras situadas en un mismo país.

Añadió que el sistema actual pone un tope a los impuestos pagados en el exterior consistente en el 30% de la renta de fuente extranjera, y ahora se propone un tope de 32% ó 35% según provenga de países con o sin convenio para evitar la doble tributación, por lo que el permitir mayor número de filiales que generen crédito no debiera representar un problema. Agregó que hasta el año 2007 el referido tope era equivalente a la tasa del impuesto de primera categoría, y ese año se aumentó al 30% para acortar la brecha de las tasas donde se produce doble tributación.

En la siguiente sesión, el señor Ministro de Hacienda, explicó que, en relación a la inquietud manifestada por miembros de la Comisión en cuanto a los plazos para la obligatoriedad de la implementación de la factura electrónica entre los pequeños empresarios, el Ejecutivo tiene preparada una indicación a ser presentada cuando corresponda. Dicha indicación extiende los plazos respecto de las microempresas -aquellas que venden menos de 200 UF mensuales- llevándolo a 36 meses, desde 24 meses, en el caso de las que estén situadas en zonas rurales y a 24 meses, desde 18 meses, en el caso de las que estén situadas en zonas urbanas.

El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que, no obstante la aprobación en general que se hará del proyecto de ley, algunos integrantes de la Comisión no son partidarios de la reducción del impuesto de timbres y estampillas, por lo que votarán en contra de dicha disposición durante la discusión en particular.
Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Prokurica y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 3 de abril de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El presente proyecto de ley realiza una serie de modificaciones tributarias con el objetivo de avanzar en la competitividad y perfeccionamiento del sistema tributario. Los ejes tratados son diversos, apuntando desde la calidad de servicio al cliente hasta la reducción de la evasión. Además, se complementan y precisan medidas adoptadas en la reciente reforma tributaria. Las medidas contempladas se detallan a continuación:

1. Uso obligatorio de la factura electrónica, así como de los restantes documentos tributarios en formato electrónico.

Se dota al Servicio de Impuestos Internos de la facultad para exigir -y no solo autorizar, como ocurre hoy- a los contribuyentes el uso de factura electrónica así como los restantes documentos tributarios asociados al IVA en forma electrónica, en reemplazo de la emisión de documentos físicos. Se espera conseguir que en el plazo de 24 meses, contados desde la entrada en vigencia de esta ley, la totalidad de los contribuyentes estén operando con facturas electrónicas, de forma tal de obtener un mayor control sobre la evasión tributaria.

2. Medidas de apoyo a la pequeña y mediana empresa.

Se introduce una mejora en el sistema de uso del crédito fiscal del IVA por parte del comprador o beneficiario, el cual opera cuando el vendedor o prestador del servicio respectivo utiliza la factura electrónica. Esta consiste en que dicho comprador o beneficiario verá postergado el uso del crédito fiscal del IVA hasta el momento en que le da a su vendedor o prestador de servicios el correspondiente "acuse de recibo". Se genera, de esta forma, un incentivo para no postergar innecesariamente esta acción y con ello se mejora el acceso a financiamiento al vendedor o prestador de servicio.

Adicionalmente, en el articulado transitorio, y como otra forma de ayuda a este grupo de empresas, se propone conceder un nuevo período de cuatro meses, contados desde la publicación en el Diario Oficial de la presente ley, para que los contribuyentes que mantengan deuda en el pago de los impuestos indicados en el Artículo 5° de la ley N° 20.630, celebren convenios de pago con la Tesorería General de la República.

3. Nueva disminución de las tasas del Impuesto de Timbres y Estampillas.

Se propone disminuir a un nuevo mínimo las tasas del impuesto de timbres y estampillas y profundizar con ello los beneficios de la medida aprobada en la ley No 20.630, de 2012, que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional. Así, la tasa mensual se reduce de 0,033% a 0,0166% y la tasa anual máxima se reduce de 0,4% a 0,2%.

4. Creación de la Dirección Regional Metropolitana Santiago Norte del Servicio de Impuestos Internos.

El proyecto de ley crea una nueva Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, que tendrá competencia sobre el área norte de la Región Metropolitana, particularmente, respecto de las comunas de Til Til, Colina, Lampa, Quilicura, Huechuraba, Conchalí, Renca, Independencia y Recoleta.

5. Otras modificaciones tributarias.

a) Responsabilidad social empresarial

Se exime del impuesto del artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta a los desembolsos que las empresas realicen para el financiamiento de programas de lo que se conoce como responsabilidad social empresarial (RSE), mientras dicho gasto no exceda de ciertos límites establecidos en el proyecto de ley.

b) Perfeccionamientos a las normas relativas a la doble tributación  internacional

Se modifican los artículos 41 A y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, con el objeto de permitir la utilización como crédito de los impuestos pagados en el extranjero no solamente por una empresa que remesa utilidades a una sociedad chilena, sino que también por las subsidiarias indirectas de dicha empresa extranjera, en tanto todas estén domiciliadas en el mismo país y la empresa que remesa tenga en ellas una participación del 10% o más de su capital.

Además, se incrementa uno de los límites para calcular el crédito total disponible, desde un 30% a un 35%, de la llamada Renta Neta de Fuente Extranjera del correspondiente ejercicio, respecto de países con los cuales Chile mantiene vigente convenios para evitar la doble tributación. Para aquellos países con los cuales no existe ese tipo de convenios, dicho tope aumenta a un 32%.

Por último, se incorpora también la posibilidad de imputar en ejercicios futuros los excedentes de crédito por impuestos pagados en el extranjero en la parte imputable contra el Impuesto de Primera Categoría, cuando por existir pérdidas tributarias u otra causa, no pueda imputarse en el mismo ejercicio.

c) Precisiones a la Ley sobre Impuesto a la Renta 

Se introducen precisiones a dos normas de la Ley sobre Impuesto a la Renta a raíz de la tramitación de la reforma tributaria. Se trata de las modificaciones a los artículos 17, No 8, inciso segundo y 20, N° 1, letra b).

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. Uso obligatorio de la factura electrónica, así como de los restantes documentos tributarios en formato electrónico.

Se espera que la obligatoriedad en el uso de la factura electrónica permita disminuir, principalmente, parte de la evasión que se produce por la emisión de facturas materialmente falsas. Al respecto, para estimar el efecto fiscal se han utilizado dos supuestos básicos: i) que, para el año 2013, la evasión por facturas falsas represente cerca de 20% del total de evasión asociada al IVA y, ii) que la tasa de evasión del IVA sea cercana al 18% el mismo año.

Cabe recordar que una menor evasión por esta vía repercute en un mayor registro de ventas por parte de las empresas, lo que a la vez implica una mayor recaudación del Impuesto a la Renta, la que será proporcional al aumento en recaudación por concepto de menor evasión.

Así, se espera que el esfuerzo fiscalizador permita reducir a los 24 meses de puesta en marcha la medida, es decir, cuando la factura electrónica alcance su plena vigencia, al menos un 30% de la evasión por concepto de facturas falsas, logrando mayores reducciones en los años siguientes. Esto es equivalente a una reducción en la tasa de evasión total del IVA de un punto porcentual, lo que implicaría una mayor recaudación para concepto de IVA e Impuesto a la Renta en un monto que fluctúa entre 500 y 700 millones de dólares.

Con todo, se estima que la recaudación de estado de régimen no se alcanzaría sino dos años después de implementada la medida. Así, el Servicio de Impuestos Internos ha establecido un calendario de implementación de 24 meses contados desde la entrada en vigencia de este ley. Transcurridos 9 meses, las grandes y medianas empresas tendrán que estar incorporadas al sistema de factura electrónica de forma obligatoria; después de 18 meses, las micro y pequeñas empresas urbanas; y al plazo 24 meses, las micro y pequeñas empresas rurales. Además se considera que, la efectividad en la reducción de la evasión aumenta en la medida que más contribuyentes se incorporen al sistema. Por otra parte, el efecto en la recaudación del Impuesto a la Renta se observa en la operación renta al siguiente año después de ocurrido el aumento en las ventas declaradas.

Asimismo, la obligatoriedad en el uso de sistemas tecnológicos para el resto de los documentos tributarios asociados al IVA, tales como las notas de crédito, las notas de débito y las guías de despacho, entre otras, también implicarán un aumento progresivo en la recaudación por concepto de menor evasión, al tener el Servicio de Impuestos Internos mayor control sobre la emisión y seguimiento de dichos documentos. Sin embargo, no es posible cuantificar el efecto de esta medida.

Respecto del mayor gasto asociado a la obligatoriedad del sistema electrónico, cabe señalar que es necesario ampliar la infraestructura tecnológica existente, debido al significativo aumento que se generaría en el número de transacciones realizadas a través de medios electrónicos, lo cual implica disponer de las herramientas adecuadas para gestionar y procesar la mayor cantidad de documentación e información que se recibirá. De esta forma, en lo que el proyecto se refiere a Factura Electrónica 100%, contempla un costo total de US$ 2,66 millones para el año 2013 y en régimen permanente, el mismo proyecto presenta un costo de US$ 0,62 millones.

2. Nueva disminución de las tasas del Impuesto de Timbres y Estampillas.

Respecto de la reducción del Impuesto de Timbres y Estampillas, ésta significará una menor recaudación en proporción a la menor tasa de impuesto a aplicar a partir de septiembre del presente año, lo que se muestra en el Cuadro de este Informe.

3. Creación de la Dirección Regional Metropolitana Santiago Norte del Servicio de Impuestos Internos.

Para Ilevar a cabo la implementación de la nueva Dirección Regional Metropolitana Norte, se necesita contar con:

1. Siete nuevos cargos Directivos (1 Director Regional y 6 Jefes de Departamento Regionales). Esto implica lo siguiente:

- Remuneración de 7 nuevos Directivos.

- Asignación por Supervisión de los nuevos cargos Directivos.

2. Presupuesto para enfrentar el costo operacional de dicha Dirección Regional.

De esta forma, en lo referido a la Dirección Regional Metropolitana Norte, el proyecto contempla un costo total de US$ 0,9 millones anuales.

4. Otras modificaciones tributarias.

Respecto del cambio en el artículo 21 de la Ley de Impuesto a la Renta referido a los gastos en RSE, el costo fiscal de esta medida se genera de la diferencia producida entre la recaudación que estos gastos habrían generado de haber pagado el impuesto establecido en el artículo 21, y el tratamiento tributario que dichos montos recibirán al momento de entrar en vigencia el presente Proyecto de Ley. Sin embargo, ante la ausencia de información respecto a qué fracción de ingresos o utilidades de cada empresa son destinados en gastos a RSE, no es posible cuantificar dicho impacto.

Por otra parte, la cifra asociada a la menor recaudación por el aumento en el límite de 30% de la Renta Neta de Fuente Extranjera, considerada para el cálculo del máximo crédito disponible por concepto de impuestos pagados en el extranjero, se obtiene en base a la consideración del crédito total disponible con el que cuentan las empresas de acuerdo a lo informado por éstas en las Declaraciones Juradas respectivas, evaluando, en cada caso, que ésta fuera la restricción activa y no el monto total del crédito. Además, tanto para la cifra de recaudación con el límite actual como aquélla con el límite propuesto, se estimó el valor presente del total de créditos disponibles, en base a un supuesto de utilización gradual de dichos créditos a lo largo del tiempo.

Respecto al efecto que tendrá considerar el crédito por impuestos pagados en el extranjero generado por las empresas subsidiarias indirectas de la empresa extranjera, no se cuenta con la información asociada a los créditos que se considerarán, ni del monto al que éstos ascienden. Sin embargo, se estima que esta medida repercutirá de forma negativa en los ingresos fiscales.

El efecto en recaudación de la posibilidad de imputar en ejercicios tributarios futuros los excedentes de crédito por concepto de impuestos pagados en el extranjero, se calcula tomando como base la información del año tributario 2012, sumando el total de créditos declarados como disponibles por las empresas con utilidades negativas, más el crédito de empresas que solo imputaron una fracción del total declarado.

Por último, se estima que el efecto de conceder un período de cuatro meses contados desde la publicación en el Diario Oficial de la ley que lo otorga, para que los contribuyentes que mantengan deuda en el pago de los impuestos indicados en el Artículo 5° de la ley N° 20.630 celebren convenios de pago con la Tesorería General de la República, significará un aumento en los ingresos, aunque su impacto será menor en comparación con el resto de las medidas.

A continuación, el Cuadro "Efectos del Proyecto de Ley en el Presupuesto Fiscal", resume los efectos en los ingresos y gastos que generan cada una de las medidas de este proyecto de ley.

Efectos del Proyecto de Ley en el Presupuesto Fiscal

(Millones de dólares)

	
	2013*
	2014
	2015

	Cambio en ingresos
	21
	70
	406

	Factura Electrónica Obligatoria
	79
	328
	677

	Reducción Timbres y estampillas
	-59
	-246
	-258

	Cambios art. 41A y 41C de la LIR
	0
	-13
	-13

	Aumento en gastos
	3,6
	1,6
	1,6

	Plataforma electrónica SII
	2,7
	0,6
	0,6

	Nueva Dirección Regional
	0,9
	1,0
	1,0

	Efecto neto
	17
	68
	404


*\ Se asume que los efectos del año 2013 en Factura Electrónica aplicarán durante la segunda mitad del año, y los efectos de la reducción de la tasa del Impuesto de Timbres y Estampillas, el último tercio del año.

El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley en el transcurso de su primer año presupuestario de vigencia, será financiado con reasignaciones del presupuesto del Servicio de Impuestos Internos y, en lo que faltare, el Ministerio de Hacienda podrá suplementar con cargo a recursos del Tesoro Público. Para los años siguientes, se estará a lo que indique la Ley de Presupuestos respectivo.

Finalmente, esta Dirección estima que las demás medidas que este proyecto de ley propone no generan efectos sobre el presupuesto fiscal. Sin perjuicio de ello, tanto las variaciones que pudieran experimentar los ingresos fiscales, así como los eventuales mayores requerimientos de recursos por parte del organismo fiscalizador, serán incorporados en las leyes de presupuestos que corresponda e informados cuando el Congreso Nacional así lo requiera.”.
Posteriormente, se presentó un nuevo informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de junio de 2013, referido a indicaciones formuladas al proyecto de ley, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

Las presentes indicaciones al Proyecto de Ley modifican e incorporan nuevos artículos para regular el uso obligatorio de ciertos documentos tributarios en formato electrónico, la procedencia y uso del crédito fiscal originado por concepto de IVA, el tratamiento tributario particular de no aplicación del impuesto del artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta (LIR) al gasto específico que señala, y el plazo para que los contribuyentes que mantengan deudas tributarias en cobro judicial o administrativo celebren convenios de pago de plazo ampliado con la Tesorería General de la República. Además, se introduce una nueva disposición respecto de las transacciones cursadas a través de medios de pago electrónicos.

Entre las modificaciones mencionadas, destacan:

1) Incorporación de los plazos de implementación de la factura electrónica obligatoria en el artículo primero transitorio, estableciendo al efecto un plazo máximo, luego de publicada esta ley en el Diario Oficial, de nueve meses para las grandes empresas; dieciocho meses para las empresas de menor tamaño, según lo define la ley N° 20.416, domiciliadas en zonas urbanas, y veinticuatro meses para las empresas de menor tamaño domiciliadas en zonas rurales.

2) Incorporación del plazo de entrada en vigencia, en el Artículo 1° Transitorio, de la utilización del crédito fiscal generado por concepto de IVA hasta el momento en que se verifica, respecto del vendedor o prestador de servicios, el correspondiente "acuse de recibo". Dicho plazo se establece luego de 180 días corridos contados desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. Además, dicha limitación no regirá cuando se trate de prestaciones de servicios en los cuales la factura deba emitirse antes de concluirse la prestación.

3) Autorización para emitir facturas en formato papel a contribuyentes que desarrollen su actividad económica en un lugar geográfico sin cobertura de datos móviles o sin acceso al servicio público de suministro eléctrico o en un lugar decretado como zona de catástrofe conforme a la ley N° 16.282, de acuerdo a resolución dictada por el Servicio de Impuestos Internos.

4) La no aplicación del impuesto del artículo 21 de la LIR, planteado originalmente como desembolsos que las empresas realizan para el financiamiento de programas de responsabilidad social empresarial (RSE). Se redefine como desembolsos aquéllos que guarden relación con grupos, sectores o intereses de la localidad respectiva que cuenten, de acuerdo a la legislación sobre medio ambiente, con una resolución dictada por la autoridad competente, explicitando así que se puede referir a gastos que no formen parte de una acción voluntaria de las empresas.

5) Ampliación, de cuatro a seis meses, contados desde la publicación en el Diario Oficial de la ley, del plazo para que los contribuyentes que mantengan deuda en el pago de los impuestos indicados en el Artículo 5° de la ley N° 20.630 celebren convenios de pago con la Tesorería General de la República con un plazo de vigencia ampliado.

6) Se asimilan al valor de una boleta de ventas y servicios los comprobantes o recibos emitidos en transacciones cursadas a través de medios de pago electrónicos, cuando se trate de contribuyentes que hayan optado por emitir dichas boletas en formato de papel. Tratándose de contribuyentes que hayan optado por emitir boletas electrónicas, en que el pago de la transacción se realice por medios electrónicos, ambos sistemas tecnológicos deberán estar integrados en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. El plazo máximo asociado a esta figura para su entrada en vigencia es de un año, contado desde la publicación de esta ley.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Las disposiciones incorporadas relacionadas al uso del crédito fiscal generado par concepto de IVA, y la eximición del impuesto del artículo 21 de la LIR para los desembolsos señalados en el Proyecto de Ley, no generan una variación en la recaudación fiscal respecto de lo ya señalado en el Informe Financiero N° 36, de 03 de abril de 2013.

Ahora bien, respecto del calendario de implementación de la factura electrónica obligatoria, señalado en el Artículo 1° Transitorio, cabe señalar que este contempla una incorporación posterior para las medianas empresas en relación a lo indicado en el Informe Financiero ya aludido y que se traduce en una disminución de 13 y 27 millones de dólares para el primer y segundo año de implementación de esta medida, respectivamente, respecto a dicho Informe Financiero.

Por otro lado, la ampliación de cuatro a seis meses del plazo para que quienes mantengan deuda en el pago de los impuestos indicados en el Artículo 5° de la ley N° 20.630 celebren convenios de pago con la Tesorería General de la República, junto a la disposición que da a los comprobantes o recibos emitidos en transacciones cursadas a través de medios de pago electrónico el valor de boletas de ventas y servicios, generan un aumento en la recaudación fiscal. Sin embargo, no es posible cuantificar el impacto final.

Finalmente, la autorización para emitir factures en papel en casos excepcionales, podría generar una menor recaudación fiscal, cuya magnitud tampoco es posible cuantificar.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974: 

1) Agrégase en el artículo 23, el siguiente número 7°: 

“7°.- El impuesto recargado en facturas emitidas en medios distintos del papel, de conformidad al artículo 54, dará derecho a crédito fiscal para el comprador o beneficiario en el periodo en que hagan el acuse de recibo conforme a lo establecido en el inciso primero del artículo 9º de la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura. Esta limitación no regirá en el caso de prestaciones de servicios, ni de actos o contratos afectos en los que, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 55, la factura deba emitirse antes de concluirse la prestación de los servicios o de la entrega de los bienes respectivos.”.

2) Reemplázase el artículo 54 por el siguiente:

“Artículo 54.- Las facturas, facturas de compra, liquidaciones facturas y notas de débito y crédito que deban emitir los contribuyentes, consistirán exclusivamente en documentos electrónicos emitidos en conformidad a la ley. Las guías de despacho y las boletas de ventas y servicios se podrán emitir, a elección del contribuyente, en formato electrónico o en papel. Con todo, los comprobantes o recibos generados en transacciones pagadas a través de medios electrónicos tendrán el valor de boleta de ventas y servicios, tratándose de contribuyentes que hayan optado por emitir dichas boletas en formato papel, en la forma y condiciones que determine el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Tratándose de contribuyentes que hayan optado por emitir boletas electrónicas de ventas y servicios en que el pago de la respectiva transacción se efectúe por medios electrónicos, ambos sistemas tecnológicos deberán estar integrados en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, de forma tal que el uso del medio de pago electrónico importe necesariamente la generación de la boleta electrónica de ventas y servicios por el contribuyente respectivo. 

Tratándose de contribuyentes que desarrollen su actividad económica en un lugar geográfico sin cobertura de datos móviles de operadores que tienen infraestructura o sin acceso al servicio público de suministro eléctrico o en un lugar decretado como zona de catástrofe conforme a la ley N° 16.282, no estarán obligados a emitir los documentos señalados en el inciso primero en formato electrónico, pudiendo siempre optar por emitirlos en papel. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos, de oficio o a petición de parte, dictará una o más resoluciones, según sea necesario, debiendo individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes que se encuentren en alguna de las situaciones referidas, solicitando a los organismos técnicos respectivos informes que acrediten las zonas geográficas del territorio nacional que no cuentan con los servicios o suministros respectivos y el plazo durante el cual dicha situación se mantendrá o debiese mantenerse. Presentada la solicitud de que trata este artículo y mientras ésta no sea resuelta, el Servicio de Impuestos Internos deberá autorizar el timbraje de los documentos tributarios que sean necesarios para el desarrollo del giro o actividad del contribuyente. En todo caso, transcurridos sesenta días hábiles sin que la solicitud sea resuelta por el Servicio de Impuestos Internos, ésta se entenderá aceptada en los términos planteados por el contribuyente.
Los documentos tributarios que, de acuerdo a los incisos anteriores, puedan ser emitidos en papel, deberán extenderse en formularios previamente timbrados de acuerdo a la ley y contener las especificaciones que señale el reglamento. 

La copia impresa en papel de los documentos electrónicos a que se refiere el inciso primero, tendrá el valor probatorio de un instrumento privado emanado de la persona bajo cuya firma electrónica se transmitió, y se entenderá cumplida a su respecto la exigencia de timbre y otros requisitos de carácter formal que las leyes requieren para los documentos tributarios emitidos en soporte de papel.”.

3) Modifícase el artículo 56 de la siguiente forma:

a) Agrégase en el inciso segundo la siguiente oración antes del punto aparte, precedida por una coma:

“pudiendo autorizar la emisión en papel de los documentos que deban ser emitidos en formato electrónico conforme al inciso primero del artículo 54, mediante resolución en que se deberá expresar los fundamentos por los cuales se concede dicha autorización e individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes beneficiados y el plazo de vigencia de la misma, el cual, en todo caso, podrá ser renovado sucesivamente en tanto se mantengan las razones que originaron el otorgamiento de la autorización”.

b) Elimínase el inciso tercero.

c) Reemplázase el inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:

“En los casos en que, de acuerdo a esta ley, los contribuyentes emitan boletas en soporte de papel, la Dirección Nacional del Servicio de Impuestos Internos podrá autorizar su emisión mediante máquinas registradoras u otros medios tecnológicos.”.

Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, cuyo texto se contiene en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:

1) Modifícase el artículo 8° ter del siguiente modo:

a) Elimínase en el inciso primero la frase “que opten por la facturación electrónica”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la frase “soliciten por primera vez la emisión de” por la siguiente: “por primera vez deben emitir”.

2) Modifícase el artículo 8° quáter del siguiente modo:

a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “timbre” y “en”, la expresión “o autorice a emitir electrónicamente, según corresponda”, entre comas. Asimismo, intercálase entre las palabras “timbraje” y “de”, la frase “o, en su caso, la emisión electrónica”.

b) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “inmediato” y “de”, la expresión “o la emisión electrónica, según corresponda”, entre comas.

3) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 17:

“El Servicio podrá autorizar que los libros de contabilidad y los libros adicionales o auxiliares, que los contribuyentes lleven en soporte de papel, sean reemplazados por sistemas tecnológicos que reflejen claramente el movimiento y resultado de los negocios y permitan establecer con exactitud los impuestos adeudados. Para estos efectos, el Servicio certificará los sistemas que cumplan con tales requisitos.”.

4) Agrégase, al inicio del inciso segundo del artículo 30, la siguiente expresión seguida por una coma: “En todos aquellos casos en que la ley no exige la emisión de documentos electrónicos en forma exclusiva”; y reemplázase la palabra “La” por “la”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas:

1) Modifícase el número 3) del artículo 1º del siguiente modo:

a) Sustitúyense, en el inciso primero, los porcentajes "0,033%" y "0,4%", por "0,0166%" y "0,2%", respectivamente.

b) Sustitúyese, en el inciso segundo, el porcentaje "0,166%" por "0,083%".

2) Modifícase el número 2 del artículo 2º del siguiente modo:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, el porcentaje "0,166%", por "0,083%".

b) Sustitúyese, en el inciso segundo, el porcentaje "0,033%" por "0,0166%".

c) Sustitúyese, en el inciso tercero, el porcentaje "0,4%" por "0,2%".

3) Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 3º, los porcentajes "0,033%" y "0,4%", por "0,0166%" y "0,2%", respectivamente.

Artículo 4°.- Modifícase la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, cuyo texto se encuentra fijado por el artículo primero del decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda, de la siguiente forma:

1) Reemplázase en el artículo 4º, en su inciso primero, la palabra “cuatro” por “cinco”; y en el inciso segundo, intercálase entre la expresión “Dirección Regional, Arica”, y el punto aparte, la siguiente frase, precedida por una coma: “y XIX Dirección Regional Metropolitana, Santiago Norte” , y suprímese la conjunción “y” que antecede a la expresión numérica “XVIII”.

2) Incorpórase en el artículo 4º bis el siguiente inciso segundo:

“El Servicio de Impuestos Internos deberá establecer y administrar en su sitio web una plataforma tecnológica para que los contribuyentes de difícil fiscalización o de escaso movimiento operacional o económico, las empresas de menor tamaño según se definen en la ley N° 20.416 y demás contribuyentes que determine a su juicio exclusivo, emitan y reciban las facturas y demás documentos electrónicos señalados en el artículo 54, registren sus operaciones y cedan o recepcionen las facturas a través del procedimiento previsto en la ley N°19.983. Respecto de las operaciones que se ejecuten a través de esta plataforma, el Servicio acreditará para todos los efectos legales la identidad del emisor y la integridad del mensaje o documento electrónico.”.

Artículo 5°.- Modifícase el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y los respectivos requisitos de ingreso y promoción, de la siguiente forma:

1) En la planta “Directivos”, a continuación del cargo de “Director Regional Metropolitano Santiago Sur”, créase un cargo de Director Regional Metropolitano Santiago Norte, grado 4.

2) En la planta “Jefes de Departamento”, créanse seis cargos de Jefe de Departamento, grado 7.

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

1) Intercálase, en el inciso segundo del Nº 8 del artículo 17, entre las frases “Tratándose de la enajenación de derechos en sociedad de personas o de acciones emitidas con ocasión de la transformación de una sociedad de personas en sociedad anónima,” y “10% o más de las acciones, a la empresa o sociedad respectiva o en las que tengan intereses, para los efectos de determinar el mayor valor proveniente de dicha operación,”, la siguiente expresión: “que hagan los socios de sociedades de personas o accionistas de sociedades anónimas cerradas, o accionistas de sociedades anónimas abiertas dueños del”.

2) Suprímese en el encabezado del párrafo décimo tercero de la letra b), del Nº 1, del artículo 20, la palabra “natural”.

3) Modifícase el inciso segundo del artículo 21 del siguiente modo:

a) Suprímese la expresión “y,” entre las frases “a organismos o instituciones públicas creadas por ley;” y “(iv) los pagos a que se refiere”. 

b) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “y (v) los pagos o desembolsos que se efectúen con motivo de la aprobación o ejecución de un proyecto o de actividades empresariales que cuenten o deban contar, de acuerdo a la legislación sobre medio ambiente, con una resolución dictada por la autoridad competente que apruebe dicho proyecto o actividades y que consten en un contrato o convenio suscrito con una autoridad pública, una organización dotada de personalidad jurídica de acuerdo al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, una organización comunitaria constituida en conformidad a la ley N°19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, o en conformidad a la ley N° 19.253, sobre comunidades indígenas, que guarden relación con grupos, sectores o intereses de la localidad respectiva, siempre que no se efectúen directa o indirectamente en beneficio de empresas del mismo grupo empresarial o de personas o entidades relacionadas en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores. Las empresas deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y oportunidad que éste determine mediante resolución, el monto total de la inversión destinada a la ejecución del proyecto o actividad, los pagos efectuados en cumplimiento de las obligaciones señaladas, la identificación de los beneficiarios de los mismos, así como cualquier otro antecedente relacionado. Con todo, igualmente se afectarán con el impuesto establecido en el inciso primero de este artículo, en la parte correspondiente al exceso, cuando los pagos o desembolsos excedan de la cantidad menor a la suma equivalente al 2% de la renta líquida imponible del ejercicio respectivo, del 1,6 por mil del capital propio tributario de la empresa, según el valor de éste al término del ejercicio respectivo, o del 5% de la inversión total anual que se efectúe en la ejecución del proyecto.”. 

4) Modifícase el artículo 41 A de la siguiente forma:

a) Sustitúyese, en la letra A, el párrafo tercero de su Nº 1 por el siguiente:

“En la misma situación anterior, también dará derecho a crédito el impuesto a la renta pagado por una o más sociedades en la parte de las utilidades que repartan a la empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas en el mismo país y la referida empresa posea directa o indirectamente el 10% o más del capital de las sociedades subsidiarias señaladas.”.

b) Reemplázase, en la letra b) del Nº 2 de la letra A, el porcentaje “30%” por “32%” las dos veces que aparece.

c) Agrégase, en el Nº 3 de la letra A, la siguiente letra c): 

“c) Cuando en el ejercicio respectivo se determine un excedente de este crédito deducible del impuesto de primera categoría, ya sea por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente se imputará en los ejercicios siguientes en que se determinen rentas afectas a dicho tributo, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el último día del mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.”.

d) En el Nº 6 de la letra D, agrégase a continuación de la palabra “corresponda,” la expresión “de países con los cuales Chile no haya suscrito convenios para evitar la doble tributación,”. Asimismo, sustitúyese el porcentaje “30%” por “32%” y, finalmente, agrégase a continuación de la expresión “Renta Neta de Fuente Extranjera”, las dos veces que aparece, la frase “de Países sin Convenio.”.

5) Introdúcense en el artículo 41 C las siguientes modificaciones:

a) Modifícase el N° 1 del siguiente modo:

i) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En este caso, el porcentaje a que se refiere la letra b) del número 2.-, letra A, del artículo 41 A, será de 35%, salvo que los beneficiarios efectivos de las rentas de fuente extranjera afectas al Impuesto de Primera Categoría tuvieran residencia o domicilio en el exterior, en cuyo caso será necesario, además, que Chile tenga vigente un convenio para evitar la doble tributación con el país de residencia de dichos beneficiarios efectivos.”.

ii) Agrégase el siguiente párrafo segundo:

“El crédito total por los impuestos extranjeros correspondientes a las rentas de fuente extranjera percibidas o devengadas en el ejercicio, según corresponda, de países con los cuales Chile haya suscrito convenios para evitar la doble tributación, no podrá exceder del equivalente a 35% de la Renta Neta de Fuente Extranjera de Países con Convenio de dicho ejercicio. Para estos efectos, la Renta Neta de Fuente Extranjera señalada de cada ejercicio se determinará como el resultado consolidado de utilidad o pérdida de fuente extranjera de países con Convenio, afecta a impuestos en Chile, obtenida por el contribuyente, deducidos los gastos necesarios para producirlo, en la proporción que corresponda, más la totalidad de los créditos por los impuestos extranjeros de dichos países, calculada de la forma establecida en este artículo.”.

b) Sustitúyese el párrafo segundo del Nº 2 por el siguiente: 

“También dará derecho a crédito el impuesto a la renta pagado por una o más sociedades en la parte de las utilidades que repartan a la empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas en el mismo país y la segunda posea directa o indirectamente el 10% o más del capital de las sociedades subsidiarias señaladas.”.

c) Sustitúyese en el párrafo segundo del Nº 3 el porcentaje “30%” por “35%”.

6) Agrégase en el párrafo sexto del N° 1 del artículo 54, a continuación de la frase “determinadas según las normas de esta ley”, la expresión “y las rentas establecidas con arreglo a lo dispuesto en los artículos 70 y 71”.

Artículo 7°.- La presente ley regirá desde su publicación en el Diario Oficial y respecto de los hechos acaecidos a contar de dicha fecha, salvo aquellas disposiciones que tengan una regla especial de vigencia.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Lo dispuesto en el artículo 1º, número 1), comenzará a regir luego de ciento ochenta días corridos desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.

La obligación de emitir facturas y demás documentos electrónicos señalados en el artículo 54 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios entrará en vigencia luego de nueve meses de publicada esta ley en el Diario Oficial. No obstante, en el caso de empresas de menor tamaño, según éstas se clasifican y definen en la ley Nº 20.416, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño, que de acuerdo a los respectivos instrumentos de planificación territorial estén domiciliadas en zonas urbanas, la obligación de emitir documentos electrónicos entrará en vigencia luego de dieciocho meses desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Tratándose del mismo tipo de empresas, pero domiciliadas en zonas rurales, dicho plazo será de veinticuatro meses, contados desde la citada publicación.

Dentro de los nueve meses siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar la o las resoluciones que sean necesarias para implementar la excepción establecida en el inciso segundo del artículo 54 del decreto ley N° 825, de 1974, sustituido por la presente ley. 

La disposición relativa al valor de los comprobantes o recibos que se emitan en el caso de transacciones pagadas por medios electrónicos, establecida en el inciso primero del artículo 54 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974, que se sustituye por el artículo 1º Nº 2 de la presente ley,  entrará en vigencia en el plazo de un año contado desde la publicación de ésta en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- Lo dispuesto en los números 1), 2) y 6) del artículo 6° regirá a partir del 1 de enero de 2013, en los mismos términos en que rigen las modificaciones introducidas por el artículo 1º, N° 5), letra d); N° 7), letra b), literal iii) y N° 8 de la ley N° 20.630, que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional.
Lo dispuesto en el número 3) del artículo 6° regirá a partir del 1 de enero del 2014 respecto de los pagos, gastos o desembolsos allí señalados y que se efectúen a contar de dicha fecha.

Lo dispuesto en los números 4) y 5) del artículo 6° regirá a partir del 1 de enero 2014, respecto de las rentas que se perciban del exterior o, en el caso de las agencias u otros establecimientos permanentes en el exterior, respecto de las rentas que se perciban o devenguen a contar de dicha fecha, siempre que el impuesto extranjero que se utiliza como crédito en Chile se haya pagado en dicha fecha o con posterioridad a ella. Las rentas percibidas o devengadas en los términos señalados a contar del 1 de enero de 2014, respecto de las cuales se haya pagado el impuesto extranjero que se utiliza como crédito en Chile con anterioridad a dicha fecha, se regirán por las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta vigentes con anterioridad a la fecha referida.

Lo dispuesto por el artículo 3º regirá a partir del 1 de septiembre de 2013, o a contar de la fecha de publicación en el Diario Oficial de la presente ley, si ello fuere posterior, respecto de los documentos gravados cuyo impuesto se devengue a contar de la fecha de vigencia señalada.

Finalmente, lo dispuesto en el Nº 1) del artículo 4º comenzará a regir en la fecha que fije el Director del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, la que no podrá exceder del primer día hábil del año 2014. A la XIX Dirección Regional Metropolitana, Santiago Norte, del Servicio de Impuestos Internos, le corresponderá la fiscalización, conocimiento o realización de las actuaciones, asuntos, diligencias o peticiones, que se inicien o se encuentren pendientes a esa fecha, de contribuyentes que se encuentren domiciliados en el territorio sobre el cual la nueva Dirección Regional tenga competencia.

Artículo tercero.- Para efectos de la aplicación de la tasa máxima de 0,2% establecida por las modificaciones introducidas al decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas por el artículo 3º de esta ley, en aquellos casos en que el plazo que medie entre la emisión del documento gravado respectivo y el vencimiento del mismo sea superior a doce meses, para los primeros doce meses el impuesto se deberá pagar con la tasa mensual de 0,0166%, y en el mes o fracción de mes siguiente, el impuesto se deberá pagar con una tasa del 0,0008%, de forma tal de completar la tasa máxima señalada. 

Para la aplicación de la exención del artículo 24, N° 17, del decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, respecto de las operaciones de crédito de dinero efectuadas a contar de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, destinadas a pagar préstamos anteriores a esa fecha, se considerará como tasa máxima un 0,2%.

Para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 2° bis del mismo decreto ley, la tasa máxima de impuesto a que se refiere el número 2) de dicho artículo será la vigente a la fecha de inicio de la colocación de la primera emisión acogida a la línea.

Artículo cuarto.- La Tesorería General de la República podrá ejercer la facultad concedida por el artículo 5° de la ley N° 20.630, respecto de los impuestos adeudados en ella señalados, desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y hasta seis meses después de dicha fecha.

Artículo quinto.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley en el transcurso de su primer año presupuestario de vigencia será financiado con reasignaciones del presupuesto del Servicio de Impuestos Internos. En lo que faltare, el Ministerio de Hacienda podrá suplementar con cargo a recursos del Tesoro Público. Para los años siguientes, se estará a lo que indique la ley de Presupuestos respectiva.”.
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 13 y 27 de agosto, 3 de septiembre y 4 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín, (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva (José García Ruminot), Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez (Baldo Prokurica Prokurica).

Sala de la Comisión, a 5 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.831, QUE CREA EL REGISTRO NACIONAL DE SERVICIOS DE TRANSPORTE REMUNERADO DE ESCOLARES

(8329-15)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”, el 26 de noviembre de 2013.
- - - - - - - -


Hacemos presente que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones acordó discutir sólo en general esta iniciativa legal, no obstante que consta de un artículo único.

- - - - - - - -


Además, durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz; de la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González y de la Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Pamela Barros.
OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto de ley en estudio, tiene por finalidad modificar los artículos 3º y 4º de la ley Nº 19.831, que creó el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, con el objeto de establecer que no podrán ejercer la actividad de conductor y acompañante en el transporte remunerado de escolares, aquellas personas que presenten un certificado de antecedentes en que conste que hayan sido condenadas, por cometer delitos de índole sexual contra los menores de edad. Al mismo tiempo, se otorgan facultades expresas a los Secretarios Regionales Ministeriales de Transportes y Telecomunicaciones, para cancelar las inscripciones, una vez constatado el incumplimiento de los requisitos habilitantes, establecidos en la ley o el reglamento.
- - - - - - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

Tienen incidencia, en este proyecto de ley, las siguientes normas jurídicas:


1.- Ley Nº 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares.

Artículos 3º y 4º.


2.- Ley Nº 20.594, de 19 de junio de 2012, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades.

3.- Ley Nº 20.526, de 13 de agosto de 2011, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil virtual y la posesión de material pornográfico infantil. 
II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Según expresa el Mensaje el proyecto de ley en estudio, con la publicación de la ley N° 19.831 de 2002 se creó el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, a cargo de los Secretarios Regionales Ministeriales de Transportes y Telecomunicaciones. Con ello, se dió respuesta a la necesidad de brindar seguridad a los usuarios del transporte escolar, por tratarse de niños. Como es sabido, el transporte de menores es un tema de preocupación constante de padres, apoderados y de la comunidad en general, especialmente en cuanto a la idoneidad de los conductores y acompañantes.


La propia ley N° 19.831 delega en un reglamento la forma y requisitos para la inscripción en el Registro referido en las respectivas Secretarias Regionales Ministeriales de Transportes y Telecomunicaciones (D.S. N°38/2003). Entre dichos requisitos se exige la presentación del certificado de antecedentes para fines especiales otorgado por el Servicio de Registro Civil e Identificaciones en el caso de los conductores de vehículos de transporte escolar, documento que contiene el “prontuario penal” de una persona, dando fe de su identidad y de las anotaciones judiciales que registra. Esta exigencia ha tenidos diversos matices de interpretación entre los distintos Secretarios Regionales Ministeriales, principalmente sobre cuáles son los efectos en la inscripción realizada en el Registro de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, cuando el certificado contiene anotaciones sobre delitos que afectarían a los menores a quienes transportan.


Sin duda, la exigencia de este documento tiende a transparentar la especial idoneidad de los conductores y acompañantes de estos servicios desde la perspectiva del cuidado y seguridad de los menores transportados. A pesar de lo anterior, a juicio del Ejecutivo, se hace necesario fortalecer la exigencia de dicho certificado, entregándole un efecto claro en cuanto a impedir la inscripción de aquellos conductores que han sido condenados por haber cometido delitos que afectan y ponen en riesgo a menores de edad, haciéndose extensiva también esta exigencia a los acompañantes de dichos conductores en el transporte escolar. A un mismo tiempo, resulta indispensable precisar qué delitos se incluyen en esta categoría, circunscribiéndolos en un catálogo especialmente creado para este efecto.


También, se han observado obstáculos prácticos, en cuanto a que los Secretarios Regionales Ministeriales no tienen facultad expresa para denegar o cancelar inscripciones, cuando el inscrito incumple de manera sobreviniente los requisitos establecidos en la ley o el reglamento.


Lo anterior confirma el convencimiento del Ejecutivo, en cuanto a que es necesario mejorar la normativa existente y avanzar hacia un sistema de transportes que sea eficiente, de calidad y seguro, elevando los estándares de servicio y cumplimiento de normas, no sólo para el transporte público, sino también para otro tipo de vehículos y usuarios. Para alcanzar dichos estándares resulta indispensable que la normativa tome en consideración la situación particular en que se encuentran sus destinatarios, especialmente cuando se trata de menores de edad, cuya protección y seguridad debe cautelar con especial cuidado. 


En efecto, conviene señalar que la indemnidad física y sexual del menor es un derecho esencial que emana de la naturaleza humana y que se encuentra garantizado por nuestra Constitución Política y también por la Convención sobre los Derechos del Niño. Así es como la presente iniciativa se inscribe dentro de las medidas de cumplimiento del compromiso adquirido por el Estado de Chile en dicha Convención, descrito en su artículo 19.1:

“Artículo 19


1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.”


En este sentido, que se prohíba a una persona con antecedentes penales referidos a delitos que ponen en riesgo la integridad de un menor, conducir o acompañar a un menor de edad en el trayecto desde o hacia un establecimiento educacional, constituye una medida de seguridad necesaria para la seguridad y bienestar del menor usuario del servicio de transporte escolar.


Los efectos devastadores que estas conductas pueden provocar sobre la integridad psíquica y física de una persona en su etapa de desarrollo, justifica un reforzamiento de las protecciones entregadas a los menores en contra de eventuales atentados a su integridad. En este sentido, ya la ley N° 20.526, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil virtual y la posesión de material pornográfico infantil, dispone que para una debida protección de la indemnidad sexual del menor y, por supuesto, para salvaguardar su interés superior, se consideren limitaciones puntuales al ejercicio de ciertos derechos y libertades por parte de personas adultas. 


En consecuencia, la medida propuesta fortalece considerablemente nuestra actual legislación, elevando los niveles de seguridad e integridad garantizados al menor, protegiendo su indemnidad física y sexual, ambos bienes jurídicos superiores. 

II. CONTENIDO DEL PROYECTO


El presente proyecto modifica los artículos 3° y 4° de la ley N° 19.831, de 2002, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, estableciendo que no podrán ejercer la actividad de conductor y acompañante en transporte remunerado de escolares, aquellas personas que presenten en su certificado de antecedentes especiales las anotaciones que se detallan en el proyecto de ley. También, otorga expresas facultades a los Secretarios Regionales Ministeriales de Transportes y Telecomunicaciones para denegar y cancelar inscripciones, constatando el incumplimiento de los requisitos habilitantes establecidos en la ley o el reglamento.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


El proyecto de ley en estudio, está estructurado sobre la base de un artículo único, que mediante dos literales, introduce las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares:

Letra a)

Modifica en el artículo 3º, que indica los antecedentes que se consignarán en el Registro la expresión “al conductor” por “al conductor o conductores y sus acompañantes”.

Letra b)


Incorpora, en el artículo 4º, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


El inciso segundo, nuevo, que se agrega tiene por finalidad impedir la inscripción para ejercer la actividad de conductor y acompañante en el transporte remunerado de escolares de aquellas personas que presenten un certificado de antecedentes para fines especiales en que conste que hayan sido condenados, por cometer delitos de índole sexual contra los menores de edad.


El inciso tercero, nuevo, faculta a los Secretarios Regionales Ministeriales para que cuando tomen conocimiento de que un conductor o acompañante, inscrito en el Registro, ha sido condenado por uno o más delitos señalados en el inciso anterior, oficie al Servicio de Registro Civil e Identificación, para que informe, en el más breve plazo posible, sobre la existencia de anotaciones prontuariales referidas a dichos delitos, procediendo a la cancelación de la respectiva inscripción.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, señaló que esta iniciativa legal pretende otorgar atribuciones al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para eliminar del Registro Nacional de Servicios de Transportes Remunerado de Escolares a los condenados por delitos de índole sexual contra menores de edad, para evitar que puedan desempeñarse como conductores y acompañantes en el transporte remunerados de menores.


El Honorable Senador señor Letelier dejó constancia que, en su opinión, la ley Nº 20.594, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece un registro de dichas inhabilidades, permite al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones regular esta situación en el Registro Nacional de Servicios de Transportes Remunerado de Escolares. 


No obstante lo anterior, anunció su voto a favor de esta iniciativa legal porque es una señal positiva y propuso estudiar la posibilidad de extender esta inhabilidad para los conductores de taxis colectivos y del transporte mayor puesto que también los menores de edad son usuarios de esos medios de transporte.

- - - - - - -
VOTACIÓN EN GENERAL


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Letelier.
- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A continuación se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 19.831, que crea el registro nacional de servicios de transporte remunerado de escolares:


a) Reemplázase en el artículo 3° la expresión “al conductor” por la siguiente: “al conductor o conductores y sus acompañantes,”.


b) Incorpóranse en el artículo 4° los siguientes incisos segundo y tercero: 


“No será admisible la inscripción como  conductores y acompañantes para las personas cuyo certificado de antecedentes para fines especiales, emitido por el Servicio de Registro Civil e Identificación, contenga anotaciones relativas a los delitos previstos en los párrafos 2°, 3°, 5°, 6° y 9° del Título VII, del Libro II del Código Penal, y en los artículos 142, 372 bis, 374 bis y 411 quáter del mismo Código.


Para el caso en que los Secretarios Regionales Ministeriales tomen conocimiento de que un conductor o acompañante inscrito ha sido condenado por uno o más de los delitos referidos en el inciso anterior, estos deberán oficiar inmediatamente al Servicio de Registro Civil e Identificación para que informe, en el más breve plazo posible, sobre la existencia de anotaciones prontuariales referidas a los delitos aquí señalados. El Secretario Regional Ministerial, una vez certificada la situación por el Servicio de Registro Civil e Identificación, procederá a la cancelación de la respectiva inscripción.”.”.

- - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 4 de diciembre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Guido Girardi Lavín y Juan Pablo Letelier Morel.

Sala de la Comisión, a 9 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario.
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Hoja1

		

				Papel		Internet

		2000		1,365,331		467,053

		2001		1,106,416		788,645

		2002		925,278		1,132,933

		2003		638,720		1,403,163

		2004		340,762		1,663,720

		2005		76,289		1,984,383

		2006		63,289		2,068,637

		2007		60,786		2,154,809

		2008		51,731		2,223,320

		2009		40,256		2,306,644

		2010		37,677		2,324,753

		2011		30,730		2,456,643

		2012		27,808		2,584,525

		2013		19,797		2,960,133






